
 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 1 

 
ASAMBLEA NACIONAL DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR 

 
 
 

COMISIÓN ESPECIALIZADA PERMANENTE DE TRANSPARENCIA, 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL 

 
 

INFORME DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN SOBRE LA DETENCIÓN DEL 
CIUDADANO PABLO ROMERO 

 
Quito, Distrito Metropolitano, 15 de marzo de 2023 

 
 
MIEMBROS DE LA COMISIÓN: 
 
 
- Ferdinan Arturo Álvarez Zambrano – Presidente 
- Nathalie María Viteri Jiménez – Vicepresidenta 
 
 
- José Ricardo Chávez Valencia 
- Karen Gardenia Noblecilla Quintana 
- Mónica de Jesús Salazar Hidalgo 
- Rosa Belén Mayorga Tapia 
- Lyne Katiuska Miranda Giler 
- Ricardo Ulcuango Farinango 
- Eduardo Mauricio Zambrano Valle 
  
 

1. OBJETO 
 

El presente documento tiene por objeto emitir el INFORME DEL PROCESO 
DE FISCALIZACIÓN SOBRE LA DETENCIÓN DEL CIUDADANO PABLO 
ROMERO, una vez realizada la debida fiscalización en disposición al artículo 
75 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa. 
 

 
2. ANTECEDENTES 

 
2.1.- El 13 de agosto del año 2012 se produce en Bogotá un intento de 
secuestro al Sr. Fernando Balda el mismo que se frustra por la intervención de 
la fuerza pública. 
 
2.2.- Sobre estos hechos, el Sr. Balda presenta una denuncia en la Fiscalía 
General de la Nación el 14 de agosto del mismo año como consta en formato 
único de noticia criminal del ente acusador. 
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2.3.- La Fiscalía General de la Nación Colombia abre investigación sobre estos 
hechos bajo el código de investigación 110016000023201208390 ordenando a 
policía judicial verificar la existencia de cámaras de seguridad del sector donde 
ocurrieron los hechos, donde se inician, a donde huyeron los presuntos 
responsables y realizar intervenciones de campo con labores de vecindario 
tendientes a establecer los presuntos responsables. 
 
2.4.- En el proceso iniciado, el Sr. Balda no solo presenta su versión, sino que 
además realiza la ampliación de su versión, con fecha 11 de marzo de 2013, 
en lo principal los autores materiales e intelectuales son Raúl Luis Chicaiza 
Fuentes, Jorge Armado Espinoza Méndez y una mujer que se hace llamar 
Nicolle Betancourt. 
 
2.5.- El 13 de abril de 2013 Fernando Balda presenta una denuncia similar a 
la denuncia presentada en la Fiscalía de Colombia en la que reconoce que 
existe un procedimiento judicial en trámite en Colombia. 
 
2.6.- En fecha 15 de mayo de 2015, se emitió la sentencia por el Juez tercero 
de lo penal del circuito de conocimiento de descongestión de Bogotá, en donde 
se condena a 60 meses de prisión a MOISES PÉREZ, DIEGO JIMMY 
MORENO, NAVIA, YAHAIRA VALENCIA como coautores del delito de 
SECUESTRO SIMPLE ART. 168 DEL CODIGO PENAL COLOMBIANO. 
 
2.7.- El 16 de junio de 2015 se solicita por parte de Ecuador, asistencia penal 
internacional, únicamente indicando si existe proceso penal abierto en 
Colombia denunciado por Fernando Balda. 
 
2.8.- Con fecha 16 de febrero de 2016 Fernando Balda presenta una nueva 
denuncia ante la Fiscalía de Colombia en contra de 14 funcionarios 
ecuatorianos en los cuales  incluye al Presidente Rafael Correa, pero no 
consta Pablo Romero. 
 
2.9.- Carlos Baca Mancheno comienza su gestión como Fiscal General del 
Estado desde mayo del 2017, hasta abril del 2018. 
 
2.10.- El 31 de agosto de 2017 Fiscalía General de la Nación de Colombia 
remite la documentación sobre el proceso de Fernando Balda.  
 
2.11.- El 23 de enero de 2018 se realiza el reconocimiento de la denuncia, es 
decir a los 4 años 8 meses de haberse presentado la denuncia. 
 
2.12.- El 19 de marzo de 2018 se emite una orden de detención con fines 
investigativos en contra de Chicaiza, Espinoza y Falcón.  
 
2.13.- El 3 de mayo de 2018 Pérez Reina comienza su gestión como Fiscal 
General del Estado. 
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2.14.- El 17 de junio de 2018, por la solicitud de extradición se le detiene a 
Pablo Romero en España.  
 
2.15.- Mediante Memorando Nro. AN-AZPA-2023-0002-M de 6 de enero de 
2023, las asambleístas Pamela Aguirre y Marcela Holguín informan a la 
Comisión que han recibido información sobre el cometimiento de una serie de 
irregularidades de instituciones públicas sometidas al control político de la 
Asamblea Nacional en el caso relacionado con el ciudadano Pablo Humberto 
Romero Quezada, razón por la cual, es fundamental que la se pueda 
transparentar el accionar de las instituciones públicas frente a los derechos de 
los ciudadanos ecuatorianos, para evitar cualquier tipo de extralimitaciones en 
sus funciones, atribuciones y deberes constitucionales y legales; por lo tanto, 
solicitan de la manera más comedida y urgente se sirva convocar a 
comparecer y participar en comisiones generales en las sesiones que considere 
pertinentes a los funcionarios y ciudadanos:  
• Ex Fiscal Carlos Baca Mancheno.  
• Ex Fiscal Paúl Pérez Reina.  
• Ex Consejero Presidencial, Santiago Cuesta.  
• Luis Chicaiza.  
• Enrique Santiago.  
• Ab. Sonia Vera.  
• Ab. Stalin Oviedo.  
• Presidente del Consejo de la Judicatura, Fausto Murillo.  
• Jueza Nacional, Daniella Camacho.  
• Juez Nacional, Dr. Iván Saquicela.  
• Juez Nacional, Dr. Luis Rojas.  
• Pablo Romero Quezada 
 

3. TRABAJO DE LA COMISIÓN 
 
3.1.- Dentro de la sesión ordinaria Nro. 2021-2023-167, realizada el 11 de 
enero de 2023 a las 09:00, se trató el siguiente orden del día: 
 

1. En referencia al Memorando Nro. AN-AZPA-2023-0002-M de 06 de 
enero de 2023, que anexa la petición expresa de las asambleístas 
Pamela Aguirre Zambonino y Marcela Holguín Naranjo; y, conforme a 
las facultades establecidas en el artículo 75 de la Ley Orgánica de la 
Función Legislativa y en el artículo 120 numeral 9 de la Constitución de 
la República del Ecuador; se dispone de manera impostergable e 
indelegable las siguientes comparecencias y comisiones generales: 

 
a. Comisiones generales del Dr. Galo Chiriboga, Dr. Carlos Baca Mancheno, 
Dr. Paúl Pérez Reina, en calidad de Ex Fiscales Generales del Estado; para que 
informen detalladamente al Pleno de la Comisión, sobre la presunta 
vulneración de derechos y faltas administrativas durante el ejercicio de las 
funciones en el cargo de Fiscal General del Estado en cada periodo 
correspondiente, respecto al proceso relacionado con el señor Pablo Romero 
Quezada y toda la información que conozcan sobre el caso. 
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b. Comisión general del Dr. Enrique Fernando Santiago Romero, en calidad de 
ex abogado de Pablo Romero, para que indique las acciones realizadas en 
España respecto a su defendido y las diferentes reuniones mantenidas 
durante el ejercicio de la defensa del señor Pablo Romero. 
c. Comparecencia del Dr. Fausto Roberto Murillo Fierro, Presidente del 
Consejo de la Judicatura; para que transparente ante el Pleno de esta 
Comisión, la forma en que fueron designados los jueces para el conocimiento 
del caso del señor Pablo Romero Quezada y todas las demás acciones 
realizadas sobre el tema. 
 
3.2.- Mediante Oficio Requerimiento de Información Nro. AN-CTPC-2023-
0002-ORI de 12 de enero de 2023 se solicitó al Presidente del Consejo de la 
Judicatura la siguiente información: 
 
1. Actas y resoluciones de las sesiones del Pleno del Consejo Nacional de la 
Judicatura en las cuales se resolvió designar al Dr. Paúl Pérez Reina como 
Fiscal General Encargado y/o Subrogante. 
2. Resultados finales de la evaluación donde conste el Dr. Paúl Pérez Reina y 
el Dr. Carlos Baca Mancheno, a fin de que se determine si estos profesionales 
estaban dentro de los mejores puntuados. 
 
3.3.- Mediante Oficio Requerimiento de Información Nro. AN-CTPC-2023-
0003-ORI de 12 de enero de 2023 se solicitó al Presidente de la Corte Nacional 
de Justicia la siguiente información: 
 
1. Copias certificadas de todo el proceso judicial Nro. 17721- 2018 – 00012, 
correspondiente al ciudadano Pablo Romero Quezada. 
 
3.4.- Dentro de la sesión ordinaria Nro. 2021-2023-169, realizada el 17 de 
enero de 2023 a las 09:00, se trató el siguiente orden del día: 
 

1. En referencia a la petición expresa de las asambleístas Pamela Aguirre 
Zambonino y Marcela Holguín Naranjo; y, conforme a las facultades 
establecidas en el artículo 75 de la Ley Orgánica de la Función 
Legislativa y en el artículo 120 numeral 9 de la Constitución de la 
República del Ecuador; se dispone de manera impostergable e 
indelegable las siguientes comisiones generales: 
 

a. Comisiones generales del Dr. Carlos Baca Mancheno, Dr. Paúl Pérez Reina, 
en calidad de Ex Fiscales Generales del Estado; para que informen 
detalladamente al Pleno de la Comisión, sobre la presunta vulneración de 
derechos y faltas administrativas durante el ejercicio de las funciones en el 
cargo de Fiscal General del Estado en cada periodo correspondiente, respecto 
al proceso relacionado con el señor Pablo Romero Quezada y toda la 
información que conozcan sobre el caso. 
b. Comisión general del Dr. Enrique Fernando Santiago Romero, en calidad de 
ex abogado de Pablo Romero, para que indique las acciones realizadas en 
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España respecto a su defendido y las diferentes reuniones mantenidas 
durante el ejercicio de la defensa del señor Pablo Romero. 
 
3.5.- Mediante Oficio Requerimiento de Información Nro. AN-CTPC-2023-
0015-ORI de 23 de enero de 2023, se solicitó a la Fiscalía General del Estado 
la siguiente información: 
 
1. Copias certificadas de todo el expediente de la Instrucción fiscal 
Nro.170101813040755, correspondiente al ciudadano Pablo Romero Quezada. 
 
3.6.- Dentro de la sesión ordinaria Nro. 2021-2023-176, realizada el 01 de 
febrero de 2023 a las 15:00, se trató el siguiente orden del día: 
 

1. En referencia a la petición expresa de las asambleístas Pamela Aguirre 
y Marcela Holguín, remitida con el Memorando Nro. AN-AZPA-2023-
0002-M de 06 de enero de 2023; y, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 150 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y en el 
artículo 120 numeral 9 de la Constitución de la República del Ecuador; 
se disponen las siguientes comisiones generales: 
 

a. Dr. Stalin Oviedo, en calidad de ex abogado del señor Pablo Romero en el 
Ecuador, para que informe detalladamente todo lo relacionado con el caso y 
defensa del señor Pablo Romero. 
b. Dr. Carlos Baca Mancheno y Dr. Paúl Pérez Reina, en calidad de Ex Fiscales 
Generales del Estado; para que informen detalladamente al Pleno de la 
Comisión, sobre la presunta vulneración de derechos y faltas administrativas 
durante el ejercicio de las funciones en el cargo de Fiscal General del Estado 
en cada periodo correspondiente, respecto al proceso relacionado con el señor 
Pablo Romero Quezada y toda la información que conozcan sobre el caso. 
Asimismo, el Dr. Paúl Pérez Reina, explicará el señalamiento hecho por el Dr. 
Enrique Fernando Santiago Romero, ex abogado de Pablo Romero en España, 
sobre la reunión telemática que mantuvo, coordinada por el señor Santiago 
Cuesta, consejero del entonces Presidente de la República Lenín Moreno, 
acerca de una posible cooperación eficaz. 
c. Sr. Santiago Cuesta Caputi, consejero del entonces Presidente de la 
República del Ecuador, Lenín Moreno; a fin de que aclare todo lo relacionado 
con la reunión mantenida con el Dr. Enrique Fernando Santiago Romero, 
entonces abogado del señor Pablo Romero, en Madrid - España, para tratar 
una posible cooperación eficaz del señor Pablo Romero a cambio de inculpar al 
ex Presidente Rafael Correa de la responsabilidad en el secuestro del señor 
Balda ocurrido en Colombia. 
d. Sr. Pablo Arosemena Mármol, ya que, de acuerdo a lo señalado por el Dr. 
Enrique Fernando Santiago Romero, ex abogado de Pablo Romero en España, 
se desempeñó como intermediario para ejecutar la reunión en Madrid con el 
señor Santiago Cuesta, ex consejero presidencial; para que explique ante el 
Pleno de la Comisión toda la información que conozca sobre el caso del señor 
Pablo Romero y la reunión realizada en España. 
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3.7.- Mediante Oficio Requerimiento de Información Nro. AN-CTPC-2023-
0056-ORI de 17 de febrero de 2023 se solicitó al Jefe del Comando Conjunto 
de las Fuerzas Armadas la siguiente información: 
 
1. Copias certificadas de todo el expediente que reposa en el Comando 
Conjunto de la Fuerzas Armadas relacionado con el ciudadano Pablo Romero 
Quezada, referente al secuestro del señor Fernando Balda suscitado en 
Colombia. 
2. Copias certificadas del proceso en el cual fueron liberados los documentos 
considerados reservados, secretos y secretísimos, mismos que fueron 
anexados al proceso judicial relacionado con el secuestro del 
señor Fernando Balda suscitado en Colombia. 
 
3.8.- Dentro de la sesión ordinaria Nro. 2021-2023-181, realizada el 25 de 
febrero de 2023 a las 11:00, se trató el siguiente orden del día: 
 

1. En referencia a la petición expresa de las asambleístas Pamela Aguirre 
y Marcela Holguín, remitida con el Memorando Nro. AN-AZPA-2023-
0002-M de 06 de enero de 2023; y, conforme a lo dispuesto en el 
artículo 150 de la Ley Orgánica de la Función Legislativa y en el 
artículo 120 numeral 9 de la Constitución de la Republica del Ecuador; 
se disponen las siguientes comisiones generales: 
 

a. Dr. Carlos Baca Mancheno y Dr. Paúl Pérez Reina, en calidad de Ex Fiscales 
Generales del Estado; para que informen detalladamente al Pleno de la 
Comisión, sobre la presunta vulneración de derechos y faltas administrativas 
durante el ejercicio de las funciones en el cargo de Fiscal General del Estado 
en cada periodo correspondiente, respecto al proceso relacionado con el señor 
Pablo Romero Quezada y toda la información que conozcan sobre el caso. 
Asimismo, el Dr. Paúl Pérez Reina, explicará el señalamiento hecho por el Dr. 
Enrique Fernando Santiago Romero, ex abogado de Pablo Romero en España, 
sobre la reunión telemática que mantuvo, coordinada por el señor Santiago 
Cuesta, consejero del entonces Presidente de la República Lenín Moreno, 
acerca de una posible cooperación eficaz. 
b. Sr. Santiago Cuesta Caputi, consejero del entonces Presidente de la 
República del Ecuador, Lenín Moreno; a fin de que aclare todo lo relacionado 
con la reunión mantenida con el Dr. Enrique Fernando Santiago Romero, 
entonces abogado del señor Pablo Romero, en Madrid - España, para tratar 
una posible cooperación eficaz del señor Pablo Romero a cambio de inculpar al 
ex Presidente Rafael Correa de la responsabilidad en el secuestro del señor 
Balda ocurrido en Colombia. 
c. Sr. Pablo Arosemena Mármol, ya que, de acuerdo a lo señalado por el Dr. 
Enrique Fernando Santiago Romero, ex abogado de Pablo Romero en España, 
se desempeñó como intermediario para ejecutar la reunión en Madrid con el 
señor Santiago Cuesta, ex consejero presidencial; para que explique ante el 
Pleno de la Comisión toda la información que conozca sobre el caso del señor 
Pablo Romero y la reunión realizada en España. 
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d. Abg. Juan Carlos Salazar, Abg. Jesús Caldera, Dr. Juan Falconí; y, Abg. 
Vicente Peralta; expertos en Derecho, quienes presentarán su criterio técnico 
respecto al caso del señor Pablo Romero. 
e. Pablo Romero Quezada, para que exponga las posibles violaciones en el 
proceso referente al secuestro del señor Balda suscitado en Colombia. 
 
3.9.- Mediante Memorando Nro. AN-AZPA-2023-0044-M de 25 de febrero de 
2023 se remitió al Presidente del Consejo de la Judicatura el siguiente pedido 
de información: 
 

• RESOLUCIÓN NO. PLE-CPCCS-T-O-023-02-05-2018 - DESIGNACIÓN 
DEL CONSEJO DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL - 
TRANSITORIO DE 2 DE MAYO 2018. 

• OFICIO-CJ-DG-2022-1973-OF - CERTIFICACIÓN DEL CONSEJO DE 
LA JUDICATURA DE LA RESOLUCIÓN NO. 038A-2018 DE 24 DE 
JULIO DE 2018 EN EL QUE DESIGNAN A PAÚL PÉREZ REINA COMO 
FISCAL GENERAL DEL ESTADO SUBROGANTE EL MIS DÍA QUE EL 
FISCAL TITULAR ASUMA SUS FUNCIONES. 

• MEMORANDO NRO. FGE-CGGR-DTH-2022-04770-M -CERTIFICACIÓN 
DE FISCALÍA GENERAL DEL ESTADO SOBRE EL TIEMPO EN EL QUE 
EL SR. PAÚL PÉREZ REINA FUNGIÓ COMO FISCAL GENERAL DEL 
ESTADO ENCARGADO. 

• MEMORANDO NRO. AN-SG-2022-3450-M- CERTIFICACIÓN DE LA 
ASAMBLEA NACIONAL QUE INDICA QUE EL SR. PAÚL PÉREZ REINA, 
NUNCA FUE POSESIONADO EN LA ASAMBLEA NACIONAL. 

 
 

4. COMPARECENCIAS Y COMISIONES GENERALES REALIZADAS ANTE 
LA COMISION ESPECIALIZADA PERMANENTE TRANSPARENCIA, 
PARTICIPACIÓN CIUDADANA Y CONTROL SOCIAL DE LAS AUTORIDADES 
COMPETENTES. 
 

• Sesión Nro. 2021-2023-167 
 
Dentro de las comparecencias de las principales autoridades y comisiones 
generales que atendieron la convocatoria, se encuentran: 
 

Ø Galo Chiriboga, Ex Fiscal General del Estado: 
 
Debo informar a usted señor presidente y a los miembros de esta Comisión 
que fui notificado el día martes con esta invitación, la que agradezco que se la 
haya cursado, y bueno estoy aquí para en estos cuarenta minutos que usted 
me ha asignado hacer un relato del caso del señor Balda que se inició dentro 
de mi administración, mi período como Fiscal General concluyó en mayo del 
dos mil diecisiete, y por lo tanto, relataré los hechos que conozco dentro de ese 
espacio temporal. 
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En primer lugar, quisiera comentarles a ustedes señores asambleístas que 
recibimos el tres de abril del año dos mil trece una carta con un sello o un 
membrete de Fernando Marcelo Balda Flores, asambleísta nacional del 
Ecuador, entre paréntesis (A), supongo que es un asambleísta alterno, en el 
que relata en esa carta los hechos que ocurrieron en la República Colombia 
concretamente en las cercanías de la capital de ese país, la ciudad de Bogotá, 
no voy a hacer un relato de lo que él menciona, pero sí exclusivamente ser 
muy preciso en que la denuncia presentada por el señor Fernando Marcelo 
Balda hace relación a la comisión de un supuesto delito o un delito perpetrado 
en la ciudad de Bogotá en sus cercanías. 
 
Esta denuncia es la fórmula básicamente contra un señor Raúl Chicaiza 
Fuentes, precisa su cédula de identidad, también contra un señor Jorge 
Armando Méndez de nacionalidad ecuatoriana, también de una señora que 
dice él se hacía llamar Nicole Betancourt y además de unas declaraciones que 
había hecho el señor Diego Vallejo, asesor del Ministerio del Interior del 
Ecuador en el diario El Universo sobre la participación de unos individuos que 
responden a los nombres de Francisco Javier Piñeiros Albuja ecuatoriano 
también, Juan Carlos Piñeiros Albuja y que estos habrían actuado por orden 
del Ministro del Interior de esa época. 
 
Bien, el caso que menciona el señor Balda no implicaba ninguna persona que 
tenga Fuero de Corte Nacional, y por lo tanto, el Fiscal General no tenía 
competencia para las investigaciones de ese caso, por lo tanto, mediante un 
oficio con una hoja de control remití al Fiscal Provincial de Pichincha para que 
sorteara a su vez a un fiscal de caso y esta disposición pasó a conocimiento 
del fiscal Marco Schettini que es supongo yo todavía Fiscal de Personas y 
Garantías, no sé si en este momento siguen esa función, pero en ese momento 
era fiscal de esta unidad de personas y garantías. Bien, el señor fiscal Marco 
Schettini para asegurarse la competencia de la República del Ecuador en el 
conocimiento de esta infracción cometida fuera de su territorio solicitó una 
asistencia penal a la República de Colombia, en la que, mediante oficio del 
doctor Schettini del dieciséis de junio del dos mil quince, le solicitó a la 
dirección de asuntos internacionales remitiera esta solicitud que básicamente 
tenía como objetivo, obtener de las autoridades colombianas ¿Sí había una 
situación investigativa en la que la República de Colombia había avocado 
conocimiento? Esa asistencia penal llegó y en esa asistencia se conoció que en 
la República de Colombia efectivamente se había cometido esta infracción por 
personas vinculadas a esta infracción en la que del relato que se hace de la 
información que llega de Colombia, el señor Balda fue retenido en las 
cercanías de Bogotá y aprehendido por un grupo de personas, por 
aproximadamente cuarenta minutos, eso es lo que relató la asistencia penal. 
Pero adicionalmente la asistencia penal también nos hizo llegar la cooperación 
internacional, la sentencia, una sentencia que se había dado en la República 
de Panamá contra las personas que resultaron imputadas de la comisión de 
este delito. 
Todos esos documentos, señor presidente y señores asambleístas, constan en 
un proceso penal que a su vez está en la República del Ecuador, que se lo llevó 
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después de que concluyó mi gestión, asumió la competencia el Fiscal 
Mancheno que lamentablemente no lo tenemos aquí, ya las gestiones que hizo 
el Fiscal Mancheno no las puedo relatar porque no son de mi competencia ni 
de mi conocimiento. Pero decía que en la sentencia a la que hago referencia se 
estableció la pena que fueron a sesenta meses las personas que resultaron 
condenadas. 
 
Quisiera hacer la primera precisión de la denuncia del señor Balda, no 
aparece el nombre de la persona por la que ustedes me convocan que es 
el señor Pablo Romero Quezada. Bien, posteriormente nos llega otra 
solicitud de Colombia en el sentido de que una fiscal colombiana solicitaba la 
cooperación nuestra en el sentido que quería que se le haga una entrevista al 
señor Fernando Balda, como ustedes conocen pues en el sistema penal no hay 
entrevistas, en definitiva se lo llama versionar o que cuente los hechos que él 
estimara pertinentes a la causa que él había iniciado en Colombia, y esta 
gestión le tocó a otra fiscal cuyo nombre les daré luego. Bien, esta fiscal recibe 
esta petición y dispone que el señor Balda se presente en la Fiscalía de 
Ecuador para que rinda su versión, se hizo una declaración pública en los 
medios diciendo que Ecuador está cooperando con Colombia, pero lo que no es 
posible realizar, es que una fiscal que no tiene jurisdicción en la República del 
Ecuador no podía tomar esa versión pero que estaba en pleno derecho de 
asistir a la versión para que si ella necesitaba preguntas o algo, se las hiciera 
a través de la fiscal que llevaba esta investigación. Bien, para cumplir 
entonces con el pedido de Colombia la fiscal a la que hago referencia, llamó al 
Fernando Balda por primera ocasión el dieciséis de febrero a rendir su versión, 
lamentablemente las varias ocasiones en que se lo llamó, que concretamente 
comenzaron a partir de la recepción de la denuncia, no compareció y 
argumentó que finalmente él quería, insistía de que esa versión se la rinda 
ante esta fiscal de Colombia, cosa que era imposible realizar. Bien, ella hace 
varios esfuerzos para lograr que el señor Balda rindiera la versión y cumplir 
con el pedido de Colombia, los esfuerzos que se hicieron no dieron ningún 
resultado y el señor Balda finalmente rindió la versión ya en el año dos mil 
dieciocho en enero del dos mil dieciocho cuando estaba ya en el ejercicio de la 
función el doctor Baca Mancheno. 
 
Pero además el tres de abril del dos mil dieciocho, en enero del dos mil 
dieciocho, también reconoció la firma que había presentado y a la que hice 
referencia en el mes de abril del dos mil trece. Bien, ¿Qué más tenemos en 
este caso? las asistencias penales a las que hice referencia llegaron 
contestadas por la República de Colombia, en donde, en definitiva, nos 
mencionan que sí, que Colombia estaba investigando este caso, y que 
adjuntaron incluso la sentencia que se dictó el quince de mayo del dos mil 
quince, por el Juzgado Tercero Penal del Circuito con funciones de 
conocimiento de descongestión de Bogotá, distrito DC y el juez Rodrigo Javier 
Chávez Castiblanco contra los procesados Moisés Enrique Pérez Escobar, 
Diego Luis Moreno Nadia, Jimmy Harley Nadia Hurtado y Yahaira Valencia 
Lazo, por el delito de secuestro simple, con una sentencia que la condena fue 
exactamente después de todos los razonamientos que hacen los jueces dice: 
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resuelvo declarar penalmente responsables a Moisés Enrique Pérez Escobar 
identificado con la cédula de ciudadanía de Puerto Tejada de Cauca, era un 
ciudadano colombiano, del señor Diego Luis Moreno Nadia de también 
nacionalidad colombiana, del señor Jimmy Harley Nadia Hurtado identificado 
también con una cédula de nacionalidad colombiana Yahaira Valencia Lazo 
también de esa misma nacionalidad y dice que conocidas en autos como 
coautores del delito de secuestro simple atenuado y en consecuencia de 
preacuerdo firmado entre el ente persecutor, esto es llegaron a un acuerdo con 
la Fiscalía de Colombia reconocieron su delito y por lo tanto el juez estableció 
una sentencia de sesenta meses de prisión, una multa de doscientos salarios 
mínimos legales de pesos colombianos y que deberían cumplir sus penas en el 
centro de ejecución que determine el Juez de Garantías Penales, dicho esto 
señor presidente, señores y señoras asambleístas el caso radicó en la 
República de Colombia, yo me voy a permitir hacer un comentario, disculpen 
que lo haga con todo respeto para ustedes por supuesto, en la facultad de 
jurisprudencia lo primero que a uno le enseñan es que la territorialidad de la 
aplicación de la norma penal o civil en fin, radica en la República del Ecuador 
más aún cuando se trata de un delito de esta naturaleza, obviamente la 
competencia en mi modesta opinión radicó la República de Colombia, esa 
opinión no ha sido compartida y yo la respeto aunque no la comparto, creo 
que Ecuador no debió haber iniciado esta esta acción legal en el país, porque 
era evidente que esta se cometió fuera de la circunscripción de la República 
del Ecuador, por un lado. Por otro lado había ya una sentencia como se las he 
leído, en la que, el caso había concluido, sin embargo, la teoría que al parecer 
manejó posteriormente era que los actos preparatorios de este delito habían 
sido cometidos en la República del Ecuador, si los actos preparatorios se 
cometieron en la República del Ecuador eran competencia de la República de 
Colombia porque esos actos preparatorios tuvieron un efecto en Colombia no 
en el Ecuador, entonces, eso debió haber sido en mi modesta opinión también 
señor presidente y señores asambleístas remitido por una vía de una 
asistencia penal internacional de que Colombia solicitara esa información, 
esto es lo que yo puedo informar sobre este caso, no he utilizado los cuarenta 
minutos que usted amablemente me concedió señor presidente, pero si 
ustedes tienen preguntas, inquietudes, estoy aquí justamente para hacerlo. 
Quisiera además decirle señor presidente que en una discusión que hubo 
sobre si yo tenía que mandar esas asistencias penales, eso fue resuelto 
administrativamente con la aplicación del Estatuto Orgánico de la Fiscalía 
General del Estado, en donde nosotros tenemos hasta ahora una dirección de 
asuntos internacionales que es la que se encargaba de esto, no el Fiscal 
General porque no llevaba el caso, salvo que esta solicitud habría venido de 
parte del Fiscal General de la República de Colombia, en cuyo caso, mi 
obligación era responder al Fiscal General de la República de Colombia cosa 
que no ocurrió en este caso. Bien, total las asistencias penales se enviaron y 
constan dentro del expediente que fue materia de este juicio. 
 
En mi opinión legal, es que este caso no debió haber sido conocido en la 
República del Ecuador por el tema de la jurisdicción, es decir, las leyes 
ecuatorianas aplican exclusivamente en el territorio ecuatoriano, en este caso, 
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si el delito hubiese sido cometido en el Ecuador, obviamente no hay discusión 
de que ese delito tendría que haber sido investigado, pero es evidente que caso 
fue un delito cometido fuera del territorio ecuatoriano. Ahora bien, mencioné 
también que al parecer la teoría que se llevó adelante fue bajo una premisa, 
que los hechos que ocurrieron en Colombia tuvieron actos preparativos en el 
Ecuador, me parece también que la misma teoría es válida para la 
incompetencia territorial de la república ¿Por qué? Tenía obligación, si quieren 
ustedes, la Fiscalía de investigar esos actos preparatorios, pero los actos 
preparatorios son para la comisión de un delito, que ese delito se cometió en 
Colombia, y, por lo tanto, en mi opinión como abogado, no como fiscal, ni ex 
Fiscal, como abogado, sería que no tendría competencia. 
 
El Código Penal que en esa época estaba vigente cuando se cometió esta 
infracción detalla si mal no recuerdo en el artículo ciento uno varias 
situaciones, primero si ha habido o no el enjuiciamiento penal corre un plazo, 
si no ha habido ese enjuiciamiento penal corre otro plazo, pero en términos 
generales, toda pena y todo delito tiene una prescripción, que formalmente o 
generalmente está relacionado a la pena, más o menos esa es la regla general. 
Si el delito estaba sancionado, no tengo el Código Penal lamentablemente aquí, 
pero estoy hablando de lo que recuerdo, si el delito estaba sancionado con una 
pena de cinco años a la fecha seguramente ya estaba prescrita. 
 

Ø Fausto Murillo, presidente del Consejo de la Judicatura: 
 

El sistema automático de trámites judiciales ecuatoriano SATJE permite el 
sorteo automático de procesos judiciales y la sustanciación por parte del 
equipo jurisdiccional garantizando la trazabilidad de los datos, seguridad de la 
información y los principios de publicidad, acceso a la justicia, celeridad y 
transparencia. Todo esto en el marco ya en nuestra gestión del objetivo de una 
justicia abierta que la venimos trabajando y la venimos desarrollando, 
específicamente el módulo de sorteo de causas judiciales internos del SATJE 
está concebido en términos generales de la siguiente forma: consideraciones - 
sorteo de causas - primera instancia, aquí vale la pena señalar que hay causas 
de ciudadanos entre “comunes”, es decir, que no ocupan una dignidad y por 
tanto son juzgados, procesados por los jueces de primer nivel, etcétera, 
etcétera. Pero esa primera instancia también se puede dar en los casos de 
fuero, es decir, puede haber primera instancia en la Corte Nacional, puede 
haber un Tribunal de Juzgamiento en la Corte Nacional y puede haber una 
apelación, una casación, una revisión, todo concentrado en la Corte Nacional 
de Justicia por el fuero. De ahí que vienen varios sorteos de las diferentes 
instancias en las que se desarrolla un proceso penal. 
 
Primera instancia, ejecute el funcionario responsable en todas las instancias 
que cuenta con roles y accesos al sistema, es decir, no es cualquier servidor, 
no es cualquier funcionario, el que tiene esta misión, esta responsabilidad, 
son servidores a quienes se les asigna que se rol; luego, vale la pena señalar 
que el sistema cuenta con algoritmos que permiten asegurar la impresibilidad 
y la distribución equitativa de las causas. El sistema está concebido para que 
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no se pueda direccionar el conocimiento de una causa al juez A, B, o C, es el 
sistema a través de este algoritmo que equitativamente va distribuyendo las 
causas conforme van a ingresando. 
 
Toda la información de las causas sorteadas y despachadas en el SATJE es 
pública a excepción de las que tienen reserva de ley, ya sea porque se trate de 
delitos sexuales o en el que estén involucrados menores u otro tipo de 
personas que tienen esta protección legal. Ya en la parte operativa y 
específicamente a la designación de los jueces que han conocido esta causa, le 
ruego señor presidente porque no está en mi conocimiento la parte técnica 
operativa, darle la palabra al señor Director Nacional de Gestión Procesal que 
es la dirección responsable de la aplicación, el seguimiento y el control de esta 
actividad dentro del marco administrativo instrumental que lleva el Consejo de 
la Judicatura en este campo. 
 
La designación de Fiscal General no le corresponde al Consejo de la 
Judicatura, la designación de Fiscal General de acuerdo al marco 
constitucional y legal a la época le corresponde al Consejo de Participación 
Ciudadana, esa es la normativa que este momento recuerdo claramente; la 
designación de Fiscal Subrogante tiene su particularidad, no tengo en este 
momento el código como para poder establecer, si nos dan unos minutos 
quizás, pero el Fiscal General, el Defensor Público General y demás 
autoridades de alto rango nombra el Consejo de Participación Ciudadana. 
 

Ø Santiago Peñaherrera, Director General del Consejo de la 
Judicatura: 
 

Es importante profundizar en lo que el doctor Fausto Murillo hacía referencia 
a las potestades, a las competencias, a las atribuciones del Consejo, estas 
atribuciones están específicamente determinadas en el artículo ciento ochenta 
y uno de la Constitución de la República del Ecuador, pero además, también 
es importante recordar lo que los artículos ciento sesenta y ocho, numeral uno 
de la Constitución de la República del Ecuador y el artículo ciento veintitrés 
del Código Orgánico de la Función Judicial hace referencia a las decisiones 
judiciales y de los fiscales, si analizamos el artículo ciento veintitrés del Código 
Orgánico de la Función Judicial se determina con absoluta precisión de que el 
Consejo de la Judicatura no puede pronunciarse sobre las decisiones de los 
jueces y de los fiscales, en tal virtud, yo creo que se ha hecho bien por parte 
de esta Comisión de invitar al señor Ex fiscal y a los fiscales que luego 
ejercieron sus funciones para que ellos expliquen a la ciudadanía en qué 
momento se dio el efecto del fuero ¿Verdad? ¿Por qué esto llegó a conocimiento 
de la Corte Nacional de Justicia? Y también por qué inició como un tipo penal 
de asociación ilícita y luego se transformó en un tipo de penal de secuestro, en 
virtud de los artículos ciento sesenta y ocho, numeral uno de la Constitución y 
ciento veintitrés del Código Orgánico de la Función Judicial nosotros no 
podríamos hacer análisis de esas decisiones que en su momento tomaron 
tanto dado los señores fiscales generales cuanto los jueces de la Corte 
Nacional de Justicia. 
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• Sesión Nro. 2021-2023-169 

 
Dentro de las comparecencias de las principales autoridades y comisiones 
generales que atendieron la convocatoria, se encuentran: 

Ø Enrique Fernando Santiago Romero, en calidad de ex abogado del 
ciudadano Pablo Romero: 

Me voy a referir al motivo, objeto de esta comparecencia que literalmente es 
para que indique las acciones realizadas en España respecto al que fuera mi 
defendido y las diferentes reuniones mantenidas durante el ejercicio de 
defensa del señor Pablo Romero. 

En primer lugar, quiero dejar constancia de que lo que voy a declarar en 
condición de abogado defensor está afectado por el derecho de reserva, secreto 
profesional en concreto, pero he pedido la exención de esa confidencialidad al 
que fuera mi defendido y me ha autorizado a que pueda exponer estas 
materias para las cuales he sido citado, con lo cual yo haré mi exposición y 
por supuesto me someto a sus preguntas. 

Espero que tengan conmigo la debida consideración teniendo en cuenta que 
he sido citado hace a penas con 48 horas y nos referimos a hechos que 
ocurrieron hace unos años, en estas 48 horas he intentado recopilar de mis 
archivos el máximo de información, por o tanto intentaré ser lo más preciso y 
elocuente en cada momento. 

En concreto, sobre las acciones que yo realicé en España en defensa del señor 
Pablo Romero, fueron concretamente las relativas a la defensa en cuanto a la 
solicitud de protección internacional que presentó en nuestro país el señor 
Pablo Romero en el año 2018 coincidiendo con múltiples persecuciones 
existentes en Ecuador contra su persona que considerábamos que entraban 
claramente en el supuesto temor de persecución contemplado en la 
Convención de Ginebra de 1951 de asilo. 

El señor Pablo Romero residía en nuestro país por motivos familiares desde el 
año 2017, residencia legal; si bien a raíz del inicio del cambio de gobierno en 
Ecuador, con la llegada del presidente Moreno en mayo del 2017 y los sucesos 
que comenzaron a realizarse de evidente persecución de cargos políticos del 
anterior gobierno, citaría, por supuesto, la persecución contra el ex presidente 
Correa, contra el ex vicepresidente Jorge Glas por ejemplo un caso de 
persecución muy sonado, muy conocido en nuestro país, a la Prefecta de 
Pichincha la señora Paola Pabón, o sea, casos claros de persecución política, 
bueno y en ese contexto obviamente de pronto comenzaron a suceder las 
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acusaciones vinculadas además siempre que es el denominador general que 
iré desglosando y explicando, las acusaciones de Pablo Romero siempre 
vinculadas a un claro interés de que acusaba falsamente al ex presidente 
Correa y a consecuencia de esa persecución me tuve que ocupar de la defensa 
de la primera de las solicitudes de extradición del señor Romero que residía en 
España en junio de 2018 a coincidencia del denominado caso Balda hechos 
ocurrido no en Ecuador sino en Colombia. 

En segundo lugar, me tuve que ocupar de la defensa del señor Pablo Romero 
en una segunda solicitud de extradición que se recibió en España en mayo del 
2019, ya me había sido anunciada en junio del 2018, me había sido 
anunciada por el señor Santiago Cuesta, en la reunión que mantuvimos a la 
que luego me referiré ya en esa primera reunión. 

El señor Santiago Cuesta me relató que aceptábamos los términos de lo que él 
denominaba acuerdo que nos estaba proponiendo, digo nos estaba 
proponiendo a mí como representante en mi calidad de abogado defensor del 
señor Pablo Romero, o llegarían más acusaciones por peculado, que es 
concretamente lo que llevó exactamente, pues prácticamente un año después, 
en mayo del 2018 a consecuencia del denominado caso Caminito que si no me 
equivoco tampoco ocurrió en Ecuador sino que ocurrió en el Río de la Plata, no 
sé si creo que las acusaciones falsas eran que habían ocurrido entre Argentina 
o Uruguay no recuerdo con precisión, porque también las acusaciones eran 
sumamente confusas. 

Y en cuarto lugar pues también me ocupé de su defensa junto a más 
abogados, ese caso no lo lleve yo solitario, respecto a la solicitud de anulación 
de la circular roja de Interpol ante los servicios jurídicos de Interpol, 
concretamente ante la Comisión de Ficheros de Interpol en su sede central en 
París; como recordarán la Interpol suspendió, dejó sin efecto en septiembre del 
año 2018 la circular roja, con solicitud de detención de extradición a efectos 
de prisión contra el expresidente Rafael Correa y no solamente la dejó sin 
efecto porque había sido expedida esta solicitud, esta circular roja se había 
emitido a consecuencia de la solicitud de detención internacional con fines de 
extradición a efectos de prisión emitida por las autoridades judiciales 
ecuatorianas, sino, que el recurso de revisión interpuesto por la justicia de 
Ecuador ante la Comisión de Ficheros de Interpol, el organismo competente 
también fue denegado el veintinueve de abril del año dos mil diecinueve, es 
decir, Interpol expresamente desestimó, o sea, dejó sin efecto esta circular roja 
y desestimó el recurso contra su primera resolución dejándola sin efecto, 
alegando que eran hechos claramente de índole político y en absoluto hechos 
criminales. Bueno, el caso es que, tras la solicitud, tras comenzar todas estas 
persecuciones, las noticias que tenía el señor Pablo Romero a través de 
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abogados y conocidos en Ecuador, se inició el expediente de solicitud de 
protección internacional en nuestro país y después de eso llegó la primera 
solicitud de detención internacional con fines de extradición; el señor Pablo 
Romero fue detenido y puesto a disposición judicial el 17 de junio y el 18 de 
junio quedó en libertad. 

Previamente a eso, el 6 de junio ya el abogado, lo que a mí me trasladaron 
posteriormente en conversaciones profesionales, el abogado del señor Pablo 
Romero en Ecuador, doctor Oviedo, Stalin Moreno, ya me informó que había 
sido contactado por la Fiscalía de Ecuador con el fin de proponer a Pablo 
Romero que se acogiera a la figura denominada cooperación eficaz, con el fin 
de que se le redujera sustancialmente la posible condena que se contemplaba 
por las acusaciones que se le hacían en el denominado caso Balda, creo que 
eran condenas que en principio podían llegar hasta los seis años o siete años 
de prisión; en ese momento el señor Oviedo me dijo que la primera propuesta 
de la Fiscalía de Ecuador era reducir esa acusación, esa condena mejor dicho 
a siete meses en caso de que se acogiera a la figura de la cooperación eficaz 
con una serie de condiciones, o sea la condición era que tenía que declarar 
contra el ex presidente Rafael Correa por unos hechos que según me relató el 
abogado Oviedo ya habían trasladado a la Fiscalía, que eran hechos sobre los 
cuales el señor Romero no tenía ningún conocimiento, ni había participado en 
ello, con lo cual no podía acusar al ex presidente Rafael Correa de hechos que 
él desconocía y con los que no había tenido ningún tipo de contacto o 
participación, tampoco le constaba que tuviera participación el doctor Correa. 

Lo cierto es que, posteriormente lo que yo conocí por propuesta tan particular 
que me relataba el abogado Oviedo que les había llegado a través de la 
Fiscalía, pues lo cierto es que a mí me la reprodujeron en España y en 
términos aún más laxos, es decir, aún más beneficiosos. De hecho a través del 
señor Pablo Romero, él me relata que había recibido el veinte de junio, o sea, 
después de haber sido detenido, la detención de Pablo Romero a cuenta de la 
solicitud de extradición de la recepción de la primera solicitud extradición, 
duró no más de 24 horas, efectos de presentación ante las autoridades para 
que se les notificara la solicitud de extradición, toda vez que tenía arraigo en 
nuestro país y domicilio conocido desde hacía tiempo, es decir, no se 
encontraba fugado de nada, él había abandonado el Ecuador por motivos 
familiares sin que existiera ningún tipo de acusación en ese momento respecto 
a su persona; y, el caso es que después de haberle recibido esa solicitud de 
extradición en nuestro país se pone en contacto con él, una persona conocida 
suya que su nombre era Pablo Arosemena; se pone en contacto con el señor 
Pablo Romero telefónicamente el veinte de junio del año dos mil dieciocho y le 
pide que se reúna Pablo Romero en Madrid el que el señor Arosemena, decía 
que era otro buen amigo suyo llamado Santiago Cuesta y le informaba que 
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Santiago Cuesta era el consejero principal del número uno, es decir, el 
número uno del número uno, que Santiago Cuesta quería hacer una 
propuesta al señor Romero, el señor Arosemena le indicó al señor Romero que 
podía confiar en él porque era un hombre de palabra y que lo que le dijera y lo 
que acordara lo iba a cumplir, es decir que no le cabía ninguna duda de que lo 
que iba a decirle fuera falso, o sea, que seguro que lo que le iba a decir, la 
propuesta que le iba a trasladar era cierta, le confirmó que era Santiago 
Cuesta con nombre y apellido, es decir, no solamente dijo que era un amigo 
suyo, que era el número uno del número uno, en referencia al presidente 
Lenín Moreno, sino le dijo expresamente se trataba de Santiago Cuesta. 

Santiago Cuesta en ese momento ya había sido nombrado como consejero 
presidencial con rango de ministro si no me equivoco, Santiago Cuesta fue 
nombrado para tal cargo, creo recordar el mes de mayo del año dos mil 
dieciocho, es decir, como un mes, algo más de un mes antes de que acudiera a 
Madrid para mantener esta reunión. 

También, el señor Arosemena le había trasladado algo que a mí me confirmó 
luego el señor Santiago Cuesta, este mismo extremo, que la solicitud de 
reunión del señor Cuesta y el señor Romero en Madrid estaba autorizada por 
el presidente Lenín Moreno, estaba autorizada por el presidente Lenín Moreno 
que conocía además el contenido de que iba a tener dicha reunión. 

El señor Pablo Romero acude a mi consulta a informarme de estos hechos y 
obviamente desde el punto de vista jurídico yo le desaconsejo que se reúna 
con ninguna autoridad de Ecuador. ¿Por qué? Bueno pues, porque la 
convención de Ginebra de mil novecientos cincuenta y uno que regula las 
leyes de protección internacional y de asilo de todas las naciones civilizadas, 
parte de la comunidad internacional me refiero, establecen claramente que un 
solicitante de asilo o una persona que disfruta un estatuto de protección no 
puede tener contacto con las autoridades del país de persecución; con lo cual 
mi primera duda jurídica que le expresé al señor Pablo Romero fue que 
cualquier reunión con una autoridad ecuatoriana habiendo alegado, habiendo 
solicitado protección internacional a consecuencia de una posible persecución 
por parte de las autoridades ecuatorianas, pues una reunión con una 
autoridad ecuatoriana podía ser suficiente para no aceptar a trámite, 
desestimar, entender que no existía tal persecución respecto a los hechos del 
fundado temor de persecución que padecía el señor Pablo Romero, desde el 
punto de vista jurídico es bastante básico para cualquier conocedor de las 
normas sobre derecho de asilo, entonces lo que ofrecimos fue que a esa 
reunión acudiera un servidor como representante que le trasladara al señor 
Arosemena que debido a esa imposibilidad jurídica no es nada recomendable 
para preservar el Estatuto de Protección, que en todo caso, si había algún 
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mensaje que trasladar a mi defendido, pues que se podían reunir con conmigo 
como su representante, el señor Santiago Cuesta aceptó esta posibilidad de 
hacer esta reunión y nos reunimos en Madrid el viernes veintidós de junio en 
torno a las seis y media de la tarde, lo he verificado, figura en mis registros 
electrónicos y además recuerdo perfectamente porque el señor Santiago 
Cuesta fue un poquito grosero y me tuvo esperando hasta que acabo el partido 
de fútbol del mundial de Rusia, estuvo esperando en una sala anexa, no sé si 
debió haber alguna prórroga o algo así, el día 22 de junio a las seis y media de 
la tarde algo así, no recuerdo ahora con precisión, pero estoy prácticamente 
seguro o que era en partido entre Serbia y Suiza del mundial de Rusia del 
2018 o el partido entre Nigeria e Islandia; el caso es que yo o ya como el señor 
Santiago Cuesta gritaba gol desde otra habitación y cuando ya se acabó el 
partido y que tuvo a bien recibirme, pues efectivamente lo que me planteó fue 
pues algo muy similar a lo que ya le habían trasladado al abogado Oviedo, que 
el señor Pablo Romero había recibido ya esta acusación por el caso Balda, que 
estos se exponían hasta siete años de cárcel, que no iban a cesar las 
acusaciones, pero que en él no tenían mucho interés, que el interés era 
procesar y encarcelar al ex presidente Rafael Correa, entonces que era lo que 
le planteaban, era un simple acuerdo, que él aceptara la extradición, ustedes 
saben ¿No? Que si el acepta las solicitudes de extradición, el procedimiento es 
muy expedito, es entrega inmediata, con lo cual podría llegar a Ecuador en 
cuestión de horas, someterse a la justicia, por supuesto quedaría en libertad 
de inmediato y luego sería sometido a un procedimiento en el que se acogieron 
a sanción reducida, en ese momento a mí lo que me dijo el señor Santiago 
Cuesta fueron tres meses de prisión en lugar de siete años y que en caso de 
que no aceptara ese acuerdo pues le llegarían más solicitudes de extradición, 
que de momento no iban a llegar más pero que tenían otros hechos como así 
fue, como ya digo que llegó luego la segunda solicitud de extradición en mayo 
del diecinueve. 

La reunión en concreto fue en la calle Villanueva número veintisiete de 
Madrid, piso primero, puerta derecha, esa finca, creo que recordar que el 
señor Arosemena le trasladó a mi cliente, que era un apartamento del señor 
Santiago Cuesta, yo puedo indicar el numero registral de la finca, es un 
apartamento con el número registral tres mil cuatrocientos cuarenta y uno, de 
la calle Villanueva número veintisiete, piso primero puerta derecha. Pues en 
esa reunión, claro, yo lo que le traslade al señor Santiago Cuesta, este bueno, 
que cómo sabía yo que él tenía capacidad para garantizar un acuerdo de esas 
características porque obviamente yo tendría que en Ecuador hay separación 
de poderes y que obviamente un enviado del Ejecutivo no estaba en 
condiciones de negociar por parte de la justicia, ni muchísimo menos, además 
no cualquier enviado del Ejecutivo, una persona con rango de ministro tan 
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cercano al presidente Lenín Moreno, ante eso yo lo que le pedí fue 
confirmación, o sea para saber, yo en ningún momento me pronuncié, de 
hecho yo estaba sorprendido porque no sabía de mi asombro, yo tengo más de 
treinta años de actividad profesional, me he desempeñado en tribunales 
internacionales, en asuntos, por ejemplo, la detención del ex general de 
Londres, participé activamente en España, es decir, me he encontrado muchos 
supuestos complejos de justicia internacional, nunca me había encontrado 
tanta claridad en estas cuestiones, que un miembro del Poder Ejecutivo de un 
país en el que se supone que hay separación de poderes así con esa soltura 
me indicara que no había ningún problema, que el Ejecutivo se encargaba de 
reducir la sanción de prisión a términos absolutamente mínimos de forma que 
prácticamente eso se quedará en nada, yo ante esta sorpresa que me llevé, yo 
lo que pedí fue una entrevista con el Fiscal General, o sea con la autoridad, 
con la máxima autoridad judicial para que me trasladara esto. 

Evidentemente que a mí su palabra no me servirá de mucho francamente, 
porque entendía que había separación de poderes y que en principio no 
tendría capacidad, pero bueno, ya vi que él me avanzó, que luego llevaría otra 
acusación como efectivamente, llevo un año después, entonces, el señor 
Santiago Cuesta me dijo que sí, que prepararían una reunión con el Fiscal 
General y efectivamente, esa reunión se produjo el lunes siguiente, el lunes 
veinticinco de junio a las once de la mañana, una reunión telemática en la que 
participamos el señor Paúl Pérez Reina, tengo entendido que era el Fiscal 
General o algo así, o Fiscal Encargado algo así, me dijo además del abogado 
del señor Romero, Stalin Oviedo y yo mismo, además de otro funcionario, yo, 
claro, yo estaba en mi oficina en España tampoco puedo decir si había más 
funcionarios o no porque era una reunión telemática, desde luego allí y luego 
a mí me consta que intervinieron tanto el señor Paúl Pérez Reina como el 
señor Oviedo. Y en esa reunión obviamente el señor Paúl Pérez Reina no fue 
tan explícito como fue el señor Cuesta, pero sí me sugirió, de alguna forma me 
dio a entender que efectivamente que lo que me había dicho el señor Cuesta 
era correcto, que sugería una cooperación eficaz y que evidentemente sí podría 
haber un tratamiento mucho más favorable. 

Dos días después creo recordar o tres días después, creo que fue el veintiocho 
de junio, estaba citado y comparecido telemáticamente ante este mismo fiscal 
mi representado, Pablo Romero. 

Finalmente para mí, esta sorpresa en cuanto a este peculiar manejo de la 
separación de poderes, la verdad yo jamás pensé que el señor Santiago Cuesta 
fuera a reconocer que me había planteado justamente esto, o sea que él, como 
ministro del Gobierno me había dicho lo que podría hacer la justicia si mi 
defendido accedía a acusar falsamente al presidente Rafael Correa, aquí mi 
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sorpresa, cuando me remiten en dos meses después un vídeo del programa La 
Posta que es una entrevista de Ecuador del tres de agosto del dos mil 
dieciocho donde el periodista que entrevista al señor Santiago Cuesta, le 
pregunta expresamente “dicen que usted se reunió con el abogado de Pablo 
Romero en España, es correcto” Sí, sí, claro, yo me reuní; y, además lo que 
dice y expresamente él dice en el vídeo “Le dije que si Pablo Romero se volvía 
delator se le reduciría sustancialmente la pena”, no sé, si incluso en el vídeo 
dice a tres meses, bueno, si se volvía delator, obviamente era delatar al ex 
presidente Correa, o sea que mi defendido lo que conocía es que ni él ni el 
señor Correa habían tenido nada que ver con esos hechos, esto es lo que yo 
puedo aportar sometiéndome en todo caso a sus a sus preguntas. 

• Sesión Nro. 2021-2023-176 

Dentro de las comparecencias de las autoridades y comisiones generales que 
atendieron la convocatoria, se encuentran: 

Ø Stalin Oviedo, en calidad de ex abogado del ciudadano Pablo 
Romero: 

En el mes de junio del dos mil dieciocho mediante comunicaciones vía 
telefónica que manteníamos casi a diario con Pablo, me supo manifestar que 
había un alto funcionario del gobierno que le quería visitar en España (Pablo 
vivía en Madrid) en este sentido hicimos una llamada tripartita entre Enrique 
Santiago, Pablo Romero y mi persona; y, en el mes de junio se concretó una 
cita entre Enrique Santiago y este funcionario el veinticinco de junio del dos 
mil dieciocho a eso de las once de la mañana teniendo en consideración la 
diferencia horaria, tuvimos una reunión/videollamada entre Pablo Romero, el 
Fiscal Dr. Pérez, mi persona y Enrique Santiago, en esa reunión se trataron 
algunos temas, y en realidad no siendo ilegal, hay que decirlo, se nos propuso 
una cooperación eficaz; más de allá de esos datos no los posteo porque no 
estuve en otras reuniones que ya fueron de manera directa entre Pablo y el 
Fiscal y tengo entendido que existía este detalle particular. 

Pablo refirió, decidimos y existe un escrito en el proceso, el cual, suscribimos 
con Pablo, en el cual manifestamos que no nos acogemos a la cooperación 
eficaz y en breves rasgos relatamos lo que ha pasado. 

Luego de esto, continúa la instrucción fiscal, obvio, con medidas cautelares de 
carácter real y personal, y posterior a ello, llega una nueva notificación del 
proceso de peculado denominado “Caso Caminito” que al día de hoy Pablo está 
absuelto, eso fue lo que pasó en realidad, durante todo el proceso se hicieron 
varios peritajes que hay que tener en consideración, los cuales, determinan 
que existía una estructura de poder, peritajes que a mi criterio muy personal 
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fueron realizados no de manera objetiva, además, hay que tomar en 
consideración que existe la Ley de Seguridad Nacional y la Ley de Seguridad 
Nacional significa que previo a ser público y, por eso insistí, que el proceso era 
público, los documentos que fueron develados y que fueron producidos en la 
audiencia de juicio por la Fiscalía General no fueron desaforados digámoslo 
así, no fueron liberados ¿Por qué? Porque en ese entonces existía el Consejo 
Nacional de Seguridad Nacional que era el Presidente de la República, el 
Ministro de Defensa, el Jefe del Comando Conjunto, entre otros, ley pública, 
Ley de Seguridad Nacional, y existen varias clasificaciones de documentos que 
constan en la ley que son determinados como secretos, como reservados, 
secretos y secretísimos, y a esos documentos tienen acceso específico ciertos 
funcionarios y que son números reducidos de funcionarios, por ejemplo, los 
secretísimos únicamente conocen la estructura de inteligencia de la SENAIN, 
la Policía, el Comando Conjunto y la Presidencia de la República, es una 
pirámide, entonces, por ejemplo, el documento secretísimo únicamente conoce 
el Presidente de la República y el Ministro de Defensa o del Interior, en este 
caso se hizo tabla rasa de la ley y no estaba derogada, sigue vigente es más, y 
estos documentos fueron liberados para efectos del juicio dentro del proceso, 
no antes del proceso, o sea, en desorden, fueron liberados por el Comando 
Conjunto, algo que no podía darse. 

Nuestra tesis de defensa, para hacer más breve el relato, se basó más o menos 
en esto, teniendo en consideración que esos documentos del tema Balda 
nunca fueron documentos secretos, y que varias operaciones de inteligencia se 
mezclaron para hacer un caso, hay que tomar en consideración que habían 
unas fotos que fueron trastocadas y ni siquiera hubieron unos diálogos, el 
expediente de inteligencia era un emplazo, es un emplazo porque todavía 
existe, es un emplazo, perdón que hable así, de fotografías sin ningún norte, 
sin ninguna explicación, entonces, también parte de nuestra tesis de defensa 
era explicar necesariamente este expediente, al ser un expediente clasificado 
en primer término; luego de ello, hecho por un agente tenía que ser traducido 
pues, no solo las traducciones es del idioma inglés al español o del alemán al 
español o viceversa, las producciones deben ser predictivas, un plano de un 
edificio, por ejemplo, para eso hay un perito ingeniero, entonces, esto nunca 
fue despachado por ejemplo, entonces, hasta ahí sería el tema Balda entre 
otras cosas que yo puedo decir; después de esto, obviamente presumo por 
retaliación se activó, se reactivó el “Caso Caminito” y en el “Caso Caminito” a 
la actualidad ya está absuelto Pablo, yo refiero a esto en virtud de que ejercí la 
defensa hasta hace dos años atrás, y hasta el tratamiento de Pablo fue 
irregular digámoslo así, Pablo tenía una celda específica en el Inca, y ahí hubo 
otro problema, en el año dos mil veinte a Pablo le pusieron un teléfono en su 
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celda y por eso tuvimos que abreviarnos no teníamos de otra opción, Pablo 
tuvo una sentencia, una pena atenuada por este delito. 

El proceso de extradición debe ser aplicable a la legislación vigente y es algo 
que no lo hacemos lamentablemente aquí. El proceso de extradición no es con 
una orden de prisión preventiva, porque no es una prisión en firme, entonces, 
esa es la principal anomalía la primera la más grave; a Pablo le traen con una 
orden de prisión preventiva, no le traen a él con auto de llamamiento a juicio o 
con una sentencia. En los convenios anteriores se les traía solo con una 
sentencia, luego se reformó y decían prisión en firme, la prisión en firme es 
con auto de llamamiento a juicio, pero nunca jamás se puede hacer con 
prisión preventiva ¿Qué pasaría si los elementos de convicción varían a favor 
del que se le mantiene en prisión preventiva? traería un perjuicio para él y un 
perjuicio para el Estado, entonces, tiene su lógica, lógica que lamentablemente 
en el proceso que tuvo Pablo no lo respetaron. 

• Sesión Nro. 2021-2023-181 
 
Dentro de las principales comparecencias de las autoridades y comisiones 
generales que atendieron la convocatoria, se encuentran: 
 

Ø PhD. Jesús Caldera: 
 

Los derechos fundamentales están asociados al respeto a la dignidad humana, 
que es la condición de posibilidad de que una persona desarrolle un proyecto 
de vida que elige libremente y lo pueda vivir sin intromisiones, sin 
arbitrariedades y sin actos abusivos del Estado, una persona que es respetada 
en su dignidad humana vive sin miedo y sin temor, pero además, en un 
Estado que respeta los derechos fundamentales como un contenido que sirve 
de dique de contención a la arbitrariedad y que sirve de dique de contención a 
la discrecionalidad, que este vivir sin temor, de este vivir sin arbitrariedad, sin 
miedo y sin miseria es un elemento cardinal del buen vivir y de los principios 
que en función de la plenitud humana escoge el constitucionalismo, siendo así 
hay disposiciones internacionales que tienen un estandarte máximo de 
garantía, la Convención Americana de Derechos Humanos, los grandes pactos 
de derechos civiles y políticos, los derechos económicos, sociales y culturales y 
las grandes normas aprobadas a nivel internacional que forman parte de esa 
madeja de regulación que se denomina bloque de constitucionalidad, en el 
caso concreto al Estado le asiste un deber de promoción, protección y 
garantías de los derechos fundamentales y además de eso tiene un deber 
insoslayable, irrenunciable y de garantía de todo aquello que tiene que ver con 
las garantías procesales, en el tema puntual voy a ir haciendo mención 
concreta de un aspecto que llamamos la tutela judicial efectiva, cuando 
cuanto se desconoce lo que se ha establecido con antelación, como la ley 
aplicable, para que en función de su pragmática la persona tenga no solo la 
certeza de que está siendo juzgado por un juez natural, por un juez imparcial, 
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con un derecho a la defensa, con un debido proceso, y que además, se 
presume inocente y que no  puede ser juzgado por un mismo hecho dos veces 
por una autoridad judicial, todo este elenco de elementos que 
complementarios del debido proceso hacen de este un derecho complejo que 
tiene que ser garantizado a plenitud en todas sus facetas y este primer 
elemento es el que hay que poner sobre el análisis a ver si a la luz de las 
actuaciones en el caso del señor Pablo Romero ha sido respetado, y bien sea el 
alcance de una comisión parlamentaria que por respeto a la separación de 
poderes exhorta y convoca y hace llamamientos sin intromisiones indebidas en 
la autonomía del poder judicial, no obstante, tampoco el parlamento es ciego, 
es sordo, es mudo, o es una avestruz que esconde la cabeza para guardar 
silencio o hacerse de la vista gorda cuando de violaciones flagrantes a 
derechos humanos fundamentales se trata, y no es un tema ideológico y no es 
un tema de adscripción partidista, ni de afiliación electoral, es un asunto de 
orden mayor, es el respeto que merece todo ecuatoriano por las autoridades 
judiciales por el hecho mismo de ser persona y en tanto en cuanto el Estado 
no puede subvertir su rol para cometer actos de arbitrariedad o para ejecutar 
vendettas o persecuciones que transgreden no solo el ordenamiento 
constitucional, sino, el plexo supraconstitucional de la convencionalidad de 
derechos imperante a nivel global ratificado por Ecuador, y dentro de ese tema 
cardinal, la tutela judicial efectiva a los derechos y garantías de las personas 
en el Ecuador. 
 
El segundo aspecto tiene que ver con los elementos de territorialidad o de 
extraterritorialidad en la actuación de la justicia, la normativa del Ecuador 
contempla en su parte sustantiva penal que la competencia está asignada por 
el principio de territorialidad en lugar de realización de los hechos, y este 
criterio que es universal no puede ser subvertido, no puede ser transgredido 
so pena de que las actuaciones acarreen una nulidad absoluta, porque un juez 
que no es competente, sus actos carecen de eficacia, son anulatorios, son 
irrelevantes, no tienen ninguna eficacia, ninguna trascendencia ni procesal, ni 
material; cuando hablamos de territorialidad nos referimos a unos hechos del 
2012, agosto, en la República de Colombia, llámese plagio como se 
denominaba, llámese  secuestro como se denomina, de una persona, por la 
cual, unos responsables asumen la responsabilidad, valga la redundancia, y 
acuerdan con la Fiscalía colombiana su autoría en los mismos, y además de 
ello, la imposición de una condena a cinco años, si hay una cosa juzgada, si 
hay un proceso definitivamente firme con una decisión incontrovertible e 
irreversible por un Estado que autónomamente realiza la investigación a 
través de los órganos competentes establecidos en su ordenamiento jurídico, 
pues el caso está fallado, el caso no puede ser nuevamente abierto o 
nuevamente investigado so pena de que esta duplicidad cercene un principio  
que atañe a las garantías fundamentales que es el non bis in ídem, es decir la 
prohibición expresa que existe en el ordenamiento americano, en el Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, artículo 8 de la Convención, 
artículo 14 del Pacto que es recogido por las constituciones, entre estas las de 
Ecuador, que es una Constitución de vanguardia en el sentido de no 
reencausar, de no reproducir, de no repetir un derroche de jurisdicción sobre 
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el caso o asuntos ya fallados, máxime si estos han tenido lugar o cuya 
comisión, o cuya ejecución, o cuya planeación ha tenido lugar en un territorio 
donde las autoridades ya han investigado, o donde las autoridades ya han 
fallado, concretamente les invitaría a darle una mirada a la norma ecuatoriana 
que tiene que ver con el artículo 398, 399, 400 de la regulación penal integral 
que tiene el Ecuador, y en este sentido, hay una excepción al principio de 
territorialidad y es cuando se persigue delitos de lesa humanidad, crímenes 
internacionales o crímenes atroces, pero el secuestro es delito común, no tiene 
que ver con genocidio, no tiene que ver con delitos de tortura ni de lesa 
humanidad, ya que es un delito común, ordinario y concuerda con el artículo 
400 y con el artículo 14 del Código Orgánico Integral Penal del Ecuador se 
puede llegar a la conclusión de que el principio de extraterritorialidad para 
este caso concreto está vedado y existe una condición de imposibilidad jurídica 
procesal y material para activar una extraterritorialidad porque sencillamente 
no guarda relación con delitos contra la humanidad, contra crímenes 
aberrantes porque la naturaleza de la investigación, el juzgamiento y la 
condena es sobre un secuestro, donde por cierto, están individualizados los 
responsables del hecho y además acogen su culpa y asumen una condena que 
fue establecida por un juez competente en el territorio del lugar de los hechos, 
el non bis in ídem cobra una gran relevancia en esta discusión y ustedes 
señores asambleístas de la Comisión bien pueden tener presente un análisis 
de fondo sobre el análisis de principio del non bis in ídem, sobre este tema, 
vale la pena el precedente europeo, en Europa, si un Estado persigue, 
sanciona y condena, ningún otro Estado del espacio común puede llevar 
adelante ningún tipo de actuación sobre lo ya fallado con efectos de cosas 
juzgada; en el caso Americano solo hay un tema que ha venido trabajando la 
Corte Interamericana de Justicia y es cuando la investigación es tan burda, es 
tan grotesca, es tan absurda, es tan aberrante que viola el principio de 
equidad en la investigación y se reabriría a nivel internacional si la Comisión 
Interamericana tramita la denuncia y hace la demanda ante la Corte 
Interamericana, pero es con fines protectivos, para que las víctimas sean 
reparadas, indemnizadas y para que no haya impunidad o no haya posibilidad 
de repetición, pero en el caso ecuatoriano está reapertura a nivel internacional 
no se ha promovido, la Comisión que yo sepa no tiene un trámite de esta 
naturaleza y menos aún podría haber avocado conocimiento la Corte 
Interamericana porque no existe una causa que le haya sido promovida a 
través de la Comisión, existen casos, muy contados casos, por ejemplo, el caso 
de 19 comerciantes versus Colombia donde ocurrió una exoneración de ciertos 
actores y la cosa juzgada fue pretermitida  por la finalidad de que se 
persiguiera a quienes habían sido exonerados de manera poco transparente o 
procesalmente absurda, pero es un caso de ruptura de la cosa juzgada por 
razones de protección a las víctimas, ahora bien, si la víctima fue en el caso 
colombiano a través de la sentencia reparada y no hay impunidad, como es 
que con los mismos hechos se reabre una investigación en la jurisdicción del 
Ecuador, y además, se involucra a personas que no han sido mencionadas y 
que no tienen ningún tipo de determinación, ni de autoría, ni de 
coparticipación; en el caso del Ecuador hay que hacer un parteaguas entre la 
norma anterior al 2014 y la que estaba vigente para el momento de los hechos,  
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porque una cosa era la autoría intelectual en el sistema procesal penal 
ecuatoriano del 2012 y otra cosa es la que aplica en el 2014 con la reforma 
sobre el concepto de autoría mediata, si los hechos son del 2012 ¿Cómo es 
que a una persona como Pablo Romero la condenan por autoría  mediata? si la 
figura procesal de la autoría mediata es dos años posterior a la ocurrencia de 
los hechos en los que presuntamente tuvo un grado de determinación en 
calidad de autor mediato, se está aplicando retroactivamente la ley en este 
caso con fines de perjudicar y no dice la Constitución, y no dice todo lo que es 
la principia listica, la axiología jurídica del derecho penal que la interpretación 
es a favor del reo o que en caso de dudas se aplica la norma más favorable, 
cómo es que se aplica selectivamente una autoría mediática contra una 
persona que no estaba vigente dicho dispositivo jurídico dos años antes de la 
realización de los hechos, o es que, acaso, es una aplicación selectiva de un 
derecho penal de autor por ser quien es, por llamarse Pablo Romero y haber 
ocupado un cargo en un determinado órgano del Estado en un momento 
determinado, para un gobierno determinado, estaríamos entonces en 
presencia de un derecho penal de autor y eso desde luego la doctrina y la 
jurisprudencia a nivel continental y a nivel Universal de occidente me refiero, 
está proscrito este tipo de persecución por la persona a la que se le atribuye la 
presunta autoridad de un hecho, un tema que tengo que mirar y compartir 
con ustedes es el del fraus omnia corrumpit el fraude lo corrompe todo; no se 
puede de un acto jurídico extraer ninguna consecuencia para fundar un acto 
administrativo o una sentencia civil, menos aún, una condena penal ¿Y a que 
voy? Cuando la ilicitud de la conducta se observa, puede ser por el actor o 
puede ser por las pruebas, cuando hablamos de actores vemos que es una 
situación donde existen elementos como para aseverar que desde la Fiscalía 
sin la debida independencia o más bien con cierta colusión con algunos 
actores de la rama ejecutiva había una especie de entendimiento para que en 
función de unos determinados intereses de jueces designados para  casos a 
veces sin cumplir ningún tipo de regulación o procedimiento para su 
posicionamiento en el ejercicio de los cargos, esto llevarán a cabo esta 
investigación que conduce luego a una sentencia contra el señor Pablo Romero 
¿Pero cuál es el contexto? ¿En qué nivel intervienen actores del Estado que 
podrían dar lugar a actuaciones que tienen visos de ilicitud o quienes la 
ejecutan o sobre la base de ellos hablar de licitud de pruebas? Ustedes tienen 
una figura que se llama la autoría mediata desde el 2014 para quienes 
participen de esquemas organizados de poder criminal, qué es lo que llaman 
aparatos organizados de poder criminal artículo 42 literal d), y en el artículo 
42.2 está la figura de la autoría mediata, que quienes dan las ordenes son las 
que ejecutan, es decir, el hombre tras el telón, el hombre detrás del escritorio, 
quién da la orden, quién lleva a cabo esa planeación y quien instruye la 
ejecución de una determinada conducta. Pues bien, existen evidencias de que 
el Estado abre una investigación de manera infundada, porque no tiene 
competencia, violando el principio de territorialidad, pero además, en lugar de 
llevar un principio de colaboración por cooperación internacional con 
Colombia donde una de las personas procesadas luego en el Ecuador, tenía 
pendiente su participación en Colombia el Sr. Chicaiza, evidentemente abre un 
caso nuevo en Ecuador y hay testimonios de estas personas (una señora 
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Jéssica, un Sr. Chicaiza) que han manifestado que hubo actuaciones por parte 
de agentes muy relevantes del Estado, llámese estado juzgador, llámese el 
Estado que persigue, o llámese la rama judicial, en tal sentido, cuando 
conduce a unos principios de colaboración eficaz, que son unos acuerdos 
incumplidos según quienes declaran, para terminar señalando personas que 
no tuvieron participación en este tipo de hechos, ahí empieza a mostrarse esta 
cara de lo que podría ser un fraude procesal, donde quienes declaran el Sr. 
Luis Chicaiza, la Sra. Jéssica son víctimas de una manipulación desde el 
Estado en lo que ustedes como asambleístas pudieran analizar a la luz de lo 
que son los aparatos organizados del poder, que son los que conducen a veces 
a la instrumentalización del Estado con fines criminales, a esto también se le 
llama Estado criminal o Estado forajido, cuando desde la cúpula del Estado se 
instrumentalizan personas para que con sus declaraciones sirvan a una 
vendetta política usando el sacrosanto Ministerio de la Justicia, y este que es 
un principio del derecho romano, el fraus omnia corrumpit, si el fraude lo 
corrompe todo, las víctimas de estas manipulaciones, las víctimas de estos 
acuerdos incumplidos por un Estado que tenía una pretensión criminal siguen 
siendo víctimas, porque, a menos que puedan responder en la jurisdicción que 
les corresponda que en este caso es Colombia, pero en el caso ecuatoriano 
para los hechos que estamos hablando forma parte de una madeja 
absolutamente con fines transgresores de la legalidad, cuyas conductas 
terminan siendo viciadas, violatorias de derechos fundamentales y que no 
tenían un fin distinto que no fuese el de encarcelar al ex Secretario de 
Inteligencia y el de también golpear con un fin bastardo al Ex Presidente 
Rafael Correa, ahora bien, si esto es un macro tinglado, hay en materia de 
Derechos Humanos unos macro procesos donde se determina quiénes son los 
máximos responsables, y aquí, en la tarea del Estado ecuatoriano es enorme, 
porque estos son delitos que tiene gran connotación y cuando hablo de delitos 
es porque, miren ustedes, el Estatuto de Roma de la Corte Penal Internacional 
tiene una peculiaridad, si se revisa el artículo séptimo, hay un elemento 
caracterizador, en el literal e), donde los delitos de lesa humanidad, uno de 
ellos así sea contra una persona de privación ilegal de libertad, es decir, 
estamos en presencia de una ilegalidad por privación de libertad orquestada 
por un aparato de poder, que puso al Estado al servicio de una misión 
criminal para cortar cabezas a opositores políticos, para vengarse de alguna 
manera de los contrincantes políticos, evidentemente que el acto no solo es 
arbitrario, sino, transgresor de los derechos fundamentales, pero el Estatuto 
Romano es bien claro en catalogar este tipo de privación ilegal de la libertad 
como un delito de lesa humanidad y si es ejecutado por un aparato organizado 
de poder, bien puede el Ecuador a través de la jurisdicción especializada para 
los casos que sean de competencia de tribunales especiales por el fuero iniciar 
investigaciones por el delito de lesa humanidad, no es necesario con la Corte 
Penal Internacional, porque la norma procesal penal y el estatuto sustantivo 
penal del Ecuador permiten el juzgamiento, la investigación y la sanción de 
crímenes contra la humanidad y este delito de encarcelamiento ilegal, de 
persecución arbitraria es un delito de lesa humanidad. 
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Para culminar, quiero señalar que en el Ecuador existe una antinomia en este 
proceso de Pablo Romero, que es una contradicción insalvable, que solo el 
hecho de la misma contradicción, para que lo tengan en una condición de 
privada de libertad mientras se esclarece los hechos, y es que, una sentencia 
basada en pruebas obtenidas contrariamente al proceso es acto 
desproporcionado y arbitrario e injusto porque si no hay concierto para 
delinquir, si no hay concurso de delitos, que es como la justicia en la máxima 
instancia del juzgamiento que así lo señala y que investigue así por secuestro 
antes plagio. ¿Cómo es que investigue por secuestro lo que ya la jurisdicción 
colombiana ya sentenció?  
 
Ahora sí la investigación en el Ecuador y el juzgamiento es solo por el 
secuestro y están ante un tribunal incompetente ¿Cómo es que el Señor siga 
privado de libertad?  y cómo es que pudiera entonces preguntarse desde esta 
consideración técnica, hasta qué punto la exhortación de la Asamblea 
Nacional bien pudiera servir de un campanazo de alerta o de un faro de luz en 
el camino en esta condición de penumbra jurídica, en esta condición de 
tiniebla de legalidad que ha rodeado este caso y esa condición que ustedes 
tienen, invitar a examen de mecanismos constitucionales que puedan a través 
de acciones o pretensiones inmediatas hacer cesar a través de la autonomía de 
un poder judicial despojado de manipulaciones, de sesgos ideológicos, de 
mezquindades electorales de ocasión, revisar esta situación bien sea a través 
de Hábeas Corpus o de medidas cautelares urgentes e inmediatas que las 
puede liderar el parlamento ecuatoriano, y no es un conflicto de intereses, y 
no es para nada una vulneración al principio de separación de poderes, 
porque es que ustedes son representantes del pueblo y en tanto en cuanto 
una persona privada arbitrariamente de la libertad, bajo pretexto o con el 
amparo de pseudos formalismos jurídicos siga privado de libertad, allí ustedes 
como Asamblea entonces tendrían una tarea enorme no solo para 
encomendar, exhortar, sino, también para plantearse en el plano de la 
defensa, de la promoción, de la garantía y de la eficacia material de los 
derechos fundamentales, hasta qué punto guardar silencio, hasta qué punto 
cerrar los ojos, ante una condena injusta de una persona que sigue siendo 
ecuatoriano, ciudadano que tiene derechos, entonces el hábeas corpus podría 
ser una vía que con muchos argumentos complementarios que abogados y 
tratadistas tienen sobre este tema, bien pudiera ser objeto de un examen 
independiente acucioso, imparcial, independiente, autónomo y con un sentido 
de justicia material por parte de las jurisdicción ecuatoriana competente en 
materia de garantías constitucionales, pero si no fuese el caso, hay un 
mecanismo que son las medidas cautelares de la Comisión Interamericana, no 
se necesita haber agotado la jurisdicción interna para pedir medidas 
cautelares en la Comisión Interamericana,  incluso la sentencia puede estar 
siendo objeto de un recurso extraordinario de revisión, de un recurso 
extraordinario en casación en el caso de Pablo Romero y bien podría el 
afectado por la situación sus abogados incluso con el acompañamiento con el 
Parlamento o con un acuerdo Parlamentario pedirle que por carácter urgente a 
la Comisión Interamericana investigue, revise el asunto y bien puede en el 
momento dar la medida cautelar que conduzca a su liberación inmediata, 
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mientras la máxima instancia la justicia en Ecuador dirima el recurso que esté 
en este momento bajo examen, también se podría intentar una medida similar 
ante el Consejo de los Derechos Humanos de las Naciones Unidas, donde se 
puede hacer a través de queja y ellos tienen una competencia para evaluar a 
través de una sección especial el comportamiento de jueces y fiscales en 
materia de tutela judicial efectiva y de garantías procesales, cuando estas han 
sido vulneradas, hay distintas, hay diversas decisiones de este órgano de 
protección de derechos de las Naciones Unidas, donde determinan 
resoluciones, dictámenes que son sentencias de carácter protectivo, tutelar 
para que cese la continuidad, la vulneración de derechos fundamentales, que 
se estén dando en tiempo real o que se estén dando en situación de flagrancia 
y han aconsejado en el caso colombiano hay múltiples decisiones y entre ellas 
es de garantizar la doble instancia a las personas que con fuero antes eran 
juzgadas en la Corte Suprema de Justicia en la Sala Penal y se les negaba la 
posibilidad de la doble instancia o como llaman en Colombia el principio de 
doble conformidad, eso fue una decisión de las Naciones Unidas a través de su 
Órgano de protección de derechos que implicó la reforma de la Constitución y 
luego del sistema procesal penal colombiano. 
 
Estamos ante una situación que, si se analiza bien, bien podría ser para el 
Caso de Pablo Romero un muy probable caso de un delito de lesa humanidad 
en grado de ejecución continuada, es decir, en flagrancia porque sigue privado 
de libertad, y si la privación de libertad tiene una connotación de persecución 
con signos absolutamente extra jurídicos, o arbitrarios, ahí entonces 
estaríamos en los supuestos del artículo séptimo literal e) del Estatuto de 
Roma de la Corte Penal Internacional. 
 
Tener en cuenta que la dignidad humana es el plexo antropológico que hace 
que el Estado Social de Derecho y Estado Democrático Constitucional tenga 
sentido, debe ser invariablemente respetada, esa que determina la convivencia 
armónica. 
 
Es el plexo antropológico que hace que el estado social de derecho y el estado 
democrático constitucional tenga sentido invariablemente respetada dignidad 
de convivencia armónica del formalismo jurídico a veces las persecución y que 
tiene nombre de sentencias o de fallos o de decisiones de estas persecuciones 
de sus familias y para restablecimiento de un orden de convivencia donde la 
diferencia sea no solo exaltada y donde las minorías no solo sean respetadas, 
sino, que además la democracia funcional tenga en la justicia un gran soporte 
un gran pivote y una gran catapulta de esta dignidad humana que es 
realización y que haga de nosotros los hombres unos seres mucho más 
fraternos mucho más empáticos mucho más humanos. 
 

Ø Abogado Juan Carlos Salazar: 
 
La labor de la Asamblea fundamentalmente cuando maneja este tipo de 
procesos y cuando hace análisis de fiscalización respecto a un caso en 
concreto, es una caso en concreto, es una labor sumamente interesante y 
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sumamente compleja; concuerdo muchísimo con una apreciación que generó 
en un primer momento la asambleísta Marcela Holguín, y por qué digo que 
concuerdo muchísimo con lo que sostuvo al inicio de la sesión, frente a la 
ausencia de ciertas personas que han sido llamadas a la Comisión a aclarar 
ciertas puntualizaciones, no hay nada más difícil, no hay nada más incómodo, 
creo yo, no solo la función legislativa, sino para los ciudadanos en general que 
estamos pendientes de este trabajo, que las personas llamadas a responder no 
concurran porque existen situaciones graves, el hecho de que un ciudadano 
que en un momento dado representa o tiene vinculación con el Ejecutivo se 
acerque a otra persona que está siendo procesada penalmente y le requiera 
una suerte de cooperación eficaz con el objetivo de inculpar a un ex 
mandatario, pues realmente supone que los tentáculos de ser el caso, que los 
que los tentáculos directos de la política atrapan un proceso y se acaba no 
sólo con libertad de una persona, no sólo con la dignidad de una persona, sino 
también con el derecho de nosotros, como ciudadanos de poder elegir a quien 
queremos elegir o a quien quisiéramos elegir de las personas en una papeleta 
frente a una elección popular, porque hay que decir las como son, el proceso 
tuvo otro tipo de finalidades y otro tipo de connotaciones. 
 
Vamos al tema jurídico, analicemos el tema jurídico que lo intentaré hacer de 
la manera más didáctica, más simple. Tenemos nosotros un proceso 
instaurado en contra de Pablo Romero por un presunto secuestro a un 
activista político que era muy cercano al presidente Correa por allá por el 
2006, luego existe un resquebrajamiento de esa relación, este ciudadano huye 
hacia Colombia, según lo que sostiene las notas de prensa inclusive, y se dice 
que existen miembros policiales, entre ellos el ciudadano sentenciado el señor 
Raúl Chicaiza que viaja a Colombia hace dos intentos, en uno de sus intentos 
hay un secuestro, pero que este ciudadano secuestrado es liberado por una 
intervención policial colombiana inmediata, al cabo de poco tiempo, el 
ciudadano es deportado hacia el Ecuador y presentó una denuncia por allá 
por el año 2013, denuncia en el 2013 que recién es conocida en el 2018, al 
2013 teníamos un aparataje normativo específico, teníamos el Código de 
Procedimiento Penal y ese Código de Procedimiento Penal decía lo mismo que 
dice el Código Orgánico Integral Penal cuando hace referencia al hecho del 
tiempo de duración de una investigación previa que no puede ser de más de 
un año en delitos sancionados con hasta cinco años, dos años en delitos 
sancionados con más de cinco años ¿Qué sucedió durante todo ese tiempo, 
desde el 2013 que se presentó la denuncia hasta el 2018 que se hace un 
reconocimiento de denuncia? ¿Por qué ese proceso quedó abierto de esa 
manera? Una investigación previa no puede estar abierta durante tanto tiempo 
sin un reconocimiento de una denuncia, el Código de Procedimiento Penal que 
era el vigente al tiempo de la presentación de esta noticia críminis establecía 
que una investigación previa no puede durar más de un año en delitos 
sancionados con cinco y más de dos en delitos sancionados con más de cinco, 
se debía haber archivado ese expediente, si es que no existía un 
reconocimiento, si es que no generó frutos esa investigación, pero ¿qué es lo 
que pasó? y perdón que lo diga, me gusta ser frontal en las cosas que hago, 
me gusta ser categórico en lo que digo, llegamos al 2018 y creo que existía un 
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objetivo político y este proceso simplemente fue una herramienta para ese 
objetivo político y se instaura una causa, el número del 17721-2018-00012, y 
se instaura esa causa contra dos personas, contra el policía Chicaiza, contra 
la señora Falcón y otros individuos más, pero estas dos personas llegan a una 
cooperación eficaz entregan supuestamente información y esa información 
permite que estas dos personas sentenciadas a un año, nueve meses, 
veintidós días pero año, nueve meses, veintidós días, pero permite la 
vinculación hacia otros personeros vía autoría inmediata del señor Pablo 
Romero y del Ex presidente Rafael Correa Delgado.  
 
Yo discrepo conceptualmente con el doctor Caldera, la autoría mediata si 
estaba prevista en el Código Penal, no teníamos un nombre o no teníamos un 
subtítulo que diga autoría mediata, teníamos un artículo 42 que nos decía y se 
sostenía que existía la autoría y detallaba las formas y cuando detallaba las 
formas también hablaba de la posibilidad de la instigación o del Consejo, 
entonces ¿Quién era el instigador? Quién aconsejaba el cometimiento una 
infracción nomen iuris desde la perspectiva académica, autoría mediata, se 
consolidaba en una suerte de un solo autor, entonces el hecho de que no 
tengamos el nombre “autoría mediata” en el Código anterior en nada afecta; el 
problema va por otro lado, por la afectación de  non bis in ídem, voy a 
discrepar también con conceptualmente con el doctor Caldera, yo sí creo que 
este tipo de delitos admiten aplicaciones de extraterritorialidad, porque el 
artículo 14 del Código Orgánico Integral Penal es categórico, el artículo 14 nos 
dirá, palabras más palabras menos, no tengo el Código a la mano, pero nos 
dirá que las normas del Código Orgánico Integral Penal aplicarán a toda 
infracción cometida dentro del territorio nacional en el primer numeral, y en el 
segundo numeral nos dirá en infracciones cometidas fuera del territorio 
ecuatoriano en los siguientes términos y nos detalla cuales, el literal b) nos 
dice cuando la infracción penal es cometida en el extranjero contra una o 
varias personas ecuatorianas y no ha sido juzgada en el país que se cometió, 
este es el kit neurálgico del asunto, no el hecho de poder, acontecer o cometer 
una infracción a un ecuatoriano en el extranjero, sino, que ese asunto no haya 
sido juzgado en el extranjero, y de lo que tenemos en las noticias de prensa, de 
lo que hemos podido revisar y de lo que conocemos del caso en concreto, es 
que, sobre el presunto secuestro a este activista se instauró una causa en la 
república de Colombia y tuvo una resolución ¿Qué es lo que sucede entonces? 
Una de las garantías básicas del debido proceso es a no ser juzgado dos veces 
por una misma circunstancia  non bis in ídem no dos veces sobre lo mismo, si 
es que ese acontecer fue juzgado en la república de Colombia ya no podía ser 
juzgado en el Ecuador, no por el principio de territorialidad y 
extraterritorialidad, sino, por el principio de cosa juzgada formal  y material, 
estimados asambleístas y colegas, el debido proceso nace a través de la quinta 
enmienda Norteamericana y cuando se estructuraba esta quinta enmienda 
Norteamericana se buscaba establecer garantías mínimas básicas para que 
todo proceso sea justo, esa era la finalidad, entones, lo que busca el debido 
proceso es que tengamos elementos mínimos en los que todo enjuiciamiento 
judicial, administrativo, incluso entre particulares, tenga visos de justicia, y 
uno de esos elementos  es que no se puede reprochar una situación dos veces, 
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entonces es interesante revisar si efectivamente se juzgó o no se juzgó este 
acontecer en Colombia, si existen las identidades objetiva y subjetivas al 
respecto, y de ser así, mal podía este proceso ser analizado en el Ecuador, lo 
que deviene en una flagrante violación a los derechos constitucionales e 
incluso una responsabilidad del Estado si los intervinientes en el conflicto 
pueden realizar un reclamo con derecho de repetición sí, pero el daño ya está 
hecho, ese es el gran inconveniente. 
 
Es necesario topar algunos aspectos que considero interesantes, la 
cooperación eficaz, es un esquema o una técnica investigativa especial que es 
importantísima en el mundo moderno  al menos para desestructurar 
organizaciones delincuenciales, porque tomo a uno o a dos, busco que sean 
los delatores, que me entreguen información y que frente a esa información se 
logre desarticular a toda esa organización o logre una finalidad jurídica 
judicial no política, y hace un momento la asambleísta Marcela Holguín nos 
proyecta una delación del delator y dice me tocó decirlo, me tocó hablar de esa 
manera, porque si no lo hacía me iba nueve años, es decir, ¿A caso se forzó 
una delación? ¿A caso esa delación fue verdadera? ¿A caso podemos construir 
un proceso penal acusatorio en contra del señor Pablo Romero y del 
presidente Rafael Correa a través de la delación espuria en las que existieron 
manipulaciones totalmente protervas, a decir del ciudadano Chicaiza? Me 
dolería muchísimo como ciudadano si eso es así, y es muy importante que la 
Asamblea tome una posición y tome un criterio. 
 
Independiente de esa distribución de funciones que tiene un Estado 
contemporáneo vamos a necesitar este juego de pesos y contrapesos, y claro, 
lo que haga la Asamblea no tiene por qué incidir en lo que haga la justicia 
ordinaria, pero creo que es importante algo, existe de lo que he podido revisar, 
no tengo vinculación alguna con el señor Pablo Romero, pero de lo que he 
podido revisar en el SATJE, veo que está pendiente el recurso de casación del 
señor Pablo Romero, y creo que existe un poder neutro del Estado que no debe 
responder a intereses políticos, porque el día que ese poder neutro responda a 
intereses políticos, usted señor presidente, ustedes señores asambleístas, 
todos estamos en riesgo, porque no vamos a tener una administración de 
justicia que permita entregar a cada quien lo que le corresponde y 
efectivamente determinar si es que estamos o no ante aconteceres de voluntad 
que merecen reproche de antijuricidad y por tanto merecen la imposición de 
una pena, tanto es así el asunto del señor Pablo Romero, fue procesado en la 
causa denominada “Caminito”, dentro de esa causa se justificó que la labor 
del señor Romero era totalmente irrelevante para la norma penal porque en 
ese proceso de peculado por el supuesto desvío de dineros en esa operación de 
inteligencia, por voto de mayoría el señor Pablo Romero fue absuelto, al igual 
que los otros coprocesados y se determinó una ausencia de conducta 
penalmente relevante, en palabras simples, no se justificó la existencia de un 
delito, sino, que se determinó que el manejo de esos dineros públicos fueron 
realizados de manera correcta, entonces, el proceso del señor Pablo Romero, la 
extradición del señor Pablo Romero, el tema de esta estructuración por plagio 
agravado, tuvo más que una finalidad jurídica, judicial, tuvo una finalidad de 
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golpear estructuras gubernamentales pasadas con finalidades netamente 
políticas, es mi pensar como ciudadano, y ponerle en una suerte de off side al 
presidente Rafael Correa y de esta manera no tenerlo como un adversario 
político, si es que eso es así, nos duele la administración de justicia, eso no 
puede pasar, aspiro y espero que esta causa sea esclarecida, hay un recurso 
de casación pendiente que tendrá que fundamentarlo, está estructurada la 
sala, está pendiente la convocatoria a audiencia, si no estoy mal, ya lleva ocho 
o nueve meses de estar en esa instancia procesal, lo cual no deja de ser 
alarmante, porque una causa en casación no puede demorar tanto tiempo, 
uno de los principios que pondera un debido proceso es justamente la 
celeridad procesal y aspiro que dentro de ese recurso de casación exista una 
suerte de veeduría ciudadana a fin de que se pueda tutelar una justicia legal y 
como ciudadanos tener confianza en las estructuras estatales, insisto también 
en generar una preocupación en aquellas personas y ex funcionarios que 
fueron llamados a intervenir en esta Comisión no hayan concurrido en estos 
temas que son muy interesantes que deben ser debatidos y esclarecidos frente 
a una comisión que busca esa transparencia y esa participación de la 
ciudadanía y fundamentalmente un control ante el ejercicio del poder público.  
 

Ø Pablo Romero: 
 

Relata los acontecimientos en torno al inicio de la acusación de secuestro en 
contra de Rafael Correa y de su persona, momentos en que tenía el estatus de 
refugiado en España. 
 
Expuso su versión de los hechos. Recordó que está privado de su libertad 
desde el 17 de febrero de 2020 y que fue inculpado sin un debido proceso, ya 
que el secuestro a Fernando Balda se habría efectuado después de dejar el 
servicio en la SENAIN. 
 
Indica que el 21 de febrero de 2020 fue extraditado al país, "producto de un 
complot político". Destaca que nunca tuvo una relación de amistad con el 
expresidente Rafael Correa. 
 
Con relación a la intervención de Santiago Cuesta con su abogado, Enrique 
Santiago Romero indicó que nunca estuvo de acuerdo con la propuesta para 
que se inculpe a Rafael Correa, ya que no lo había conocido personalmente, ni 
llegó a tener contacto alguno con él, por lo tanto, no podía culparle de algo que 
no le constaba y que tampoco se inculparía él mismo porque nunca participó 
en los hechos. 
 
Dijo que se enteró por los medios de comunicación, en España, que sería 
procesado por el caso, pero que nunca recibió una notificación oficial, a pesar 
de haber registrado correctamente su información de residencia en ese país. 
 
Recalcó que tampoco tuvo relación con Luis Chicaiza, cooperador eficaz en el 
caso, porque pertenecía a otra dependencia pública, como es la Dirección 
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Nacional de Inteligencia, que tiene otra estructura y es autónoma, pues no se 
vinculaba al SENAIN. 
 
 

5. BASE LEGAL PARA REALIZAR EL INFORME 
 

 
En cuanto al principio de legalidad la Constitución de la República del 
Ecuador, establece: 
 

“Art. 226.- Las instituciones del Estado, sus organismos, dependencias, 
las servidoras o servidores públicos y las personas que actúen en virtud 
de una potestad estatal ejercerán solamente las competencias y 
facultades que les sean atribuidas en la Constitución y la ley. Tendrán el 
deber de coordinar acciones para el cumplimiento de sus fines y hacer 
efectivo el goce y ejercicio de los derechos reconocidos en la Constitución.” 

 
En referencia a la Asamblea Nacional, la Constitución de la República 
del Ecuador, prescribe: 

 
“Art. 120.- La Asamblea Nacional tendrá las siguientes atribuciones y 
deberes, además de las que determine la ley: 
 
(…) 9. Fiscalizar los actos de las funciones Ejecutiva, Electoral y de 
Transparencia y Control Social, y los otros órganos del poder público, y 
requerir a las servidoras y servidores públicos las informaciones que 
considere necesarias. (…) ” 
 
“Art. 125.- Para el cumplimiento de sus atribuciones, la Asamblea 
Nacional integrará comisiones especializadas permanentes, en las que 
participarán todos sus miembros. La ley determinará el número, 
conformación y competencias de cada una de ellas.” 
 
“Art. 126.- Para el cumplimiento de sus labores la Asamblea Nacional se 
regirá por la ley correspondiente y su reglamento interno. (…) ” 
 

La Ley Orgánica de la Función Legislativa dispone: 
 
“Art. 9.- Funciones y Atribuciones.- La Asamblea Nacional cumplirá las 
atribuciones previstas en la Constitución de la República, la Ley y las 
siguientes: 
 
(...) 9. Fiscalizar los actos de las funciones Ejecutiva, Electoral y de 
Transparencia y Control Social y los otros órganos del poder público; (…)” 
 
“Art. 6.- Órganos.- Son órganos de la Asamblea Nacional: 
 
(…) 4. Las Comisiones Especializadas; (…) ” 
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“Art. 26.- Funciones de las comisiones especializadas permanentes. - Son 
funciones de las comisiones especializadas permanentes, de acuerdo con 
el ámbito de sus competencias, las siguientes: 
 
(…) 3. Recibir, analizar, procesar y tramitar las peticiones de fiscalización 
y control político a las funciones Ejecutiva, Electoral y de Transparencia y 
Control Social, y a los otros órganos del poder público, y requerir a las 
servidoras y servidores públicos su comparecencia y/o la información 
que consideren necesaria, bajo criterios de especialidad y prevalencia 
legislativa. Cuando una comisión legislativa prevenga el conocimiento de 
un proceso de fiscalización y control político ninguna otra comisión podrá 
requerir la comparecencia de autoridades o servidores sobre la misma 
materia o asunto; 

 
Sobre el procedimiento documental y de fiscalización a los funcionarios 
públicos previstos en el artículo 131 de la Constitución de la República, la Ley 
Orgánica de la Función Legislativa prevé: 

 
“Art. 75.- Información.- Las y los asambleístas directamente o las 
comisiones especializadas tienen la facultad de requerir información o 
comparecencias a las y los funcionarios detallados en los artículos 120 
numeral 9, 225 y 131 de la Constitución de la República, de conformidad 
con esta Ley.  
En caso de que, en un plazo de diez días, las y los funcionarios no 
entreguen la información solicitada o la entreguen de forma incompleta, el 
asambleísta requirente pondrá en conocimiento de la Presidenta o del 
Presidente de la Asamblea Nacional dicho incumplimiento, a fin de que el 
Consejo de Administración Legislativa, en el plazo máximo de cinco días 
remita la documentación relacionada con el mismo, a una de las 
comisiones especializadas según su temática. Si el pedido de información 
fue realizado por una comisión, procederá directamente conforme al 
artículo siguiente.  
Las y los asambleístas entregarán, de manera mensual, todas las 
solicitudes de información con sus respectivas respuestas y la 
documentación que se acompañe a la Secretaría General de la Asamblea 
Nacional para que la registre y mantenga un respaldo magnético, a fin de 
que otros asambleístas puedan acceder a ella o para que la funcionaría o 
el funcionario público pueda remitirse a ella en caso de que cualquier otro 
u otra asambleísta la solicite. Se difundirá los pedidos de información en 
el portal web, así como el listado mensual de instituciones y funcionarios 
que no hayan cumplido con la obligación de entregar la información 
dentro del plazo requerido.” 
 
 

6. ANÁLISIS Y RAZONAMIENTO 
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6.1.- FUNCIONES DE PABLO ROMERO COMO SECRETARIO DE 
INTELIGENCIA 
 
Pablo Romero fue nombrado como Secretario de Inteligencia en mayo del año 
2012, culminando su gestión en el 2014. Durante ese periodo, poco antes que 
asuma la Secretaría de inteligencia, se determina que existió en primera parte 
una operación de inteligencia policial denominada “Guayacán”, que consistió 
en el levantamiento de información en contra de políticos que 
presumiblemente mantenían ideologías contrarias a las del gobierno de esa 
época. 
 
De aquello, el servidor policial en servicio pasivo de la Dirección General de la 
Inteligencia, Raúl Chicaiza levanta reporte de entrevista con el ciudadano 
ecuatoriano Fernando Balda, en la ciudad de Medellín, Colombia. 
 
Según la Fiscalía de Colombia, el ex sargento de la Policía de Ecuador, Luis 
Raúl Chicaiza, en servicio activo, asistió en mayo de 2012 a una reunión de la 
Fundación del ex Presidente Álvaro Uribe, realizada en el Hotel Las Lomas, en 
Rionegro (Antioquia, Colombia) aduciendo pertenecer a una ONG ecuatoriana 
vinculada a la oposición al gobierno de Rafael Correa. A la reunión asistieron 
el propio Uribe, otros integrantes de su Fundación y el ecuatoriano Fernando 
Balda, quien aparentemente había llevado a Chicaiza a la reunión. 
 
Después de la reunión descrita en el párrafo precedente, se deriva la solicitud 
formal de aperturar una segunda operación de inteligencia, con el fin de 
levantar información reservada relacionada con hechos de presunta venta de 
equipos de espionaje y hackeo de contenido de políticos ecuatorianos, que fue 
ofertado por parte del señor Fernando Balda a Raúl Chicaiza. Con lo cual se 
apertura la operación “Balón”. 
 
Cabe indicar que, conforme los vademécums de trabajo y reportes de 
operaciones, la operación “Guayacán” fue iniciada antes que Pablo Romero 
ocupe el cargo de Secretario de Inteligencia, es decir que cuando él asume el 
puesto, la operación ya se encontraba en curso. 
 
Asimismo, la segunda operación, “Balón”, derivada de “Guayacán”, Pablo 
Romero simplemente, en su calidad de Secretario de Inteligencia, no podía 
oponerse a la ejecución de la misma por cuanto eran parte de las 
competencias de la Secretaría de Inteligencia, prever riesgos o focos de riesgos 
que puedan afectar a la seguridad pública, además, hasta ese momento la 
segunda operación era legal, encontrándose en el marco de la ley. 
 
En este punto es necesario recalcar que, según lo detallado en sesión de 
comisión Nro. 2021-2022-181, en el proceso Nro. 17721- 2018 – 00012 consta 
que existen cheques que son, según el Informe del Oficial Carlos Fernando 
Aguirre Cuello-Director Financiero de la DGI, firmados por este Director 
Financiero, girados a nombre del Señor Chicaiza y cobrados por él, por lo cual 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 35 

aquí se hace una aclaración; La SENAIN es una institución con su propia 
estructura, con su propio departamento financiero, propio personal etc., y 
obviamente su propia chequera, por lo cual esos valores consignados para las 
operaciones en cuestión evidentemente no fueron ni aprobados, ni girados por 
la Secretaría de Inteligencia. 

 
6.2.- DEBIDO PROCESO 
 
La historia de humanidad se ha desenvuelto en medio de la contradicción 
entre el derecho a la libertad y el poder. En cuanto al ámbito de los derechos 
de las personas esta situación ha sido objeto de intensas batallas libradas por 
los ciudadanos para limitar ese poder, a veces abusivo o arbitrario del Estado 
sobre todo en el ámbito del juzgamiento de las personas. Bastaría recordar la 
etapa de la inquisición y de las torturas realizadas en nombre de la ley para 
alcanzar la confesión de un procesado. En esta etapa el juez tenía un poder 
omnímodo y el imputado no era más que un objeto del proceso. 
 
Las mismas luces que iluminaron el espacio entre los ciudadanos y el Estado 
fueron las que irradiaron sobre la relación entre los ciudadanos y la 
administración de justicia. La constitucionalización de los principios, derechos 
y garantías del hombre ante el poder penal del Estado, lo cual constituye el 
arma principal que evita la concentración del poder y quizás la única que lo 
limita de manera real y efectiva. 
 
La única forma de evitar, al menos en lo posible, los abusos del Estado, es 
garantizando que el orden constitucional y legal contenga las normas jurídicas 
necesarias para poder exigir el cumplimiento de éstas ante las cortes u 
órganos jurisdiccionales.  
 
En el moderno proceso penal existe una lucha por limitar el poder arbitrario 
del juez, abriendo espacios de libertad y garantías para las partes, llámense 
éstas, víctimas, acusadores, acusados, imputados o procesados. En todos los 
ordenamientos jurídicos se tiene como base fundamental la dignidad de la 
persona, con sus correspondientes garantías penales y procesales; se separan 
las funciones de investigar, acusar y de juzgar. 
 
El justiciable se encuentra ahora no frente a un poder inquisidor monolítico, 
sino en relación con un poder dividido, en órganos y funciones, que 
interactúan y se controlan recíprocamente. El fiscal, el juez y el defensor 
tienen bien delimitadas sus funciones y cada cual posee su rol dentro del 
proceso penal, a diferencia de aquellos momentos en que coincidían en una 
misma persona las funciones investigativas, acusadoras y juzgadoras. 
 
En cuanto a la importancia del Derecho Constitucional para el proceso, se ha 
expresado que el Derecho Procesal es Derecho Constitucional aplicado no solo 
porque puede considerarse como ejecución de la ley fundamental sino porque 
la administración o impartición de justicia, como indistintamente se le 
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denomina en la región, es una función del Estado, que éste ejerce bajo la 
forma de monopolio. El Derecho Constitucional en Ecuador, sin dudas, se 
encuentra materializado en todos los procesos. 
 
Esta función jurisdiccional que el Estado ejerce trae consigo el deber de 
impartir justicia y concede a los ciudadanos el derecho a que se les garantice 
esa justicia, lo que constituye el fundamento de la existencia del Derecho 
Procesal como forma de hacer efectivo el derecho material o sustantivo. Para 
cumplir con este deber, el Estado crea los órganos jurisdiccionales que 
permitan el acceso a ella, y establece las leyes de procedimiento, que no 
pueden tener otro objeto que establecer la verdad de los hechos, a través de 
medios lícitos y en virtud de la aplicación del derecho en cada caso concreto 
 
Con estos antecedentes, el debido proceso en el ámbito penal constituye un 
conjunto de principios, derechos y garantías encaminados, 
fundamentalmente, a que el procesado pueda desarrollar adecuadamente su 
derecho de defensa frente al poder punitivo del Estado. Aun cuando el debido 
proceso se extiende a cualquier materia de Derecho. 
 
La Constitución de 2008 de la República del Ecuador consagró el debido 
proceso como derecho fundamental de las personas y en tal sentido, en 
materia penal, las autoridades que el Estado ha encargado de solucionar los 
conflictos o asuntos litigiosos y específicamente aquellos funcionarios a 
quienes se les encomiendan las funciones de investigar, acusar y juzgar las 
posibles infracciones penales, se encuentran obligados a cumplir las reglas 
procesales previstas, es decir, a regirse por un procedimiento previamente 
establecido. En estos procedimientos vigentes se regulan las garantías de 
defensa, contradicción, contar con el tiempo y con los medios adecuados para 
la preparación de su defensa, el derecho a ser escuchado, acogerse al silencio, 
el derecho a que las pruebas se practiquen directamente ante los jueces, a 
conocer las razones de su detención y la persona que la ordenó, entre otras. 
 
La Constitución como ley de leyes o norma rectora dentro del ordenamiento 
jurídico impone que todas las normas que rijan en el seno de la sociedad se 
encuentren en correspondencia con los principios constitucionales, situación 
que, por supuesto, alcanza al Derecho Penal. Cuando se analiza el orden 
constitucional y procesal en el Ecuador, se aprecia la intención del legislador 
de respetar los derechos de las personas a un juicio justo. 
 
Arturo Hoyos prefiere hablar de la institución del debido proceso. Así, dice que 
es ¨una institución instrumental en virtud de la cual debe asegurarse a las 
partes en todo proceso – legalmente establecido y que se desarrolle sin 
dilaciones justificadas – oportunidad razonable de ser oídas por un tribunal 
competente, predeterminado por la ley, independiente e imparcial, de 
pronunciarse respecto de las pretensiones y manifestaciones de la parte 
contraria, de aportar pruebas lícitas relacionadas con el objeto del proceso y de 
contradecir las aportadas por la contraparte, de hacer uso de los medios de 
impugnación consagrados por la ley contra resoluciones judiciales motivadas y 
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conformes a derecho, de tal manera que las personas puedan defender 
efectivamente sus derechos¨. (Hoyos, A. 2009. pág. 54) 
  
Por otra parte, Mario Madrid-Malo Garizábal, precisa: ¨Es debido aquel proceso 
que satisface todos los requerimientos, condiciones y exigencias necesarias para 
garantizar la efectividad del derecho material. Se le llama debido porque se le 
debe a toda persona como parte de las cosas justas y exigibles que tiene por su 
propia subjetividad jurídica”. (Madrid-Malo, M. 1997. pág. 146) 
 
Desde la perspectiva estrictamente penal, Madrid-Malo cita a Fernando 
Velásquez en los siguientes términos: ¨…El debido proceso es todo ese conjunto 
de garantías que protegen al ciudadano sometido al proceso penal, que se 
aseguran a lo largo del mismo una recta, pronta y cumplida administración de 
justicia; que le aseguran la libertad y la seguridad jurídica, la racionalidad y la 
fundamentación de las resoluciones judiciales conforme a derecho¨. (Madrid-
Malo, M. 1997. pág. 51) 
 
El debido proceso -que no tiene un contenido únicamente procesal penal y 
penal – ha sido incorporado en la legislación constitucional europea y 
latinoamericana. Y, lo que, es más, el debido proceso ha sido recogido como 
parte de convenios internacionales. Así, en la Declaración Universal de los 
Derechos del Hombre, suscrita el 10 de diciembre de 1948, en el artículo 10 se 
señala: ¨Toda persona tiene derecho, en condiciones de plena igualdad, a ser 
oída públicamente y con justicia por un tribunal independiente e imparcial, 
para la determinación de sus derechos y obligaciones o para el examen de 
cualquier acusación contra ella en materia penal¨. 
 
También consta recogido en el artículo 14 párrafo 1ro. del Pacto Internacional 
de Derechos Civiles y políticos, aprobado por las Naciones Unidas el 16 de 
diciembre de 1966.  
 
Asimismo, en la Convención Americana sobre Derechos Humanos, suscrita en 
Costa Rica el 22 de noviembre de 1969, en el artículo 8 menciona: 
 

“1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y 
dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, 
independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley, en la 
substanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para 
la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, 
fiscal o de cualquier otro carácter; 
 
2. Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su 
inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el 
proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes 
garantías mínimas: 
 
a) Derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o 
interprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; 
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b) Comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada; 
c) Concesión al inculpado del tiempo personalmente o de ser asistido por un 
defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su 
defensor; d) Derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor 
proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, 
si el inculpado no se defendiere por sí mismo no nombrare dentro del plazo 
establecido por la ley; e) Derecho irrenunciable de ser asistido por un 
defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación 
interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor 
dentro del plazo establecido por la ley; f) Derecho a no ser obligado a 
declarar contra sí mismo ni a declararse culpable; y, g) Derecho a recurrir 
del fallo ante juez o tribunal superior.” 

 
Otros intentos de limitar el abuso de poder quedaron reflejados a partir de 
varios momentos históricos del desarrollo de la humanidad que conllevaron a 
que se aprobaran diversas normas que se harían universales como la 
Declaración de los derechos del hombre y del ciudadano, 1789. En estas 
compilaciones se consagran los principios de dignidad, legalidad y 
culpabilidad como directrices del sistema punitivo y fuentes de donde emanan 
muchos otros postulados básicos. 
 
La Declaración de Principios del Proyecto de Código Penal Tipo 
Latinoamericano de 1963 unido a las normas jurídicas de carácter penal 
respaldadas por los preceptos constitucionales de los países de América Latina 
representan algunos de los esfuerzos de los pueblos por estipular los 
principios y garantías del procesado en el orden normativo. Entre estos se 
encuentran los que consagran la legalidad, lesividad, debido proceso legal, 
juez natural, así como la favorabilidad, la igualdad, la no discriminación, la 
non bis in ídem, la prohibición de la tortura, la prohibición de la confesión 
como medio de prueba, todos los que integran el debido proceso penal. 
 
Dentro de los principios más relevantes del Derecho Penal que han sido 
reflejados en los textos legales latinoamericanos se destacan el de legalidad, 
igualdad, contradicción, mínima intervención, concentración, inmediación, 
duda a favor del reo, no autoincriminación, tutela judicial efectiva, 
favorabilidad, non bis in ídem, sin embargo, otros como el de correlación 
imputación-sentencia, congruencia recursiva, iura novit curia no se 
encuentran constitucionalizados, y muchos de ellos, tampoco son regulados 
en los códigos procesales. 
 
 
El concepto del debido proceso envuelve comprensivamente el desarrollo 
progresivo de prácticamente todos los derechos fundamentales de carácter 
procesal o instrumental, como conjuntos de garantías de los derechos de goce 
–cuyo disfrute satisface inmediatamente las necesidades o intereses del ser 
humano–, es decir, de los medios tendientes a asegurar su vigencia y eficacia.  
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Reynaldo Bustamante Alarcón sostiene que: “La dimensión material del debido 
proceso exige que todos los actos de poder sean normas jurídicas, actos 
administrativos o resoluciones judiciales, inclusive, sean justos, es decir, que 
sean razonables y respetuosos de los valores superiores, de los derechos 
fundamentales y de los demás bienes jurídicos constitucionalmente protegidos, 
a tal punto que su inobservancia debe ser sancionada con la inaplicación de 
aquel acto o con su invalidez. De ese modo, un acto será considerado arbitrario, 
y por tanto lesivo del derecho fundamental a un debido proceso sustantivo, si no 
se sujeta a parámetros de razonabilidad; es decir, si su fin no es lícito –en tanto 
vulnera un derecho o un bien jurídico de mayor jerarquía que el que pretenden 
protegerse– y los medios para alcanzarlo no son proporcionales –en tanto no 
respetan los principios de adecuación, necesidad y proporcionalidad en estricto–
” (Bustamante, 2002). 
 
De allí que las leyes y, en general, las normas y los actos de autoridad 
requieran para su validez, no sólo haber sido promulgados por órganos 
competentes y procedimientos debidos, sino también pasar la revisión de 
fondo por su concordancia con las normas, principios y valores supremos de 
la Constitución (formal y material), como son los de orden, paz, seguridad, 
justicia, libertad, etc., que se configuran como patrones de razonabilidad. Es 
decir, que una norma o acto público o privado sólo es válido cuando, además 
de su conformidad formal con la Constitución, esté razonablemente fundado y 
justificado conforme a la ideología constitucional. De esta manera se procura, 
no sólo que la ley no sea irracional, arbitraria o caprichosa, sino además que 
los medios seleccionados tengan una relación real y sustancial con su objeto. 
 
El jurista español Gonzalo Pero lo define como: “aquel proceso que reúna las 
garantías ineludibles para que la tutela jurisdiccional sea efectiva, empezando 
por las garantías del juez natural.” Aquí aparece el debido proceso ligado a la 
tutela judicial efectiva que también posee un carácter integrador de otros 
principios. (Pero, G. 2013, pág. 123). 
 
Aníbal Quiroga León, ofrece un concepto de debido proceso, en un primer 
momento señala que “el debido proceso legal en el Derecho Procesal 
contemporáneo es el relativo a lograr y preservar la igualdad.” En esta 
definición sólo hace alusión a un elemento del debido proceso, lo cual es 
insuficiente para comprender su verdadero alcance, pero más adelante agrega:  
 
El debido proceso legal es, pues, un concepto moderno íntimamente referido a 
la validez y legitimidad de un proceso judicial. A través del debido proceso 
legal podemos hallar ciertos mínimos procesales que nos permiten asegurar 
que el proceso como instrumento sirve adecuadamente para su objetivo y 
finalidad. (Quiroga, A. 2013, pág. 47) 
 
Pero definir al debido proceso solamente desde la esfera jurídica constituye 
una limitación que puede alejar otros componentes imprescindibles para 
construir un concepto. Debido proceso es, proceso justo, adecuado a derecho, 
conforme a un procedimiento, desarrollado ante un juez imparcial y además 
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de estos y otros aspectos de orden jurídico y técnico es un derecho humano 
que tiene toda persona de acceder ante un órgano imparcial y obtener de él un 
fallo justo, a ser tratado como ser humano, de modo que además de los 
aspectos procesales y constitucionales contiene un valor axiológico que 
pudiera encontrarse dentro del propio espíritu de las leyes.  
 
Por su parte Marcelo Bernardi sostiene que: “el debido proceso es una garantía 
y un derecho fundamental de todos los justiciables que les permitirá, una vez 
ejercitado el derecho de acción efectivamente, acceder a un proceso que reúna 
los requisitos mínimos que lleven a la autoridad encargada de resolverlo a 
pronunciarse de manera justa, equitativa e imparcial”. (Bernardi, M. pág. 138). 
De esta manera el proceso sería el medio que le proporciona y asegura al 
justiciable el acceso a la justicia y la obtención de los órganos competentes, de 
un fallo justo y adecuado a derecho. 
 
El debido proceso incluye el derecho a ser juzgado en un juicio penal, a ser 
oportunamente escuchado por un juez imparcial que no ejerza presiones sobre 
el imputado; a través de un procedimiento en el que la calidad de la prueba de 
cargo debe acreditar la culpabilidad más allá de toda duda razonable; sin 
utilizar confesiones no voluntarias o testimonios que se consideren falsos, a 
ser notificado y, en general, a recibir toda la protección que requiere asegurar 
un juicio correcto. La impugnación o el derecho al recurso conforman también 
el debido proceso pues garantiza que la persona enjuiciada tenga la 
oportunidad de someter a un órgano superior la decisión adoptada en su 
contra. 
 
En resumen, el concepto del debido proceso, a partir de la jurisprudencia 
constitucional de los Estados Unidos, se ha desarrollado en los tres grandes 
sentidos descritos:  
 
a) el del debido proceso legal, adjetivo o formal, entendido como reserva de ley 
y conformidad con ella en la materia procesal; b) el del debido proceso 
constitucional o debido proceso a secas, como procedimiento judicial justo, 
todavía adjetivo o formal procesal; y c) el del debido proceso sustantivo o 
principio de razonabilidad, entendido como la concordancia de todas las leyes 
y normas de cualquier categoría o contenido y de los actos de autoridades con 
las normas, principios y valores del Derecho de la Constitución. 
 
El ius puniendi estatal puede ser catalogado como el más violento que se 
pueda utilizar por la función pública y es por esa razón que la ley se encarga 
de prever todas las alternativas posibles para proteger a los ciudadanos en el 
proceso penal. Por una parte, la ley concede al Estado la posibilidad de 
instituir delitos y penas y conceder la facultad para sancionar; y por otra, 
prevé un conjunto de normas para proteger al inculpado de los posibles 
excesos en que pudiera incurrir el Estado en el ejercicio de sus funciones. 
 
En Ecuador, la Constitución consagra en los artículos 75, 76 y 77, diversos 
derechos y garantías: el acceso a la justicia, a la tutela efectiva de los 
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derechos, el debido proceso en general, el debido proceso en materia penal, 
entre otros que representan la voluntad estatal de proteger al más débil dentro 
del proceso penal. 
 
Desde la doctrina penal se considera que la primera manifestación de los 
principios, apotegmas o axiomas que integran el debido proceso correspondió 
a César Bonesana, Marqués de Beccaria en su obra jurídica “De los Delitos y 
las Penas”, en la que, por primera vez, se plantearon una serie de principios 
que fueron base para el Derecho Penal actual. En realidad, fueron muy 
revolucionarios para su época los planteamientos de Becaria en tanto 
criticaban la pena, se fundaban en la educación como medio para evitar el 
delito, criticaban la tortura y proclamaban la igualdad. (Beccaria, M. 1764). 
 
Caso específico. En el caso específico, existen varias alertas sobre presuntas 
vulneraciones del derecho al debido proceso que inicia desde la fase de 
extradición y continúa en el desarrollo del proceso penal contra el señor Pablo 
Romero.  
 
Proceso de extradición. Al respecto, es importante mencionar que el 
ciudadano Pablo Romero fue extraditado a la República del Ecuador desde el 
Reino de España el 21 de febrero del año 2020. La solicitud formal de 
extradición, fue presentada por la Presidenta de la Corte Nacional de Justicia 
el 5 de julio de 2018, concedida en primera instancia por las autoridades de 
España el 14 de enero de 2019, posteriormente Pablo Romero Quezada 
interpuso en España un recurso de súplica, sin embargo, el 21 de febrero 
2020 fue extraditado al Ecuador con una solicitud de medida cautelar: prisión 
preventiva, no con un auto de llamamiento a juicio, tampoco con una 
sentencia ejecutoriada, lo que denota en una clara persecución política y 
coacción por parte del Estado ecuatoriano para que Pablo Romero se 
autoincriminara e incriminara al expresidente Rafael Correa del cometimiento 
de un delito: secuestro del ciudadano Fernando Balda. 
 
El principio de jurisdiccionalidad o de juez natural es uno de los principios 
básicos de la extradición y refiere que: 
 

La persona requerida sólo podrá ser juzgada por el juez natural del caso y 
no por tribunales de excepción.  
 

La Corte Interamericana de Derechos Humanos, en relación con este 
principio, señala que: (…) Constituye un principio básico relativo a la 
independencia de la judicatura que toda persona tiene derecho a ser 
juzgada por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a 
procedimientos legalmente establecidos. El Estado no debe crear 
tribunales que no apliquen normas procesales debidamente 
establecidas para sustituir la jurisdicción que corresponda 
normalmente a los tribunales ordinarios (…) – Caso Lori Berenson 
Mejía Vs. Perú. Sentencia de 25 de noviembre 2004. 
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En virtud de lo anterior, es posible colegir que, el principio de 
jurisdiccionalidad, comporta la obligación para el Estado Requirente de 
asegurar que, en ningún caso, el extraditado será puesto a disposición de 
un tribunal de excepción, ni juzgado por autoridades administrativas, ni 
mucho menos por jueces instituidos con posterioridad a la comisión del 
hecho. De esta forma, la persona extraditada solo podrá ser procesada y 
juzgada por el juez competente o natural, con la observancia del debido 
proceso legal.  
 

Es preciso mencionar que este principio en materia penal se extiende a las 
autoridades que intervienen en la integralidad del proceso, y una de las partes 
es la Fiscalía General del Estado. El Fiscal General del Estado Subrogante que 
actuó en los impulsos iniciales del pre proceso penal -inicio de la indagación 
previa penal- fue le Sr. Paúl Pérez Reina, quien no fue una autoridad 
competente para llevar a cabo la titularidad de la Fiscalía General del Estado 
pues ejerció el cargo de forma ilegal, inconstitucional e ilegítima al ser 
encargado por un órgano incompetente en materia penal, como fue el Consejo 
de Participación Ciudadana y Control Social Transitorio que irrespetó los 
procedimientos legalmente establecidos para la designación de la autoridad 
subrogante de la titular de la Fiscalía General del Estado. Este hecho 
gravísimo ha incidido en el ejercicio de los derechos humamos de Pablo 
Romero.  
 
En palabras de la defensa técnica del Sr. Pablo Romero, el proceso de 
extradición tuvo un particular avance e impulso desde el gobierno 
ecuatoriano, que, extralimitándose, gestionó cada etapa de manera expedita, 
como en ningún otro caso, es así que con una medida cautelar de carácter 
personal y provisional, lograron requerir y trasladar a Pablo Romero al 
Ecuador. En el marco de las comparecencias en esta Comisión tanto el Dr. 
Santiago Cuesta y Dr. Stalin Oviedo han resaltado que Pablo Romero gozaba 
del derecho a la presunción de su inocencia y que una solicitud de prisión 
preventiva no era una suficiente para extraditarlo, recordando que los 
Tratados Internacionales sobre extradición obligan al estado requirente actuar 
bajo el debido proceso y respetar las normas previas establecidas para el 
efecto.  
 
Todo estuvo concertado a tal punto que, el día de su detención en España un 
medio de comunicación ecuatoriano estuvo cubriendo el evento en vivo y en 
directo, afectando directamente el derecho a la intimidad y honra del señor 
Pablo Romero. 
 
En Ecuador, generalmente la extradición ha operado cuando ha existido un 
auto de prisión preventiva en firme dictada en la etapa de juicio y no en la 
etapa de investigación. En la etapa de investigación o sumario el auto de prisión 
preventiva es revocable, no es en firme, y por ello no, cabe la extradición, en 
tanto que, en la etapa del juicio de reproche o culpabilidad, que es la etapa del 
plenario, el auto de prisión es en firme y procede la extracción. Cuando se dicta 
un auto resolutorio de llamamiento a juicio (o de plenario) el mismo tiene como 
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antecedente, la comprobación conforme a derecho de la existencia del delito, y 
la existencia de indicios que permiten presumir razonablemente un actuar 
culpable de parte de quienes son llamados a juicio.1 
 
Proceso penal 
 
Denuncia 2013. De la comparecencia en la sesión No. 167 de 11 de enero 
2023 a esta Comisión, el Dr. Galo Chiriboga, ex Fiscal General del Estado 
informó que el durante su periodo al frente de la institución (julio 2011- mayo 
2017): recibió el tres de abril del año dos mil trece una carta con un sello o un 
membrete de Fernando Marcelo Balda Flores, asambleísta nacional del 
Ecuador, entre paréntesis (A) en el que relata en esa carta los hechos que 
ocurrieron en la República Colombia concretamente en las cercanías de la 
capital de ese país, la ciudad de Bogotá, formulada contra el señor Raúl 
Chicaiza Fuentes, también contra un señor Jorge Armando Méndez de 
nacionalidad ecuatoriana, también de una señora que dice él se hacía llamar 
Nicole Betancourt y además de unas declaraciones que había hecho el señor 
Diego Vallejo, asesor del Ministerio del Interior del Ecuador en el diario El 
Universo sobre la participación de unos individuos que responden a los nombres 
de Francisco Javier Piñeiros Albuja ecuatoriano también, Juan Carlos Piñeiros 
Albuja y que estos habrían actuado por orden del Ministro del Interior de esa 
época, preciso que en la demanda no constaba el nombre de Pablo Romero.  
 
El señor fiscal Marco Schettini (quien por sorteo conoció la denuncia) para 
asegurarse la competencia de la República del Ecuador en el conocimiento de 
esta infracción cometida fuera de su territorio solicitó una asistencia penal a la 
República de Colombia, en la que, mediante oficio del doctor Schettini del 
dieciséis de junio del dos mil quince, le solicitó a la dirección de asuntos 
internacionales remitiera esta solicitud que básicamente tenía como objetivo, 
obtener de las autoridades colombianas ¿Sí había una situación investigativa en 
la que la República de Colombia había avocado conocimiento? Esa asistencia 
penal llegó y en esa asistencia se conoció que en la República de Colombia 
efectivamente se había cometido esta infracción por personas vinculadas a esta 
infracción en la que del relato que se hace de la información que llega de 
Colombia, el señor Balda fue retenido en las cercanías de Bogotá y aprehendido 
por un grupo de personas, por aproximadamente cuarenta minutos, eso es lo 
que relató la asistencia penal. Pero adicionalmente la asistencia penal también 
nos hizo llegar la cooperación internacional, la sentencia, una sentencia que se 
había dado en la República de Panamá contra las personas que resultaron 
imputadas de la comisión de este delito. 
 
Sobre estos mismos hechos en el 2012 Fernando Balda ha presentado en la 
República de Colombia una denuncia, Fiscalía General de la Nación de 
Colombia abrió la investigación sobre estos hechos bajo el código de 
investigación 110016000023201208390 ordenando a policía realizar 

 
1 Zambrano, A.(2001) Debido proceso y extradición.  
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intervenciones de campo con labores de vecindario tendientes a establecer los 
presuntos responsables, esta causa fue resuelta con una sentencia 
condenatoria, por cual los hechos fueron conocidos por autoridad competente 
en el territorio mismo en el que fueron perpetrados. 
 
Reconocimiento de firma 2018. El Dr. Galo Chiriboga, indicó que en varias 
ocasiones fue llamado a rendir versión el ciudadano Fernando Balda, sin 
embargo, cinco años después, ya en el año dos mil dieciocho en enero cuándo 
estaba ya en el ejercicio de la función el doctor Carlos Baca Mancheno rindió 
versión y en enero de 2018 también reconoció la firma de la denuncia que había 
presentado en el 2013.  
 
En este sentido es importante resaltar la comparecencia del Dr. Juan Carlos 
Salazar, en el marco de la sesión No. 181 del 25 de febrero 2023 en la que 
respecto a este hecho, detalló: al 2013 teníamos un aparataje normativo 
específico: Código de Procedimiento Penal que era el vigente al tiempo de la 
presentación de esta noticia críminis establecía que una investigación previa no 
puede durar más de un año en delitos sancionados con 5 y más de 2 en delitos 
sancionados con más de 5, se debía haber archivado ese expediente, si es que 
no existía un reconocimiento, si es que no generó frutos esa investigación, pero 
¿qué es lo que pasó? (…) llegamos al 2018 y creo que existía un objetivo político 
y este proceso simplemente fue una herramienta para ese objetivo político y se 
instaura una causa, el número del 17721-2018-00012 contra 2 personas, el 
policía Chicaiza, contra la señora Falcón y otros individuos más, pero estas 2 
personas llegan a una cooperación eficaz entregan supuestamente información 
y esa información permite que estas 2 personas sentenciadas a un año, 9 
meses, 22 días pero año, 9 meses, 22 días, pero permite la vinculación hacia 
otros personeros vía autoría inmediata del señor Pablo Romero y del Ex 
presidente Rafael Correa Delgado.   
 
Prescripción de la acción penal. Esta información ha sido contrastada por 
esta Comisión, al respecto el Código Penal vigente al momento de los hechos, 
determinaba:  

Art. 101.- Toda acción penal prescribe en el tiempo y con las condiciones que 
la Ley señala.  
 
En el ejercicio del derecho que la prescripción establece, se observarán las 
reglas que siguen: 
 
Tanto en los delitos de acción pública como en los delitos de acción privada 
se distinguirá ante todo si, cometido el delito, se ha iniciado o no 
enjuiciamiento.  
 
A excepción de los casos de imprescriptibilidad de las acciones y de las 
penas previstas en el último inciso del número 2 del artículo 23 y en el 
segundo inciso del artículo 121 de la Constitución Política de la República, 
en los demás delitos reprimidos con reclusión, cuyo ejercicio de acción es 
pública, de no haber enjuiciamiento, la acción para perseguirlos prescribirá 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 45 

en diez años; tratándose de delitos reprimidos con reclusión mayor especial, 
la acción para proseguirlos prescribirá en quince años. Tratándose de 
delitos reprimidos con prisión, la acción para perseguirlos prescribirá en 
cinco años. El tiempo se contará a partir de la fecha en que la infracción fue 
perpetrada.  
 
En los mismos delitos de acción pública, de haber enjuiciamiento iniciado 
antes de que aquellos plazos se cumplan, la acción para continuar la causa 
prescribirá en los mismos plazos, contados desde la fecha del autocabeza 
de proceso.  
 
Si el indicado se presentare voluntariamente a la justicia en el plazo máximo 
de seis meses posteriores al inicio de la instrucción, los respectivos plazos 
se reducirán a diez años en los delitos reprimidos con reclusión mayor 
especial; a ocho años en los demás delitos reprimidos con reclusión; y, a 
cuatro años en los delitos reprimidos con prisión. En estos casos, los plazos 
se contarán desde la fecha del inicio de la instrucción. No surtirá efecto está 
regla en caso de reincidencia.  
 
En los delitos de acción privada, la acción para perseguirlos prescribirá en el 
plazo de ciento ochenta días, contados desde que la infracción fue cometida. 

  
 
Fernando Balda en su denuncia hizo referencia al hecho delictivo cometido en 
Colombia el 13 de agosto del 2012, aproximadamente a las 21H00 en la 
ciudad de Bogotá– Colombia. En Colombia a las personas acusadas de ser las 
autoras materiales del hecho delictivo se les condenó por ser autoras del delito 
de secuestro simple tipificado y sancionado en el Art. 169 del Código Penal 
Colombiano. Es importante ratificar que a la época del presunto cometimiento 
del delito el cuerpo normativo vigente era el Código Penal, y éste tipificaba 
como delito el plagio, en el Art. 188 y sancionado en el Art. 189. 
 
Art. 188.- El delito del plagio se comete apoderándose de otra persona por medio 
de violencias, amenazas, seducción o engaño, sea para venderla o ponerla 
contra su voluntad al servicio de otra, o para obtener cualquier utilidad, o para 
obligarla a pagar rescate o entregar una cosa mueble, o extender, entregar o 
firmar un documento que surta o pueda surtir efectos jurídicos, o para obligarla 
a que haga u omita hacer algo, o para obligar a un tercero a que ejecute uno de 
los actos indicados tendiente a la liberación del plagiado. 
 
Art. 189.- El plagio será reprimido con las penas que se indican en los números 
siguientes: 
1.- Con prisión de seis meses a dos años, si la víctima es devuelta a su libertad 
espontáneamente por el plagiario, antes de iniciarse procedimiento judicial, sin 
haber sufrido malos tratos, ni realizándose ninguno de los actos condicionantes 
determinados en el artículo anterior. 
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De la descripción de los hechos denunciados por Fernando Balda, se conoce 
que estuvo privado de la libertad por el lapso de 40 minutos, que luego sus 
captores voluntariamente lo liberaron, entonces el hecho criminal se 
encasillaría en el tipo penal y pena establecidos en el numeral 1 del Art. 189 
del Código Penal, sancionado con pena de privativa de libertad de 6 meses a 2 
años. Más según dispone el Art. 101 del Código Penal, los delitos sancionados 
con pena privativa de libertad de menos de 5 años, sin que se haya iniciado 
proceso penal alguno, el derecho para perseguirlos prescribe en 5 años. 
 
En el caso, si el hecho ocurre el 13 de agosto de 2022, el 13 de agosto de 2017 
se habría cumplido 5 años habiendo por tanto en esta fecha ocurrido la 
prescripción de la acción para perseguir este delito. 
 
Vinculación al proceso 17721-2018-00012. 
 
-Falta de notificación. La vinculación del Sr. Pablo Romero al proceso NO. 
17721-2018-00012 fue el 31 de mayo de 2018 sin embargo, no fue notificado 
en legal y debida forma respetando el derecho al debido proceso que incluye la 
garantía básica del derecho a la defensa, consagrado en el artículo 76, 
numeral 7 literales a), b) de la Constitución de la República del Ecuador, aún 
cuando el ese entonces Fiscal General Encargado conocía que el ciudadano 
Romero residía en el Reino de España, tal y como se evidencia del extracto del 
acta resumen de la audiencia, tomada del sistema de consultas de la función 
judicial que refiere:  
 

En cuanto al procesado Pablo Romero Quezada del certificado de 
movimientos migratorios, que obra en el expediente, se desprende 
que él se encuentra fuera del país, consta en el registro de salida del 
país el 29/05/2017 y no consta retorno a Ecuador, no existe ningún 
documento que justifique que él hay retornado al Ecuador. Una infracción 
sancionada con pena privativa de libertad superior a un año. Por lo 
expuesto solicito a usted se sirva dictar la prisión preventiva, establecida 
en el artículo 534 del Código Orgánico Integral Penal. Y además con 
relación al ex Secretario de Inteligencia señor Pablo Romero Quezada, 
solicito se sirva oficiar a la Interpol para que de conformidad con el 
Estatuto de Interpol así como también con el Reglamento de Interpol Sobre 
tratamiento de Datos se proceda a su inmediata localización del 
procesado, por tratarse de una vinculación, solicita que el plazo se 
extienda por treinta días más, desde el 18 de junio fecha en la que 
culminaría el plazo inicial que solicito por parte de Fiscalía que fueron de 
noventa días. Hasta aquí la intervención de la Fiscalía2 (énfasis fuera del 
texto) 

 
Del expediente remitido con Oficio No. 281-P-CNJ-2023 por la Corte Nacional 
de Justicia a esta Comisión, se evidencia que no existe notificación alguna a 

 
2 http://consultas.funcionjudicial.gob.ec/informacionjudicial/public/informacion.jsf 
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Pablo Romero Quezada en su ciudad de residencia: Madrid, tampoco existen 
notificaciones telemáticas. Esto se corrobora con la participación del Dr. Stalin 
Oviedo en la sesión No. 176 de esta Comisión en la que indicó: no figuraba aún 
como abogado, sin embargo, Pablo no estaba notificado, no estaba siendo 
notificado, entonces a él tenían que haberle notificado en España, conocían 
plenamente que él vivía en España, y la notificación para efectos del COIP 
puede ser por medios telemáticos, pues primero no hubo una notificación, 
simplemente anunciaron en la prensa que existía esta formulación de cargos 
dentro del caso Balda, eso es indefensión, yo sin ninguna procuración ese día 
concurrí y referí a esto, a lo que uno de los abogados de la contraparte, indicó 
tenía razón. 
 
Además, el mismo ciudadano Pablo Romero en sesión No. 181 expuso que se 
enteró por los medios de comunicación, en España, que sería procesado por el 
caso, pero que nunca recibió una notificación oficial, a pesar de haber 
registrado correctamente su información de residencia en España. 

Estas consideraciones hacen notar una presunta vulneración al derecho a la 
defensa del ciudadano Pablo Romero al no contar con el tiempo para su 
defensa y no poder participar en la primera etapa procesal con un abogado de 
su confianza.  

Derecho a ser juzgado por autoridad competente (art. 76, numeral 3, 7, 
literal k CRE) 
 
El artículo 75 de la Constitución del Ecuador reconoce el derecho de toda 
persona al acceso gratuito a la justicia y a la tutela efectiva, imparcial y 
expedita señalando que ningún caso quedará en indefención. Además, el 
debido proceso interpone una regla clara: ser juzgado por una autoridad 
independiente, imparcial y competente, en materia penal y por la 
participación del órgano persecutor, se entiende como autoridad competente: 
Fiscalía y jueces de distintas etapas procesales.  
 
Sobre la competencia de Paúl Pérez Reina como Fiscal General de la 
Nación (encargado). La audiencia de vinculación, en general, todo el proceso 
penal debe contar con la participación de una persona que ostente 
legítimamente la calidad de Fiscal de la República, de conformidad con el 
artículo 195 de la Constitución: La Fiscalía dirigirá, de oficio o a petición de 
parte, la investigación pre procesal y procesal penal; durante el proceso ejercerá 
la acción pública con sujeción a los principios de oportunidad y mínima 
intervención penal, con especial atención al interés público y a los derechos de 
las víctimas. De hallar mérito acusará a los presuntos infractores ante el juez 
competente, e impulsará la acusación en la sustanciación del juicio penal. 
 
 
Así también lo establece el artículo 411 del Código Orgánico Integral Penal 
cuando refiere a la titularidad de la acción penal pública. No puede haber 
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acción penal pública sin la imputación, sin la acusación, del Fiscal 
legítimamente designado.  
 
De conformidad con lo expuesto en la sesión 181 por la Asambleísta Pamela 
Aguirre y remitido a través del Memorando No. AN-AZPA-2023-0044-M a esta 
Comisión, la designación del señor Paúl Pérez Reina como Fiscal General de la 
Nación (encargado), inició el 2 de mayo de 2018 a través de la Resolución No. 
PLE-CPCCS-T-O-023-02-05-2018 suscrita por el presidente del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social Transitorio (CPCCS-T), Julio César 
Trujillo, que en el artículo único resuelve el Pleno del Consejo:  

 

El CPCCS-T sin tener la facultad para designar al Fiscal General encargado, 
cometió esta ilegalidad, nombrando a alguien que no era fiscal ni contaba con 
el mejor puntaje para asumir ese cargo, de acuerdo con los registros del 
Consejo de la Judicatura, además el CPCCS-T tampoco podía posesionar al 
Fiscal General del Estado, pues esa competencia es privativa de la Asamblea 
Nacional del Ecuador, contemplada en el artículo 120, numeral 11 de la 
Constitución que indica: La Asamblea Nacional tendrá las siguientes 
atribuciones y deberes, además de las que determine la ley: 11. Posesionar a 
la máxima autoridad de la Procuraduría General del Estado, Contraloría 
General del Estado, Fiscalía General del Estado, Defensoría del Pueblo, 
Defensoría Pública, Superintendencias, y a los miembros del Consejo Nacional 
Electoral, del Consejo de la Judicatura y del Consejo de Participación 
Ciudadana y Control Social. 

El Consejo de la Judicatura nombrado por el CPCCS-T, a través de la 
Resolución No. 038A – 2018 de 24 de julio de 2018, remitida de forma 
certificada por el Consejo de la Judicatura mediante Oficio No. CJ-DG-2022-
1973-OF, detalla en su artículo 1.- Da por terminado el periodo para el que 
fue designada Fiscal General del Estado Subrogante la doctora Thania Rosa 
Moreno Romero asumiendo que ejerció el cargo de Fiscal General del Estado 
Subrogante durante el periodo para el que fue designado el doctor Carlos 
Bladimir Baca Mancheno; artículo 2:  
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Esta disposición especifica que las funciones del señor Paúl Pérez Reina 
iniciarán el mismo día que el Fiscal General del Estado TITULAR asuma sus 
funciones, hecho que nunca sucedió hasta el 8 de abril 2019 con la 
designación de la Fiscal titular Diana Salazar.  

Por lo cual durante mayo 2018 a abril 2019 no existió un Fiscal General 
titular y las actuaciones del señor Pérez Reina deberán ser analizadas por los 
órganos jurisdiccionales competentes, en lo que respecta a la Comisión y en el 
marco de las competencias de la misma, se ha podido determinar la falta de 
transparencia en el accionar de la Fiscalía General del Estado en el caso que 
versa sobre derechos del ciudadano Pablo Romero Quezada, pues la misma 
Fiscalía General del Estado ha certificado a través del Oficio No. FGE-DSP-
2022-007446-O que remite el Memorando No. FGE-CGGR-DTH-2022-04770-
M:  

 

Adicionalmente, a través de Memorando No. AN-SG-2022-3450-M de fecha 13 
de octubre 2022, suscrito por el secretario general de la Asamblea Nacional, 
certifica que: 
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En consecuencia, el Fiscal Paúl Pérez Reina, no fue posesionado legalmente 
ante la Asamblea Nacional, el Consejo de Participación Ciudadana y Control 
Social Transitorio no tuvo la capacidad legal para hacerlo y se inició la 
instrucción fiscal con una autoridad que no fue la competente para 
impulsarla, tampoco existe la figura de Fiscal “encargado”. 

Lo cual ha sido reconocido por el Dr. Fausto Murillo, presidente del Consejo de 
la Judicatura en la comparecencia de la sesión No. 167 del 11 de enero 2023 
ante esta Comisión en la que indicó que: necesariamente el fiscal debe ser 
posesionado para que ejerza su cargo, tal y como nosotros hemos sido 
debidamente posesionados ante la Asamblea Nacional.  

En el mismo sentido, el Dr. Vicente Peralta en el marco de la sesión de 
Comisión No. 181, recalcó: En el tema concreto, en el juicio del señor Romero 
vemos cómo esta búsqueda del personaje ideal, en un caso penal como es la 
determinación del fiscal, tuvo una serie de episodios muy lamentables en el 
sentido de que las normas para designar al Fiscal Subrogante ya estaban 
establecidas, sin embargo, en ese tiempo, en el año 2018, el 3 de mayo del 
2018 es posesionado el doctor Raúl Pérez Reina como Fiscal General Encargado 
por parte del Consejo Transitorio, que si bien es cierto, podría cesar a los 
fiscales, el fiscal actuante Dr. Baca Mancheno fue cesado producto de un juicio 
político, pero el titular sin embargo del Consejo Transitorio le encargó 
vulnerando todas las disposiciones respecto a quién debía ser el Fiscal General 
Subrogante, la doctora Tania Moreno había sido designada Fiscal General 
Subrogante de conformidad con los procedimientos establecidos para este 
efecto, sin embargo, el Consejo de la Judicatura de esa época en el año 2018, el 
24 de julio del 2018 la cesaron sin dar argumento alguno, y así porque sí, se 
termina los periodos, se determina quién va a ser el Fiscal Subrogante, se 
encarga los despachos de los titulares sin cumplir las mínimas exigencias de la 
norma constitucional como la posesión ante la Asamblea Nacional y vemos en 
este caso, por ejemplo que hay dos posesiones el 3 de mayo del 2018 y el 24 de 
julio del 2018, es decir, mediando cerca de dos meses hay dos posesiones, 
entonces, qué seguridad jurídica vamos a tener los ciudadanos respecto de que 
los órganos de administración de justicia actúen con la legitimidad y la 
legalidad que les ampara en cada una de sus actuaciones, entonces, solo quería 
apuntar siguiendo que el encargo de las funciones tenía alguna ausencia 
temporal o definitiva, pero de tal manera que eso se hizo tabla raza y se buscó a 
la persona adecuada para que cumpla los fines que ya hemos visto; e inclusive, 
ni siquiera han guardado las formas jurídicas porque hemos visto aberraciones 
jurídicas sin nombre respecto de la afectación de todas estas instituciones del 
derecho, del derecho penal, del debido proceso, de la administración de justicia 
y también siguiendo la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos que es el cimiento de la democracia para vivir una verdadera 
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democracia y han sido afectadas por estas actuaciones extralimitadas en un 
afán de creerse que son más que el ordenamiento jurídico, casi emperadores con 
mandatos y estas decisiones que eran superiores a la propia constitución 
equiparando a procesos constituyentes originarios. 

Todo aquello ha evidenciado en esta Comisión Especializada Permanente de 
Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social la falta de 
transparencia en el actuar del señor Paúl Pérez Reina en calidad de Fiscal 
General del Estado (Encargado) durante el periodo del 3 de mayo 2018 hasta 
el 19 de noviembre 2018, corroborado a través de la Resolución No. PLE-
CPCCS-T-O-023-02-05-2018 del CPCCS-T, Resolución No. 038A – 2018 del 
Consejo de la Judicatura, Oficio No. FGE-DSP-2022-007446-O suscrito por la 
Fiscal Diana Salazar y Memorando No. AN-SG-2022-3450-M de la Asamblea 
Nacional.  

Jueces encargados en las etapas procesales.  
 
El debido proceso no es sólo el que ofrece las grandes líneas o principios del 
proceso penal, también es aquel que contiene todas las proyecciones 
necesarias para evitar que la autoridad afecte o lesione la libertad, la 
propiedad, y en general, los derechos individuales del ciudadano. El derecho al 
debido proceso es el que tiene toda persona a la recta administración de 
justicia, a un proceso justo; en el que no haya negación o quebrantamiento de 
los derechos que cada uno tenga jurídicamente atribuido o asignado. 
 
Es debido aquel proceso que se desarrolla bajo los principios de igualdad entre 
las partes, en el que se cumplen los requerimientos de ley para alcanzar una 
sentencia justa y adecuada a Derecho, en el que se respetan las garantías 
individuales ante el poder punitivo del Estado. El proceso en el que la justicia 
se imparte de forma pronta y cumplida, en el que se cumplen los plazos para 
el dictado de las resoluciones, en el que se ofrecen las oportunidades 
recursivas, se realizan las notificaciones, existe un juez predeterminado, que 
asegura la libertad, la seguridad jurídica, se motivan las resoluciones e impera 
todo el conjunto de principios que la doctrina y la normativa ha estimado 
como los más progresistas de la época. (Durán Chávez, C. Fuentes Águila, M. 
2021) 
 
El debido proceso exige que sea un órgano imparcial. Esta es una condición 
definida ordinariamente por la ausencia de vínculos con uno de los extremos 
de la confrontación. 
 
Esta exigencia se limita a la ausencia de vínculos personales con el caso en sí 
o con sus protagonistas, que es el primero y más elemental de los niveles 
posibles. Pueden sin embargo presentarse ciertas formas de vinculación entre 
el órgano de decisión y el caso, cuya presencia no se considere formalmente 
como uno de los factores que resta imparcialidad. 
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No ocurre lo mismo con la definición acerca de si la ausencia de afinidad 
ideológica debe exigirse o no como condición de existencia de la imparcialidad. 
Es innegable que, al juzgar cierto tipo de conflictos, particularmente aquellos 
en los que la solución depende de la definición de un valor abstracto, la 
ideología tiene incidencia definitiva. Ser más liberal, en el sentido amplio del 
término, o más conservador, influye indudablemente en la valoración de las 
acciones; pero hay dos razones de gran peso que obligan a concluir que en 
estos casos no está en discusión la imparcialidad del órgano encargado de 
administrar el conflicto. En primer término, excluir a alguien del ejercicio de 
cualquier tarea pública o descalificarlo por su forma de pensar, contraviene 
otro principio constitucional básico. En segundo lugar, la exclusión en estos 
casos no constituye solución, porque aceptarla significaría simplemente optar 
por la tesis contraria. 
 
Toda persona tendrá derecho a acceder a los órganos judiciales y a obtener de 
ellos la tutela efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, sin 
que en caso alguno quede en indefensión. 
 
La legalidad del juez se vincula con la idea de un juez con jurisdicción, 
cuya aptitud para participar en el proceso se determina con los distintos 
factores de competencia. “El principio del juez legal, su designación previa, 
es una de las normas básicas de un procedimiento judicial digno del hombre. 
Se hace justicia al caso, cuando los ordenamientos procesales han sido fijados 
previa y previamente han sido instituidas las personas” (Ramírez, M. 2005). 
 
Este principio procesal se ha entendido como el derecho a un juez 
preconstituido por la ley procesal para el conocimiento de determinado 
asunto. El maestro Luigi Ferrajoli concibe el juez natural como una garantía 
por la que se protege el régimen de competencias, entendiendo por 
competencia la medida de la jurisdicción de que cada juez es titular. Sostiene 
Ferrajoli que dicho principio “[...] impone que sea la ley la que predetermine 
tales criterios de forma rígida y vinculante, de modo que resulte excluida 
cualquier elección ex post factum del juez o tribunal a quien le sean confiadas 
las causas”. El jurista italiano considera que dicho principio se manifiesta en 
las siguientes tres realidades:  
a) la necesidad de un juez preconstituido por la ley: (b) la inderogabilidad y la 
indisponibilidad de la competencia; y finalmente, c) la prohibición de jueces 
extraordinarios y especiales. 
 
Anota que dichas manifestaciones del principio referido se relacionan 
estrechamente con los principios de imparcialidad e igualdad, al estar 
dirigidas a impedir intervenciones instrumentales de carácter individual o 
general sobre la formación del juez, y para satisfacer los derechos de todos a 
tener los mismos jueces y los mismos procesos. (Ferrajoli, L. 2008) 
 
La imparcialidad del juzgador se concibe como uno de los principios 
fundamentales para la obtención del derecho justo. Este principio exige que el 
tercero director y supra ordenado juez o equivalente jurisdiccional participe de 
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los intereses comunes de los sujetos procesales, lo que se asegura por medio 
de la objetividad correspondiente a esta participación recíproca.  
 
La imparcialidad exige que el juez se abstenga de dirigir un proceso y tomar 
una decisión en el mismo cuando falte la ajenidad, como lo precisa Ferrajoli. 
Sólo desde la imparcialidad es posible asegurar que la igualdad de las partes 
esté presente en el desarrollo del proceso. El juez juzga en nombre del pueblo 
y no de la mayoría, contando con la confianza de los sujetos concretos que 
juzga Ferrajoli afirma que el juez no debe tener interés personal, ni público o 
institucional. (Ferrajoli, L. 2008). 
 
La imparcialidad expresa una exigencia referente a la toma en cuenta del 
punto de vista de todas las personas que participan en los procedimientos en 
los que se adoptan decisiones que puedan afectarlos. Se advierte de esta 
forma, que todos estos participantes, aceptan de antemano la dirección 
imparcial asumida por el juez, quien ha de acudir a razones generales, 
enunciables públicamente, y defendible públicamente. (Ferrajoli, L. 2008) 
 
Por otro lado, la independencia judicial, significa que las instrucciones 
emitidas por el titular de la función jurisdiccional se vinculan exclusivamente 
con el ordenamiento jurídico, y no en los criterios de grupos de presión, o en 
las pautas dadas por los poderes económicos, ni en los conceptos proferidos 
por los demás órganos del poder público o jueces superiores. Dicho principio 
se garantiza con los sistemas de nombramiento, permanencia y remoción; 
asegura, desde un autogobierno no dependiente de otros entes estatales que la 
potestad jurisdiccional se ejerza sin presiones de ninguna índole.  
 
El principio de la independencia se desdobla en dos aristas una externa y otra 
interna. Desde el punto de vista exterior la independencia de la función 
judicial ejercida por jueces singulares y colectivos se afirma con la no 
intromisión de poderes externos a ella, los que no pueden interferir en la 
actividad decisoria, por ejemplo, los jueces no deben atender en sus decisiones 
las instrucciones emanadas del poder ejecutivo, ni tampoco órdenes o 
consejos generados desde el órgano legislativo. En cuanto a la independencia 
interna, se debe asegurar la autonomía del juicio, no admitiendo interferencia 
de jerarquías internas dentro la propia organización judicial. El juez resuelve 
con apoyo en el sistema de fuentes, aunque es importante vincular la 
independencia interna con el principio de igualdad. Cada vez cobra mayor 
importancia el precedente judicial como límite en la tarea de aplicación y de 
interpretación. El juez debe actuar conforme al imperio de lo normativo, pero 
su actuación no puede sacrificar el principio de igualdad como en los casos del 
respeto que se debe a una decisión proferida por un alto tribunal cuya función 
sea unificar la jurisprudencia nacional. 
 
La jurisprudencia dentro de la Sentencia No. 740-12-EP/20 de la Corte 
Constitucional del Ecuador sobre las Garantías propias e impropias del 
derecho al debido proceso, ha cualificado a las reglas constitucionales del 
debido proceso en reglas propias e impropias, precisión que permite controlar 
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la protección del debido proceso como principio en una de sus garantías 
típicas; aunque no nos dice nada sobre cómo aplicar esta distinción en las 
reglas constitucionales de garantías atípicas. Siendo propias, aquellas que 
configuran por sí solas supuestos de violación del derecho al debido proceso 
como principio. Las impropias, no configuran por sí solas supuestos de 
violación del derecho al debido proceso como principio, siendo necesario que 
se remitan a las reglas de trámite legal; para su vulneración deben concurrir 
dos requisitos: 1) la violación de alguna regla de trámite; y 2) que la primera 
involucre socavamiento del principio del debido proceso (párr. 26 a 28). 
Diciendo que: 

  
26. El derecho al debido proceso y sus garantías se prevén en el artículo 
76 de la Constitución. Sobre el referido derecho esta Corte, en su 
sentencia No. 546-12- EP/20, ha manifestado lo siguiente:  
 
23.1. El derecho al debido proceso es un principio constitucional que está 
rodeado de una serie de reglas constitucionales de garantía (art. 76 de la 
Constitución y sus numerales; por ejemplo, la garantía de no ser juzgado 
ni sancionado por un acto u omisión que, al momento de cometerse, no 
esté tipificado en la ley como infracción penal; o la garantía de, en caso 
de conflicto entre dos leyes de la misma materia que contemplen 
sanciones diferentes para un mismo hecho, se aplique la menos rigurosa, 
aun cuando su promulgación sea posterior a la infracción.)  
 
23.2. Si bien el derecho al debido proceso es el principio que fundamenta 
las mencionadas reglas de garantía, la suma de estas no agota el 
alcance de aquel derecho. Así, los casos de violación de las señaladas 
garantías no son los únicos supuestos de vulneración del derecho al 
debido proceso.  
23.3. La legislación procesal está llamada a configurar el ejercicio del 
derecho al debido proceso y de sus garantías en el marco de los distintos 
tipos de procedimiento, a través de un conjunto de reglas de trámite.  
 
23.4. No siempre la violación de estas reglas de trámite involucra la 
vulneración del principio al debido proceso. Es decir, no siempre aquellas 
violaciones legales tienen relevancia constitucional. Para que eso ocurra, 
es preciso que, en el caso concreto, además de haberse violado la ley 
procesal, se haya socavado el derecho al debido proceso en cuanto 
principio, es decir, el valor constitucional de que los intereses de una 
persona sean juzgados a través de un procedimiento que asegure, tanto 
como sea posible, un resultado conforme a Derecho. Lo que, de manera 
general, ocurre cuando se transgreden las reglas constitucionales de 
garantía antes aludidas.  
 
23.5. Por otro lado, para que la vulneración del derecho al debido proceso 
se produzca no es condición necesaria que se haya violado una regla de 
trámite de rango legal, pues bien puede haber situaciones de vulneración 
atípicas. 
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27. Además de las “reglas constitucionales de garantía” mencionadas en 
la cita reciente, a las que podemos llamar garantías propias y que se 
ejemplifica con la prohibición de que una persona sea interrogada sin la 
presencia de su abogado defensor , el artículo 76 de la Constitución 
contiene también las que podemos denominar garantías impropias: las 
que no configuran por sí solas supuestos de violación del derecho al 
debido proceso (entendido como principio), sino que contienen una 
remisión a reglas de trámite previstas en la legislación procesal. Las 
garantías impropias tienen una característica en común: su vulneración 
tiene, básicamente, dos requisitos: (i) la violación de alguna regla de 
trámite y (ii) el consecuente socavamiento del principio del debido 
proceso.  
 
28. El cargo del accionante alega la vulneración de dos garantías 
fundamentales, la garantía de cumplimiento de normas y derechos de las 
partes (art. 76.1) y la garantía a ser juzgado con observancia del trámite 
propio de cada procedimiento (art. 76.3). Puesto que ambas constituyen 
garantías impropias y corresponden a un mismo cargo esgrimido en la 
demanda, a continuación, se examinará de forma unificada si dichas 
garantías fueron vulneradas y, para ello, se verificará si, en el presente 
caso, concurren los elementos. 
 

En esta clase de reglas constitucionales -artículo 77, CRE- del debido proceso, 
hay claramente dos valores protegidos, siendo el de libertad personal y de la 
defensa penal.  
 
Los Pactos Internacionales sobre Derechos Humanos y, especialmente, la 
Convención Americana, consagran al debido proceso como un derecho 
humano y, además de establecer el enunciado general, disponen una serie o 
sistemas de garantías en favor de la persona privada de libertad y del 
imputado en general, que no necesariamente están contempladas en las 
constituciones nacionales. 
 
Estos tratados internacionales son vinculantes desde el punto de vista del 
derecho internacional para los Estados Partes en ellos, independientemente de 
la jerarquía constitucional que cada Estado les atribuya y tienen la virtud de 
que parten del postulado fundamental de la protección de la dignidad humana 
y vienen a ampliar y enriquecer las garantías que ya consagran los sistemas 
constitucionales. En otras palabras, los principios que informan el debido 
proceso tienen un carácter dual: por una parte, son una garantía para el buen 
funcionamiento judicial en sí y por otra, involucran el respeto de otros 
derechos fundamentales.  
 
En síntesis, el imputado debe ser considerado y tratado como ser humano con 
el respeto debido a su dignidad de tal y desde luego como sujeto principal, no 
como objeto secundario de la relación procesal. En lo referente a los principios 
establecidos por la Convención Americana, los Estados están en la obligación 
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de aplicarlos y desarrollarlos, así como la Corte Interamericana ya ha 
empezado a hacerlo en sus primeras sentencias que sobre casos de violaciones 
al debido proceso ha tenido que emitir. 
 
El derecho a un juez competente, independiente imparcial, establecido 
previamente por ley. El derecho de toda persona a ser oída, en cualquier 
proceso, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial se 
encuentra recogido en el artículo 8.1 de la Convención Americana. Aquellos 
requisitos constituyen un presupuesto fundamental del debido proceso, pues 
su incumplimiento generaría la desprotección del justiciable antes del inicio 
formal del enjuiciamiento. En tal sentido, la Corte ha establecido que estos 
requerimientos deberán ser cumplidos por cualquier órgano del Estado que 
ejerza funciones de carácter materialmente jurisdiccional, es decir, cualquier 
autoridad, sea administrativa, legislativa o judicial, que decida sobre los 
derechos y obligaciones de las personas a través de sus resoluciones. 
 
Por su parte, el Comité de Derechos Humanos se ha animado a afirmar en el 
Caso González del Río vs. Perú que el derecho a ser oído por un juez o tribunal 
competente, independiente e imparcial, también contemplado por el artículo 
14 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, es un derecho 
absoluto que no puede ser objeto de   excepción alguna. 
 
La competencia del juez o tribunal debe estar garantizada durante todo el 
proceso, ya que esta determina el juez o tribunal llamado a conocer y resolver 
una controversia. Los criterios para determinar la competencia deben 
encontrarse establecidos en el ordenamiento interno, a través de normas que 
se refieran a esta debido a la materia, territorio, entre otros.  
 
La Corte IDH en el Caso Barreto Leiva vs. Venezuela. Fondo, Reparaciones y 
Costas. Sentencia del 17 de noviembre de 2009, párrafo 75; Caso Castillo 
Petruzzi otros vs. Perú. Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia del 30 de 
mayo de 1999, párrafo 129, y Principio 5 de los Principios Básicos Relativos a 
la Independencia de la Judicatura, adoptados por el Séptimo Congreso de las 
Naciones Unidas sobre Prevención del Delito y Tratamiento del Delincuente, 
celebrado en Milán, del 26 de agosto al 6 de septiembre de 1985, y 
confirmados por la Asamblea General en sus resoluciones 40/32 del 29 de 
noviembre de 1985 y 40/146 del 13 de diciembre de 1985 ha establecido que 
“la competencia de un juez o tribunal” implica: “[...] que las personas tienen 
derecho a ser juzgadas por tribunales de justicia ordinarios con arreglo a 
procedimientos legalmente establecidos”, razón por la cual el Estado no debe 
crear tribunales que no apliquen normas procesales debidamente establecidas 
para sustituir la jurisdicción que corresponda normalmente a los tribunales 
ordinarios”.  
 
De este modo, podemos concluir que la ausencia de un tribunal competente 
puede ser un factor que determine la violación de otras garantías del debido 
proceso. En dicho supuesto, en la mayoría de sus sentencias, la Corte ha 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 57 

considerado innecesario analizar los otros aspectos del proceso penal que 
pudieran ser alegados como violatorios del artículo 8 de la Convención. 
 
Asimismo, la Corte tuvo ocasión de referirse al asunto de la competencia en el 
Caso Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, referido a la destitución de tres 
jueces de la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo de Venezuela por 
incurrir en un error judicial inexcusable, al suspender los efectos de un acto 
administrativo que había negado el registro de una compraventa. Al realizar el 
análisis sobre la competencia de la Comisión de Funcionamiento y 
Reestructuración del Sistema Judicial (CFRSJ), órgano que destituyó a los 
magistrados, la Corte no consideró que se hubiere configurado una violación 
del derecho a ser juzgado por un tribunal competente establecido con 
anterioridad por la ley. Ello, debido a que la competencia disciplinaria de la 
CFRSJ tenía como origen una norma que emanaba de la Asamblea 
Constituyente y esta había sido establecida con anterioridad a la controversia; 
es decir, no era un tribunal ad hoc, pues conocía los procesos disciplinarios 
contra todos los jueces de Venezuela bajo un procedimiento común. De este 
modo, la Corte precisó que el fundamento del derecho a ser juzgado por 
tribunales ordinarios, con arreglo a procedimientos legalmente establecidos, 
radica en evitar que las personas sean juzgadas por tribunales especiales, 
creados para el caso, o tribunales ad hoc. 
 
La definición de juez natural alude a que las partes de una controversia 
tengan el derecho a saber quién será el juez que conocerá la controversia y 
emitirá el fallo sobre esta. Asimismo, la Corte ha afirmado en el Caso Barreto 
Leiva vs. Venezuela que el derecho al juez natural guarda una estrecha 
relación con el derecho a ser oído por un juez competente establecido con 
anterioridad por la ley, ya que es considerado un presupuesto de este último y 
constituye una garantía del debido proceso. Al alcance anterior, la Corte 
agregó que el juez natural deriva su existencia y competencia de la ley. Ha 
añadido además que en un Estado de derecho solo el Poder Legislativo podrá 
regular, a través de leyes, la competencia de los juzgadores. 
 
Asimismo, la Corte ha hecho mención expresa a la vulneración de la garantía 
de ser oído por un juez o tribunal establecidos “con anterioridad a la ley en el 
Caso Ivcher Bronstein vs. Perú, en la sentencia del 17 de noviembre de 2009, 
párrafo 76, la Corte sostuvo que al crear Salas y Juzgados Transitorios 
Especializados en Derecho público y designar jueces que integraran estos, en 
el momento en el que ocurrían los hechos del caso sub judice, no se garantizó 
al señor Ivcher Bronstein el derecho a ser oído por jueces o tribunales 
establecidos «con anterioridad por la ley. 
 
Por su parte, el Comité de Derechos Humanos ha señalado en la Observación 
General No. 32 que toda situación en que las funciones y competencias del 
poder judicial y del poder ejecutivo no sean claramente distinguibles o en la 
que este último pueda controlar o dirigir al primero es incompatible con el 
concepto de un tribunal independiente. Por otro lado, el Comité sostuvo que, 
para salvaguardar su independencia, la ley deberá garantizar la condición 
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jurídica de los jueces, incluida su permanencia en el cargo por los períodos 
establecidos, su independencia y su seguridad, así como una remuneración, 
condiciones de servicio, pensiones y una edad de jubilación adecuadas- De 
este modo, vemos que las garantías de la condición jurídica de los jueces son 
similares entre el Sistema Universal y el Sistema Interamericano. 
 
Dentro de los mecanismos para garantizar la independencia, en el Caso 
Reverón Trujillo vs. Venezuela y, posteriormente, en el Caso Chocrón Chocrón 
vs. Venezuela, la Corte desarrolló las medidas dirigidas a garantizar la 
independencia judicial, las cuales han sido precisadas a la luz de  
pronunciamientos del Tribunal Europeo y de los Principios Básicos de las 
Naciones Unidas relativos a la independencia de la judicatura, a saber: un 
adecuado proceso de nombramiento, la inamovilidad en el cargo y la garantía 
contra presiones externas. 
 
La Corte señaló que los principios básicos rescatan ciertos elementos 
importantes para la elección de jueces, como la integridad, idoneidad y 
formación o calificaciones jurídicas apropiadas. En relación con el proceso de 
nombramiento de jueces, no cualquiera satisface las exigencias de la 
Convención Americana, pues este deberá respetar los parámetros básicos de 
objetividad y razonabilidad. 
 
En este orden de ideas, la Corte enfatizó que la finalidad del proceso de 
nombramiento no solo es la elección del juez, sino el aseguramiento de la 
igualdad de oportunidades en el acceso al Poder Judicial. En tal sentido, la 
elección de los jueces debe realizarse en base a los méritos personales y 
capacidad profesional, a través de procedimientos estrictos y basados en 
criterios objetivos, que tomen en cuenta la singularidad y especificidad de sus 
funciones. 
 
Adicionalmente, todos los ciudadanos que acrediten los requisitos 
determinados por ley los cuales deberán ser públicos, amplios y 
transparentes, podrán participar en los procesos de selección en igualdad de 
condiciones aun respecto de quienes ocupan cargos provisionales o quienes 
son parte de la administración. 
 
En cuanto a la inamovilidad en el cargo, la Corte ha hecho referencia a los 
Principios Básicos, los que establecen entre otras cosas que: 1) la ley deberá 
garantizar la permanencia de los jueces por los períodos establecidos o hasta 
que cumplan la edad de jubilación forzosa, 2) el sistema de ascenso deberá 
basarse en factores objetivos, tales como capacidad profesional, la integridad y 
la experiencia, y 3) la separación o suspensión de jueces solo podrá realizarse 
por incapacidad o comportamiento que los inhabilite para seguir 
desempeñando sus funciones, dicho procedimiento deberá estar acorde con 
las normas de comportamiento judicial establecidas. 
 
Además, la Corte señaló que la inamovilidad es una garantía de la 
independencia judicial que a su vez está compuesta por las siguientes 
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garantías: permanencia en el cargo, un proceso de ascensos adecuado y no 
despido injustificado o libre remoción. En otras palabras, el incumplimiento de 
dichas garantías afecta la inamovilidad, lo cual, a su vez, afecta la obligación 
de garantizar la independencia judicial. 
 
La Corte también se ha pronunciado específicamente sobre los jueces 
provisorios, en los Casos Apitz Barbera y otros vs. Venezuela, Reverón Trujillo 
vs. Venezuela y Chocrón Chocrón vs. Venezuela, en el sentido de que estos 
deben poseer cierto tipo de estabilidad y permanencia en el cargo, ya que la 
provisionalidad no equivale a libre remoción. En tal sentido, la Corte se refirió 
a la Observación General No. 32 del Comité de Derechos Humanos, en la cual 
se sostiene que la destitución de jueces antes de la expiración del mandato, 
sin ofrecer razón objetiva ni una protección judicial efectiva para su 
impugnación, constituye una medida incompatible con la independencia 
judicial. 
 
Por otro lado, la Corte estimó que los nombramientos provisionales deben 
constituir una situación de excepción y no la regla. En tal sentido, acorde con 
los Principios Básicos, el período de designación del juez no debe extenderse 
indefinidamente en el tiempo y debe estar sujeto a una condición resolutoria 
tal como el cumplimiento de un plazo predeterminado o la celebración y 
conclusión de un concurso público de oposición y antecedentes que nombre al 
reemplazante del juez provisorio con carácter permanente. Adicionalmente, la 
Corte ha agregado que los jueces provisorios deben gozar de otras condiciones 
que aseguren el ejercicio independiente del cargo, como el régimen de ascenso, 
traslado, asignación de causas, suspensión y cesación de funciones. 
 
Precisamente para el caso que nos ocupa la jueza asignada para 
conocimiento de la instrucción fiscal fue la Dra. Daniela Camacho. 

Coincidencialmente, la jueza en mención ha sido designada para el 
conocimiento de varias causas penales a personas que han mantenido una 
filiación con el gobierno del ex presidente Rafael Correa, causando ya una 
alerta. Luego del cierre de la etapa de instrucción fiscal, y de la petición de la 
Fiscalía General del Estado de que se convoque a la respectiva audiencia 
preparatoria de juicio, la jueza Daniella Camacho Herold de la Corte Nacional 
fijó inicialmente el 31 de julio de 2018 como la fecha para que se desarrolle 
dicha diligencia.  Sin embargo, el 17 de julio de 2018 la defensa de Rafael 
Correa solicitó una recusación a la jueza, y además solicitó una prórroga 
argumentado que el plazo para procesar los elementos presentados por la 
Fiscalía era insuficiente y debía primero atenderse la recusación, por lo que la 
jueza anunció el diferimiento de la audiencia para el 6 de agosto de 2018. 
Finalmente, por pedido del fiscal general Paúl Pérez, de la defensa de los 
ciudadanos Raúl Chicaiza y Jessica Falcón, y del acusador particular, 
nuevamente la jueza Camacho difirió la audiencia para el martes 18 de 
septiembre de 2018.  
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Sobre la solicitud de la defensa de Rafael Correa sobre la recusación de la 
jueza, al inicio de la solicitud el abogado Caupolicán Ochoa había declarado 
que la jueza manifestaba «reiterada hostilidad y animadversión». La audiencia 
para resolver la recusación estaba programada para el 22 de agosto de 2018, 
sin embargo, un día antes, mediante un escrito presentado por la defensa de 
Rafael Correa desistía de su pretensión y pedía su archivo.  

La audiencia preparatoria de juicio programada para el martes 18 de 
septiembre de 2018 fue suspendida hasta el viernes 21 de septiembre de 2018 
debido a dos errores por parte de la Fiscalía en lo concerniente a la foliatura 
del expediente y a la presentación de última hora de dos dictámenes 
abstentivos a favor de Fausto Tamayo y Jorge Espinoza.  El 21 de septiembre 
de 2018 se instaló la audiencia preparatoria de juicio en la Corte Nacional de 
Justicia, la cual durante su primer día duró ocho horas, y contó con la 
presencia de un solo veedor internacional. El Fiscal general encargado Paúl 
Pérez presentó dictamen acusatorio en contra de Rafael Correa, Pablo Romero, 
Raúl Chicaiza y Jessica Falcón. Durante el primer día de audiencia la jueza 
Camacho rechazó la solicitud de los exagentes Raúl Chicaiza y Jessica Falcón 
de acogerse a un procedimiento abreviado (aceptaban su culpabilidad a 
cambio de una pena menor) debido al incumplimiento de requisitos legales y 
prohibición de doble beneficio (ya habían aceptado una investigación de 
cooperación eficaz); también aceptó los dictámenes abstentivos de la Fiscalía a 
favor de Tamayo y Espinoza, a quien dictó los correspondientes autos de 
sobreseimiento, ratificándose sus estados de inocencia, también la acusación 
particular de Balda desistió de acusarlos.  El primer día de audiencia concluyó 
pendiente de evaluar los dictámenes acusatorios contra Correa, Romero, 
Chicaiza y Falcón. 

El 25 de septiembre de 2018 se reinstaló la audiencia preparatoria de juicio, 
en la que la jueza Camacho declaró la validez del proceso y el fiscal general 
encargado Paúl Pérez presentó los elementos de convicción que avalan su 
acusación contra Rafael Correa, Pablo Romero, Raúl Chicaiza y Jessica 
Falcón.  

El 27 de septiembre de 2018 nuevamente se reinstaló la audiencia, en donde 
se escucharon los alegatos finales de los abogados de cada uno de los sujetos 
procesales; y, se solicitó el traslado de Chicaiza y Falcón a otros centros 
penitenciarios (cárceles) o arrestos domiciliarios. La jueza suspendió la 
audiencia para pasar a deliberar sobre los elementos de convicción, las 
acusaciones hechas y la situación de los exagentes.  

La defensa de Jessica Falcón, solicitó el 29 de septiembre de 2018 a la jueza 
Camacho la sustitución de la prisión preventiva por arraigo domiciliario, 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 61 

basándose en precautelar de su defendida. La jueza Camacho, en auto del 5 
de octubre de 2018 dispuso la convocatoria para la reanudación de la 
audiencia preparatoria de juicio para el día 23 de octubre de 2018; sin 
embargo, aplazada hasta el 7 de noviembre de 2018.  

Del Tribunal sorteado para la Etapa de Juicio Miguel Jurado, Sylvia Sánchez y 
Luis Enríquez de la apelación llegaron a la Corte Nacional de Justicia 
mediante un Concurso Público de Méritos, Oposición, Impugnación 
Ciudadana y Control Social, convocado por el Consejo de la Judicatura en 
julio del 2014.   

En la Etapa de Juicio se sortea al Tribunal: Dr. Miguel Jurado (ponente), 
Edgar Flores, Sylvia Sánchez. 

El doctor Miguel Jurado Fabara, ejercía funciones de Fiscal Provincial de 
Pichincha encargado. 

El ex juez de la Corte Nacional de Justicia, Édgar Flores, mencionó ante la 
Comisión Especializada Permanente de Fiscalización y Control Político de la 
Asamblea, en el Juicio Político en contra del Consejo de la Judicatura en que 
lo que correspondía en el caso de Alexis Mera era otorgarle la libertad 
inmediata, pero para evitar el escándalo, no lo hicieron, demostrándose, una 
vez más, como la justicia ha sido tomada por el poder para perseguir 
políticamente a sus rivales. 

En la etapa de apelación los jueces: Marco Rodríguez, Marco Maldonado, Luis 
Enríquez. 

Marco Rodríguez, fue Presidente de la Corte Provincial de Justicia 2016-2018, 
quien fue Juez sustanciador del expediente disciplinario en contra del Juez 
Saquicela, en las redes sociales se apreciaron fotos de los dos reunidos. 

Marco Maldonado fue suspendido en el 2016, mientras se investigaba si fue 
influenciado por Carlos Pólit para que declarara maliciosa y temeraria la 
denuncia presentada por la Comisión Nacional Anticorrupción, en una 
audiencia realizada el 20 de julio del 2016 después de que en la audiencia de 
formulación de cargos contra el excontralor se revelara un audio en el que 
Pólit afirma que solicitaría a un juez que declare maliciosa y temeraria la 
denuncia en su contra.  

De estos antecedentes se puede colegir que los jueces no eran independientes 
e imparciales, pues tenían a su haber problemas con la administración de 
justicia.  

Coacción que configura posible fraude procesal.  
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Del video proyectado en la sesión No. 181, se puede identificar al ciudadano 
Luis Raúl Chicaiza Fuentes -uno de los sujetos procesales del “Caso Balda”, 
quien se acogió a la figura de cooperación eficaz para la reducción de la 
condena de la causa penal No. 17721- 2018 – 00012- manifestar lo siguiente:  
 

Este caso fue netamente político y en su contexto debo aplicar y debo 
normalizar que detrás de todo esto estuvo el expresidente del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el doctor Julio César Trujillo, que si 
nosotros no involucramos a un superior del Ejecutivo la cooperación eficaz 
de nosotros no será válida, guambra tú tienes que hacer esto, sino, te vas 9 
años , es así que por varias ocasiones nos sacaban de los centros de 
rehabilitación social clandestinamente con el fin de presionar que se 
involucren economista Rafael Correa, la oferta de fiscalía a través del SPAT 
de darnos una nueva identidad y salida del país, reinserción laboral y 
económica, inclusive cargos públicos para nuestros familiares, que se me 
usó a través de Santiago Cuesta ante el Ministerio del Interior y la presión 
oficial del expresidente del Consejo de Participación Ciudadana lo que les ha 
convenido para hacer daño Romero, hacerle daño a Correa y seguir 
haciendo daño. 

 
Al respecto, no solo la función ejecutiva irrespetó la independencia de 
funciones en este caso, sino también el Consejo de Participación Ciudadana y 
Control Social. En palabras del Phd. Jesús Caldera en el marco de su 
intervención en la sesión de Comisión No. 181 explicó que: esto es un fraude  
procesal, el fraude procesal  tiene una connotación,  quién lo dice y cómo lo dice 
y por qué lo dice, si esta persona recibe presiones, coacciones; por ejemplo, de la 
Jefatura del Estado, de asesores de la Presidencia de la República, de actores 
de la Fiscalía General de la Nación, de personas que por su rol ejercen 
representación u ostentan significancia de poder, evidentemente que esta 
persona frente a la oferta de no ser criminalizada y no ser castigada puede que 
acceda, y puede que en el marco de este actuación fraudulenta señale a Romero 
y señale a Correa; pero lo que se quiero señalarles es que en el fondo, esta 
persona no solo ha sido defraudada, engañada, estafada por quienes le 
manipularon, sino, que quienes lo hicieron también pudieran estar siendo 
señalados de una hipotética o eventual estructura organizada de poder 
criminal, porque a eso me refería anteriormente, si el concierto de voluntades 
pasaba por la Presidencia de la República en el momento, por quien ocupaba un 
alto cargo de asesoría, por quien tenía el desempeño de la función persecutoria -
Fiscalía- y todos estos estaban confabulados para obtener una declaración falsa 
y mentirosa con el fin de encarcelar a unos opositores y de no permitir que 
políticamente estos ejerzan sus derechos, evidentemente ya no es solo es un 
tema de fraude procesal, el fraude es apenas la cereza del pastel, porque lo que 
denotaría es que hubo una macro estructura del poder confabulada, concertada 
en lo que se denomina aparato organizado de poder criminal, y si este aparato 
era para que con esta declaración la justicia tuviese un pretexto bajo el amparo 
de un supuesto testimonio creíble, evidentemente que el fin último, más que 
utilizar a este señor, es para decapitar a través de actos de justicia injusta a 
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contradictores políticos y darle legitimidad a través del testimonio a una 
venganza o vendetta política, industrializando el testimonio y la justicia, y es 
ahí donde el artículo 42 de la norma adjetiva penal del Ecuador, hay una figura 
que es de la persecución de aparatos organizados de poder en calidad de 
autoría mediata ¿Quién dio la orden? ¿Quién esta atrás del escritorio? ¿Quién 
fue el determinador de esa orden y que involucraban a Romero, Correa y a 
otros? Pero miren, que de esta conducta fraudulenta lo que emergería de 
manera portentosa e inocultable la concertación del poder para 
defraudar la justicia, para engañar la justicia  teniendo a una persona 
quizás intimidada, quizás coaccionada, o motivada por ofertas, 
seducciones económicas, de empleo para la familia, uso de identidades, 
residencias en otros países, para que con ello y esta prebenda señalara 
a otras personas que no tuvieron ninguna participación en los hecho en 
los cuales es posible que si haya tenido que ver el declarante y por los 
cuales tenga que responder eventualmente en lo personal el declarante. 
 
La delación del Sr. Raúl Chicaiza da cuenta de la estructura levantada en un 
proceso engañoso que indujo a las autoridades jurisdiccionales a tomar una 
decisión en contra del ciudadano Pablo Romero, lo cual, podrían incurrir en el 
cometimiento de tipo penal reconocido en el artículo 272 del Código Orgánico 
Integral Penal, situación que deberá ser analizada por los órganos 
jurisdiccionales competentes.  
 
6.3.- JUZGAMIENTO EN COLOMBIA 
 
El término latín non bis in ídem, en español significa “no dos veces por lo 
mismo”, es un principio general del derecho, y más concretamente un 
principio informador del derecho penal. 
 
Este principio constituye uno de los más antiguos de la historia del derecho en 
general. Acerca de su origen se ha dicho que viene del doble enjuiciamiento 
penal que se practicó en el Oscurantismo penal y que sus antecedentes se 
encuentran en la Antigua Grecia y en el Derecho Romano. 
 
En la época medieval, este principio estuvo contemplado en las Siete Partidas 
de Alfonzo X (Siglo XII), en la medida que se prohibió que el absuelto por 
sentencia valedera, fuera acusado nuevamente por el mismo hecho. 
 
Este principio está reconocido en el art. 14.7 del Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos de 1966, a cuyo tenor: "Nadie puede ser procesado 
o penado de nuevo por una infracción por la cual ya ha sido definitivamente 
absuelto o condenado de acuerdo con la ley y el procedimiento penal de cada 
país". 
 
Es así como, si el principio non bis in ídem presenta no pocas dificultades en el 
ámbito interno de cada país, como se ha podido comprobar a la vista de la 
teoría, jurisprudencia en esta materia, tratados internacionales, sentencias, 
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etc., también las presenta en su proyección externa, es decir, con relación a 
otros países. 
 
Por otra parte, siguiendo la interpretación de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos en su informe 1 de 1995, caso 11006, la expresión 
imputado absuelto, a la cual se le aplica la garantía, significa que la persona 
que ha sido sujeto de investigación y luego se declara exenta de 
responsabilidad penal por demostración de su inocencia, por no haberse 
probado su culpabilidad o por falta de tipificación de los hechos denunciados; 
y sentencia firme, constituye la expresión del ejercicio de jurisdicción que 
adquiere las cualidades de inmutabilidad e impugnabilidad propias de la cosa 
juzgada, y se reiteran las tres identidades que conforman el concepto, las 
cuales son ídem personae, ídem re, ídem causa petendi. (Guerrero. 2005, pág. 
113)  
 
Por lo general, en las distintas legislaciones europeas el principio del non bis 
in ídem sólo rige en el ámbito de la legislación interna, sin proyección externa, 
existiendo, pues, la posibilidad de repetir el juicio, aun cuando se haya 
producido ya una condena en otro país por el mismo hecho; esta condena ya 
sufrida sólo se tomaría en cuenta a los efectos de su contabilización en la 
medida de la pena a imponer. Así, el parágrafo 51 del Código Penal Alemán, 
relativo al abono de penas, establece que cuando el condenado haya sido 
castigado en el extranjero por el mismo hecho, se contabilizará la pena ya 
cumplida, es decir, es posible un doble juicio, aunque para evitar la 
desproporcionalidad de la pena se toma en cuenta la ya sufrida en el 
extranjero. Y en términos similares se regula esta misma materia en otras 
legislaciones, como es el caso del parágrafo 66 del Código Penal Austriaco, del 
art. 138 del Código Penal Italiano, y del art. 31 del Código Penal Suizo. 
 
También otras legislaciones admiten, aunque indirectamente, esta misma 
posibilidad, desde el momento en que se admite la posibilidad de un segundo 
juicio si el delito por el que ha sido condenado el sujeto en otro país se cometió 
en territorio nacional, como es el caso de Portugal y Bélgica; pero otras 
legislaciones, por el contrario, como es el caso de la de Holanda, aplican por 
igual el principio non bis in ídem, es decir, tanto interna como externamente. 
 
Ahora bien, en el ámbito espacial de los países del Acuerdo de Schengen de 14 
de junio de 1985, firmado en 1990, hay que tener en cuenta lo dispuesto en 
los artículos 54 y 55. Según el artículo 54, que establece la regla general, esto 
es, la vigencia del principio non bis in ídem en el ámbito interno de los países 
de Schengen: “Una persona que haya sido juzgada en sentencia firme por una 
Parte contratante no podrá ser perseguida por los mismos hechos por otra 
Parte contratante, siempre que en caso de condena, se haya ejecutado la 
sanción, se esté ejecutando o no pueda ejecutarse ya según la legislación de la 
Parte contratante donde haya tenido lugar la condena”. 
 
En muchos países como Paraguay, Estados Unidos, Canadá, México, 
Argentina, Venezuela, Perú, Ecuador, Colombia, República Dominicana, 
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España, Australia e India es un derecho fundamental reconocido por la 
Constitución que prohíbe que un acusado sea enjuiciado dos veces por un 
mismo hecho punible que puede ser un crimen o un delito e inclusive por uno 
que además sea una simple falta. 
 
En otro sentido implica que no pueda valorarse dos veces un mismo hecho o 
fenómeno para calificar el tipo de un hecho punible (delito o crimen) o una 
simple falta para evaluar la concurrencia de circunstancias modificativas de la 
responsabilidad penal. Ante un tribunal un acusado además de 
declararse inocente o culpable puede manifestar que ya ha sido exculpado si 
ya ha sido encontrado inocente en un juicio previo, así como ya he sido 
condenado si el acusado ya fue enjuiciado y condenado. 
 
En Paraguay desde el año 1992, la Constitución de la República del Paraguay, 
definió en su artículo 17 que el principio de la prohibición de doble 
persecución es un Derecho y además una garantía para toda persona que sea 
sujeto y objeto de un procedimiento en el cual pudiera derivarse pena o 
sanción. la sanción sea administrativa o penal propiamente.  
 
En otro ejemplo, Argentina, la Constitución Nacional no previó originalmente y 
de manera expresa la garantía del non bis in ídem, aunque con arreglo al 
artículo 33 se le ha reconocido como una garantía no enunciada, que surge 
del sistema republicano y del estado democrático de derecho. 
 
En sentido más general, tenemos la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos o Pacto de San José de Costa Rica que en su artículo 8 inciso 4 
enuncia: "El inculpado absuelto por sentencia firme no podrá ser sometido a 
nuevo juicio por los mismos hechos".  
 
En Colombia, el artículo 29 de la Constitución establece que se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas, y la non bis in ídem, el 
derecho fundamental a no ser juzgado dos veces por el mismo hecho pretende 
asegurar que los conflictos sociales que involucran consecuencias de tipo 
sancionatorio no se prolonguen de manera indefinida, además de evitar que 
un mismo asunto obtenga más de una respuesta de diferentes autoridades 
judiciales. 
 
La aplicación de este principio entre diferentes sistemas jurídicos siempre se 
ha presentado como algo controvertido, entre otras razones porque, debido a 
la soberanía estatal, la conducta que afectaba a varios Estados siempre debía 
ser considerada como un delito independiente en cada Estado. Pero como 
proclamó la Resolución B. 4 de la Sección IV, aprobada por el XVI Congreso 
Internacional de Derecho Penal en Budapest en 1999, en el marco 
internacional o transnacional, el principio non bis in ídem también debería 
contemplarse como un derecho humano, incorporado a los convenios 
internacionales y regionales de derechos humanos, en realidad, la aplicación 
del principio non bis in ídem a los conflictos de competencia internacionales y 
transnacionales es con frecuencia problemática y las reglas internacionales 
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deberían asegurar, como mínimo que la pena ejecutada en el extranjero y que 
dice relación con la misma conducta o delito que es objeto de un segundo 
proceso […] sea tenida en cuenta en la sentencia si se impone una nueva 
pena. 
 
Ahora bien, el modo en que el principio non bis in ídem es entendido en el seno 
del derecho penal interno o nacional tiene una influencia muy importante en 
el reconocimiento y aplicación de este principio en el plano transnacional.  
 
Las consecuencias del principio non bis in ídem son normalmente de dos 
clases: 1. en el plano procesal, el principio non bis in ídem cierra el paso a 
cualquier nuevo proceso; 2. en el plano sustantivo, la prohibición se centra 
en el no ser castigado dos veces. 
 
Los sistemas nacionales encuentran diversos criterios fundamentados del 
principio non bis in ídem: la libertad individual, la protección de los derechos 
humanos, la protección del individuo frente a los abusos del Estado o frente a 
la carga de ser perseguido tal vez ad infinitum por la misma infracción, la 
justicia, la proporcionalidad, el estado de derecho, la certidumbre legal, la 
seguridad jurídica, el proceso debido, el respeto de las decisiones judiciales del 
pasado -res judicata- la eficiencia procesal, la paz y el orden social -o 
públicos-, no impedir la rehabilitación. 
 
En consecuencia, en la mayoría de los sistemas la principal consecuencia 
jurídica de la aplicación del non bis in ídem es, en la línea del principio de 
exclusión total, la prohibición e inadmisibilidad de procesos subsiguientes 
sobre los mismos hechos. 
 
De acuerdo con el Pacto Internacional de 1996 una violación final del non bis 
in ídem a nivel doméstico puede justificar una queja ante el Comité de 
Derechos Humanos. Las posibilidades de concurrencia horizontal 
transnacional se incrementan a medida que se abren nuevas oportunidades de 
aplicación del derecho penal nacional a las infracciones cometidas en el 
extranjero.  
 
Aunque la territorialidad continúa siendo la base principal de la aplicación del 
derecho penal, la extensión de la jurisdicción nacional a casos 
extraterritoriales es cada vez más frecuente, de acuerdo con los informes 
nacionales. El non bis in ídem transnacional se reserva en general para las 
infracciones cometidas en el extranjero y juzgados por una jurisdicción 
extranjera. 
  
El reconocimiento y la aplicación transnacional horizontal del principio non 
bis in ídem constituye hoy un problema muy importante, debido a la 
resistencia de muchos Estados a admitir un efecto doméstico de cosa juzgada 
procedente de decisiones extranjeras. Aún más, el fenómeno de la 
globalización aumenta el riesgo de la concurrencia jurisdiccional 
transnacional. Este se ve igualmente agravado por la tendencia generalizada a 



 
 
 

Quito, Ecuador · (593 2) 3991000 · www.asambleanacional.gob.ec · info@asambleanacional.gob.ec 

 67 

expandir la competencia nacional no sólo a través de los principios de 
personalidad, protección y universal, sino igualmente mediante la definición 
del locus delicti. 
 
Se debería comenzar por el reconocimiento del non bis in ídem como un 
derecho humano, para una aplicación racional y uniforme por parte de los 
diferentes Estados de las reglas del non bis in ídem en el plano transnacional. 
 
La prevención de escenarios de non bis in ídem debe ser el primer objetivo de 
la regulación internacional. A tal fin deberían dedicarse esfuerzos dirigidos a la 
aprobación de reglas internacionales que aborden, desde su origen, los casos 
de las competencias jurisdiccionales concurrentes: la aplicación de 
mecanismos y sistemas de identificación temprana de casos de doble proceso 
y/o sanción sería muy útil, en esta línea, así como la apertura de vías para 
facilitar la adopción de soluciones de consenso entre los Estados afectados. 
En lo que concierne a la aplicación racional y uniforme de las reglas del non 
bis in ídem transnacional, entre los puntos cruciales de la regulación merecen 
mencionarse especialmente: la definición de qué es un ídem -hechos 
históricos/delito incriminado-, absolutamente necesaria para evitar disputas; 
la toma en consideración de los hechos históricos es, desde este prisma, una 
vía mucho más segura para los individuos que la identidad jurídica; la 
determinación de cuándo se produce el non bis in ídem. 
 
Una adecuada protección non bis in ídem debería comenzar a ser claramente 
efectiva con las primeras investigaciones, y ésta sería la única vía de resolver 
el problema de persecuciones paralelas sobre el mismo hecho por parte de 
diversas jurisdicciones estatales. 
 
El requisito de la ejecución como un presupuesto de la aplicación del 
principio non bis in ídem en casos de condena; en efecto, el desarrollo de 
instrumentos de auxilio en materia penal podría reducir la importancia de este 
presupuesto, facilitando la transmisión de procedimientos y la ejecución de las 
sentencias penales extranjeras. 
 
También deberían abordarse los problemas de compatibilidad en la 
persecución de personas físicas y jurídicas por el mismo crimen, así como las 
excepciones admisibles con el fin de equilibrar la protección non bis in 
ídem con el interés de los Estados en la persecución, especialmente debido al 
uso extensivo de la competencia extraterritorial.  
 
Finalmente, y con el fin de prevenir abusos, sería necesaria la inclusión de 
una cláusula para hacer frente a los procesos aparentes o juicios-farsa. (de La 
Cuesta, J. 2022. págs. 737 -769) 
 
El Dr. Galo Chiriboga en la sesión No. 167 indicó que remitió: al Fiscal 
Provincial de Pichincha para que sorteara a su vez a un fiscal de caso y esta 
disposición pasó a conocimiento del fiscal Marco Schettini que es ese momento 
era fiscal de esta unidad de personas y garantías. El señor fiscal Marco 
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Schettini para asegurarse la competencia de la República del Ecuador en el 
conocimiento de esta infracción cometida fuera de su territorio solicitó una 
asistencia penal a la República de Colombia, en la que, mediante oficio del 
doctor Schettini del dieciséis de junio del dos mil quince, le solicitó a la dirección 
de asuntos internacionales remitiera esta solicitud que básicamente tenía como 
objetivo, obtener de las autoridades colombianas ¿Sí había una situación 
investigativa en la que la República de Colombia había abocado conocimiento? 
Esa asistencia penal llegó y en esa asistencia se conoció que en la República de 
Colombia efectivamente se había cometido esta infracción por personas 
vinculadas a esta infracción en la que del relato que se hace de la información 
que llega de Colombia, el señor Balda fue retenido en las cercanías de Bogotá y 
aprehendido por un grupo de personas, por aproximadamente cuarenta 
minutos, eso es lo que relató la asistencia penal. Pero adicionalmente, la 
asistencia penal también nos hizo llegar la cooperación internacional la 
sentencia, una sentencia que se había dado en la República de Colombia contra 
las personas que resultaron imputadas de la comisión de este delito.  
 
Lo expuesto se ha podido corroborar en el expediente de la causa No. 17721-
2018-00012 remitido a esta Comisión por parte de la Corte Nacional de 
Justicia.  
 
 
6.4.- SOLICITUD DE COOPERACIÓN EFECTIVA 
 
Mediante Oficio Nro. MDI-DMI-2022-2601-OF de 14 de octubre de 2022, se da 
con respuesta al Oficio AN-AZPA-2022-0015 de la Asambleísta Pamela 
Aguirre, quien realizó un pedido de información en el cual requiere al 
Ministerio del Interior se sirva informar el registro migratorio desde el año 
2015 hasta la actualidad del ciudadano: Santiago Xavier Cuesta Caputi, 
portador de la cédula de ciudadanía Nro. 0901563361, con lo cual se 
evidencia que el señor Santiago Cuesta  permaneció en Madrid – España del 
18 de junio de 2018 hasta el 26 de junio del mismo año. 
 
En este punto, es importante recalcar lo mencionado en sesión de comisión 
No. 2021-2022-169 por Enrique Santiago, ex abogado de Pablo Romero, el 
cual detalla que Santiago Cuesta quería hacer una propuesta al señor Romero, 
el señor Arosemena le indicó al señor Romero que podía confiar en él porque 
era un hombre de palabra y que lo que le dijera y lo que acordara lo iba a 
cumplir, es decir que no le cabía ninguna duda de que lo que iba a decirle 
fuera falso, o sea, que seguro que lo que le iba a decir, la propuesta que le iba 
a trasladar era cierta, le confirmó que era Santiago Cuesta con nombre y 
apellido, es decir, no solamente dijo que era un amigo suyo, que era el número 
uno del número uno, en referencia al presidente Lenín Moreno, sino le dijo 
expresamente se trataba de Santiago Cuesta. 
 
Asimismo, detalla que dentro de la reunión mantenida con él, Santiago Cuesta 
le propuso que el señor Pablo Romero había recibido ya esta acusación por el 
caso Balda, que estos se exponían hasta siete años de cárcel, que no iban a 
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cesar las acusaciones, pero que en él no tenían mucho interés, que el interés 
era procesar y encarcelar al ex presidente Rafael Correa, entonces que era lo 
que le planteaban, era un simple acuerdo, que él aceptara la extradición, 
ustedes saben ¿No? Que si el acepta las solicitudes de extradición, el 
procedimiento es muy expedito, es entrega inmediata, con lo cual podría llegar 
a Ecuador en cuestión de horas, someterse a la justicia, por supuesto 
quedaría en libertad de inmediato y luego sería sometido a un procedimiento 
en el que se acogieron a sanción reducida. 
 
Ante lo expuesto, Enrique Santiago solicita una reunión con el Fiscal General 
de esa época, a lo cual señala que efectivamente esa reunión se produjo el 
lunes siguiente, el lunes veinticinco de junio a las once de la mañana, una 
reunión telemática en la que participaron el señor Paúl Pérez Reina, como 
Fiscal General, además el abogado del señor Romero, Stalin Oviedo y Enrique 
Santiago, reunión que Stalin Oviedo vuelve a relatar dentro de su comisión 
general en sesión de comisión No. 2021-2023-176. Enrique Santiago detalla 
que en esa reunión obviamente el señor Paúl Pérez Reina no fue tan explícito 
como fue el señor Cuesta, pero sí sugirió, de alguna forma dio a entender que 
efectivamente que lo que me había dicho el señor Cuesta era correcto, que 
sugería una cooperación eficaz y que evidentemente sí podría haber un 
tratamiento mucho más favorable. 
 
Lo relatado, podría corroborarse con el video adjunto del programa La Posta 
del tres de agosto del dos mil dieciocho donde el periodista que entrevista al 
señor Santiago Cuesta, le pregunta expresamente “¿Fuiste a España, te 
reuniste con Romero y su abogado?, a lo que él responde Sí, como ciudadano 
para aconsejarlo, el señor Romero tiene en camino 5, 6, 7, acusaciones, 
imagínate lo que yo le propongo, si el señor Romero viene al Ecuador y se 
acoge (tiene derecho internacional) si mañana Romero acepta la extradición de 
España, el convenio internacional dice, una vez que un país te extradita, solo 
puedes ser juzgado por el delito por el cual te extraditan, me reúno con él digo, 
mira, yo de ti, si fuera el abogado de Romero, mañana me acojo a la 
extradición, y que le va a pasar por el delito de secuestro puede ser 
sancionado, creo que son 7 años de cárcel, puedo estar equivocado, él por ser 
una persona que no cometió el delito directamente puede ser acusado de 
cómplice, lo cual le reduce al 50%, si el señor se vuelve delator, no le propuse 
que sea delator, si el señor se vuelve delator del señor Correa podría obtener 
dependiendo de la delación que efectúe y se calificada por el señor Fiscal, no 
por mí, por el señor fiscal, justicia independiente, no tenemos injerencia en la 
justicia. 
 
Cabe recalcar que, según el decreto presidencial No. 147, el señor Cuesta 
fungía como Consejero de Gobierno desde el 23 de mayo de 2018, hasta la 
aceptación de su renuncia evidenciada mediante decreto 869 de 10 de 
septiembre de 2019. 
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7. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES DEL INFORME 
 

En consecuencia, se decide emitir el INFORME DEL PROCESO DE 
FISCALIZACIÓN SOBRE LA DETENCIÓN DEL CIUDADANO PABLO 
ROMERO concluyendo: 
 
7.1.- La Comisión en ningún momento pretende o ha pretendido revisar 
decisiones jurisdiccionales sobre el caso que involucra al ciudadano Pablo 
Romero, a su vez se ha procedido a iniciar un proceso de fiscalización en 
consecuencia de la petición de las asambleístas Marcela Holguín y Pamela 
Aguirre mediante Memorando Nro. AN-AZPA-2023-0002-M de 6 de enero de 
2023, en el cual se ha constatado varias alertas en cuanto a la transparencia 
de las autoridades e instituciones: 

• Lenín Moreno Garcés, ex presidente de la República 
• Santiago Cuesta Caputi, ex Consejero de Gobierno 
• Carlos Baca Mancheno, ex Fiscal General del Estado 
• Paul Pérez Reina, ex Fiscal General del Estado (E) 
• Consejo de la Judicatura (2018) 
• Consejo de Participación Ciudadana Transitorio 

 
7.2.- Los hechos por los cuales se inició el proceso Nro. 17721- 2018 – 00012 
fueron suscitados en la República de Colombia y denunciados por el 
ciudadano Fernando Balda en el año 2012, de lo cual ya existe una sentencia 
condenatoria dictada el 15 de mayo de 2015, por el Juzgado Tercero Penal del 
Circuito de Bogotá, distrito DC, por el juez Rodrigo Javier Chávez Castiblanco 
contra los procesados Moisés Enrique Pérez Escobar, Diego Luis Moreno 
Nadia, Jimmy Harley Nadia Hurtado y Yahaira Valencia Lazo, por el delito de 
secuestro simple, la cual fue remitida a la Fiscalía General del Estado, la cual 
a pesar de contar con dicho documento, inició un proceso de investigación en 
el año 2018 por los mismos hechos, presuntamente vulnerando el principio de 
territorialidad contemplado en el artículo 398 Código Orgánico Integral Penal e 
invadiendo la soberanía colombiana. 
 
7.3.- El proceso relacionado al ciudadano Pablo Romero se habría iniciado 
bajo una connotación política evidente, al involucrarse de manera arbitraria el 
ex Consejero de Gobierno Santiago Cuesta, bajo el conocimiento del ex 
presidente Lenín Moreno, violentando independencia de poderes, quien 
propuso un acuerdo a Pablo Romero para auto incriminarse e incriminar al ex 
presidente Rafael Correa, a cambio de una disminución atenuada de la 
condena por el delito que se lo estaba incriminando y una fuerte recompensa 
económica. 
 
7.4.- Se puede evidenciar la existencia de presuntas irregularidades en el 
debido proceso en la garantía del derecho a la defensa del ciudadano Pablo 
Romero por cuanto no habría sido procesado por autoridades competentes 
como es en el caso de la Fiscalía General del Estado y los jueces que 
intervinieron en las diferentes etapas del proceso penal, es así que el señor 
Paúl Pérez Reina fue designado Fiscal General del Estado (Encargado) de 
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forma irregular y sus actuaciones se considerarían ilegítimas de acuerdo a la 
Resolución No. PLE-CPCCS-T-O-023-02-05-2018 del CPCCS-T, Resolución No. 
038A – 2018 del Consejo de la Judicatura, Oficio No. FGE-DSP-2022-007446-
O suscrito por la Fiscal Diana Salazar y Memorando No. AN-SG-2022-3450-M 
de la Asamblea Nacional; respecto a los jueces que intervinieron en las 
diferentes etapas penales fueron nombrados por el Consejo de la Judicatura 
como encargados, trasladados de diferentes espacios que no eran de la Corte 
Nacional de Justicia. 
 
7.5.- La Comisión Especializada Permanente de Transparencia, Participación 
Ciudadana y Control Social, en razón de que existe una sentencia por el delito 
de tentativa de secuestro simple atenuado, cometido contra Fernando Balda, 
dada en Colombia en el 2015, y como se ha indicado por los abogados Juan 
Salazar, Jesús Caldera, Juan Falconí y Vicente Peralta, en sus 
comparecencias, así como en lo analizado en este informe, el “Caso Balda” fue 
juzgado en territorio colombiano por lo que al ser retomado en el Ecuador, los 
jueces posiblemente actuaron sin jurisdicción por ser un delito cometido en 
Colombia y que posiblemente violaron el principio non bis in ídem en razón de 
que el hecho fue juzgado en Colombia, así como al artículo 398 del Código 
Orgánico Integral Penal, que es un elemento integrante del derecho a la 
defensa y por tanto al debido proceso conforme al artículo 76 de la 
Constitución de la República del Ecuador. 

 
7.6.- Se ha evidenciado una coacción al ex policía Chicaiza para involucrar en 
el proceso al ciudadano Pablo Romero y ex presidente Rafael Correa, quien 
posterior a su delación, declaró estos hechos expuesto en video en la sesión 
Nro. 2021-2023-181: 
 
“Este caso fue netamente político y en su contexto debo aplicar y debo 
normalizar que detrás de todo esto estuvo el expresidente del Consejo de 
Participación Ciudadana y Control Social el doctor Julio César Trujillo, que si 
nosotros no involucramos a un superior del Ejecutivo la cooperación eficaz de 
nosotros no será válida, guambra tú tienes que hacer esto, sino, te vas 9 años, 
es así que por varias ocasiones nos sacaban de los centros de rehabilitación 
social clandestinamente con el fin de presionar que se involucren economista 
Rafael Correa, la oferta de Fiscalía a través del SPAT de darnos una nueva 
identidad y salida del país, reinserción laboral y económica, inclusive cargos 
públicos para nuestros familiares, que se me usó a través de Santiago Cuesta 
ante el Ministerio del Interior y la presión oficial del expresidente del Consejo de 
Participación Ciudadana lo que les ha convenido para hacer daño a  Romero, 
hacerle daño a Correa y seguir haciendo daño.” 
 
Por lo expuesto se recomienda: 
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• Remitir el presente informe y toda la documentación anexa a la Fiscalía 
General del Estado, con el fin de que, en el ámbito de sus 
competencias, analice e investigue el posible cometimiento de delitos, 
específicamente de los artículos 186, 189 y 272 del Código Orgánico 
Integral Penal. 

 
• Remitir el presente informe y toda la documentación anexa al Comité de 

Derechos Humanos y Relatoría Especial sobre la independencia de 
magistrados y Abogados de la Organización de las Naciones Unidas, con 
el fin de que, en el ámbito de sus competencias, analicen e investiguen 
la posible vulneración de derechos en contra del ciudadano Pablo 
Romero y la falta de transparencia de las autoridades jurisdiccionales y 
fiscales que intervinieron durante la causa No. 17721-2018-00012. 

 
• Remitir el presente informe y toda la documentación anexa al 

ciudadano Pablo Romero y su defensa técnica, con el fin de que 
analicen la presentación de una solicitud de medidas cautelares ante la 
Comisión Interamericana de Derechos Humanos por haberse 
evidenciado que el ciudadano Pablo Romero se encuentra en una 
situación grave y altamente vulnerable para sufrir un daño irreparable 
en el goce de sus derechos humanos.  

 
• Remitir copias del presente informe y toda la documentación con fines 

informativos a: 1) Presidente del Consejo de la Judicatura, 2) Presidente 
de la Sala Penal 3) Presidente de la Corte Nacional de Justicia, y, 4) 
Dirección de Transparencia del Consejo de la Judicatura.  

 
8. NOMBRE Y FIRMA DE LOS ASAMBLEÍSTAS QUE SUSCRIBEN EL 
INFORME: 
 

 
LAS SEÑORAS Y LOS SEÑORES ASAMBLEÍSTAS QUE SUSCRIBEN EL 
PRESENTE INFORME DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN SOBRE LA 
DETENCIÓN DEL CIUDADANO PABLO ROMERO, son: 

 
 
 
 

 
Ferdinan Arturo Álvarez Zambrano         Nathalie María Viteri Jiménez 

PRESIDENTE                   VICEPRESIDENTA 
 
 
 
 

Karen Gardenia Noblecilla Quintana            José Ricardo Chávez Valencia 
MIEMBRO                      MIEMBRO 
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Mónica de Jesús Salazar Hidalgo    Rosa Belén Mayorga Tapia 
MIEMBRO                 MIEMBRO 

 
 
 
 

Lyne Katiuska Miranda Giler           Ricardo Ulcuango Farinango                               
MIEMBRO                 MIEMBRO 

 
 
 
 
 

Eduardo Mauricio Zambrano Valle 
MIEMBRO 

 
CERTIFICACIÓN 
 
En mi calidad de Secretaria Relatora de la Comisión Especializada Permanente 
de Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social 
 

CERTIFICO: 
 

Que, el presente “INFORME DEL PROCESO DE FISCALIZACIÓN SOBRE LA 
DETENCIÓN DEL CIUDADANO PABLO ROMERO”, fue conocido, debatido y 
aprobado por el Pleno de la Comisión Especializada Permanente de 
Transparencia, Participación Ciudadana y Control Social, en la Sesión Ordinaria 
Nro. 2021-2023-189 de 15 de marzo de 2023, con la siguiente votación: siete (7) 
votos a favor de las y los siguientes asambleístas: José Ricardo Chávez Valencia, 
Rosa Belén Mayorga Tapia, Miranda Giler Lyne Katiuska, Mónica de Jesús 
Salazar Hidalgo, Ricardo Ulcuango Farinango, Eduardo Mauricio Zambrano 
Valle; y, Ferdinan Arturo Álvarez Zambrano; dos (2) abstenciones de las 
asambleístas Nathalie María Viteri Jiménez y Karen Gardenia Noblecilla 
Quintana; Cero (0) votos en contra; cero (0) blancos; y, cero (0) ausencias. 
 
Quito D.M., 15 de marzo de 2023. 
 
Atentamente, 
 
 
 
 

Mayra Lorena Morales Carrasco 
Secretaria de la Comisión Especializada Permanente de Transparencia, 

Participación Ciudadana Y Control Social 
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